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Resumen Académico 

Formato de citación versión APA séptima edición:  

Mora, J. y Ovares, M. (2024). Análisis de los factores políticos que determinaron la 

formulación de la “Política Nacional de Cuidados (2021-2031) Hacia la implementación 

progresiva de un Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la Dependencia”, dirigida 

a la población en condición de dependencia en Costa Rica (Tesis de licenciatura). 

Universidad de Costa Rica, Facultad de Ciencias Sociales, Escuela de Trabajo Social. 

Palabras clave: formulación, política pública, dependencia, cuidados de larga duración, 

derechos humanos.  

La presente investigación, denominada «Análisis de los factores políticos que 

determinaron la formulación de la “Política Nacional de Cuidados (2021-2031) Hacia la 

implementación progresiva de un Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la 

Dependencia”, dirigida a la población en condición de dependencia en Costa Rica» se 

realizó bajo la modalidad tesis.  

El tema se aborda con la intención de debelar, inicialmente, los factores políticos 

que precedieron y condicionaron la formulación de la Política Nacional de Cuidados 

(PNC); para lo cual, fueron centrales los aportes de los actores que participaron 

activamente en el mismo, pues participaron en representación de instituciones clave 

para el abordaje de la dependencia y los cuidados debido, primeramente, a su trayectoria 

de trabajo con población dependiente de forma indirecta, tal es el caso de la Caja 

Costarricense de Seguro Social (CCSS), del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor 

(CONAPAM) y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS); en 
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segundo lugar, por la transversalidad del enfoque de género resalta la participación del 

Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU); en tercer lugar, por la importancia de los 

procesos de capacitación para los cuidados también se vincula al Instituto Nacional de 

Aprendizaje (INA) y, por último, en el apartado logístico se destaca al Ministerio de 

Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN), al Banco Interamericano de 

Desarrollo (BID) y al Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), siendo este último el 

organizador del proceso. 

Así las cosas, la información recopilada por medio de fuentes primarias y 

segundarias posibilitó el atender al objetivo general de la presente investigación, que 

corresponde a “Analizar de forma crítica los factores políticos que mediaron en el 

proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados dirigida a la población en 

condición de dependencia durante el período 2017-2021, con la finalidad de 

comprender sus características y la dinámica entre actores que la formularon”.  

En síntesis, esta investigación parte de un análisis crítico que implicó recopilar 

una serie de factores contextuales, nacionales e internacionales, que antecedieron y 

condicionaron la creación de la PNC; a su vez, significó reconstruir la dinámica entre los 

actores que conformaron el equipo técnico interinstitucional que participó en este 

proceso, para develar cómo la integración de todos esos elementos dio como resultado 

el documento final de la política publicado en el 2021, con sus fortalezas y aspectos a 

mejorar. 
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Introducción 

La presente investigación constituye un esfuerzo por fortalecer el estudio y 

análisis de políticas públicas, particularmente de las políticas sociales, que están 

estrechamente relacionadas con el ejercicio profesional de las y los profesionales de 

Trabajo Social, debido a la naturaleza de sus intervenciones. 

Se trata de un tema poco explorado, ya que los estudios sobre política pública 

son escasos, y suelen estar orientados a la implementación de las políticas, no a su 

elaboración. Por lo anterior, el análisis del proceso de formulación de la PNC representó 

una gran oportunidad, pues su fecha de publicación coincidió con el periodo de tiempo 

en que se planteó inicialmente este estudio, durante la primera mitad del año 2021, lo 

que posibilitó la obtención de los datos necesarios para su análisis. 

Con la finalidad de abordar el objetivo general de esta investigación, se partió de 

un paradigma interpretativo-constructivista, mediante el que se reconstruyó el proceso 

de formulación de la PNC a partir de los significados, percepciones, intenciones y 

acciones de las y los actores clave que estuvieron involucrados en el proceso. 

Con respecto a la organización de la información, el primer capítulo de este 

documento muestra todas aquellas consideraciones previas que sirvieron como base 

para el desarrollo de esta investigación. 

El segundo capítulo expone los aportes teóricos y metodológicos que 

sustentaron la recopilación y el análisis de la información. Los instrumentos utilizados 

en este apartado se adjuntaron a los anexos. 
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El tercer capítulo recupera aquellos elementos contextuales, nacionales e 

internacionales, que precedieron y condicionaron la creación de la PNC. El cuarto 

capítulo reconstruye su proceso de formulación, abordando aspectos tales como la 

organización y el rol que tuvieron las y los actores clave durante su desarrollo. 

El quinto capítulo presenta los hallazgos de esta investigación, la interpretación 

de los datos y el análisis subsecuente; finalmente, el último capítulo corresponde a las 

conclusiones y recomendaciones. 

Fundamentación del Tema 

La atención de personas con dependencia adquiere relevancia en Costa Rica en 

un contexto que evidencia un aumento en el envejecimiento de la población, así como 

un perfil epidemiológico que resalta una serie de carencias en el sistema de apoyo a los 

cuidados y atención a la dependencia. 

De acuerdo con la PNC (2021) y Zamora (2015), este contexto presenta costos 

sociales importantes; primeramente, tomando en consideración a las personas 

cuidadoras dentro del entorno familiar, destacan sus limitaciones para incorporarse al 

mercado laboral, pues comúnmente deben dedicarse de forma exclusiva a las labores 

de cuido; en segundo lugar, preocupan los elevados costos para el sistema de salud 

en la atención de la población dependiente que, por no tener los cuidados oportunos, 

terminan desarrollando problemas agudos; y en tercer lugar, agravantes que conllevan 

limitaciones importantes a la autonomía y participación social. 

De esta forma, es posible identificar el cambio demográfico como un importante 

factor a tomar en cuenta en la presente investigación, pues la población adulta mayor 
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(identificada como uno de los grupos más vulnerables al momento de desarrollar 

condiciones de dependencia), tuvo una representación del 6% de la población 

costarricense en el 2008 y del 8,9% en el 2020, mientras que se proyecta un aumento 

de más del 20% para el año 2050, que llegaría a representar una quinta parte de toda la 

población (MIDEPLAN, 2021; Contraloría General de la República, 2019; Padilla, 2010). 

Se deben tomar también en cuenta los retos que imponen las transformaciones 

en el perfil de salud de la población del país: donde, por ejemplo, ha aumentado la 

cantidad de personas que padecen enfermedades no transmisibles y crónicas (como 

diabetes o las enfermedades del corazón), que derivan en un deterioro paulatino de las 

personas que las padecen y, al ser más prolongada la atención, también demandan una 

mayor cantidad de recursos. Al respecto, resulta alarmante la gran prevalencia que 

tienen estas enfermedades en el país, ya que representan el 80% de las muertes 

(Contraloría General de la República, 2019). 

Al igual que las personas adultas mayores, las personas con discapacidad 

física, mental o intelectual son especialmente susceptibles a desarrollar una 

dependencia funcional producto de las limitaciones para interaccionar con el entorno 

(Padilla, 2010). De acuerdo con los datos de la Encuesta Nacional sobre discapacidad 

(2018), en el país se estima un 18,2% de personas con discapacidad del total de 

población adulta; sin embargo, es fundamental tener presente que no todas las 

personas con discapacidad cuentan con algún grado de dependencia, aunque dentro 

de este grupo poblacional se identifica que al menos una quinta parte manifiesta una 
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dificultad permanente, no sin olvidar que el envejecimiento también podría estar 

ligado a la adquisición de una condición de discapacidad. 

A pesar de que ya existen políticas creadas específicamente para la atención 

de las poblaciones mencionadas, la PNC busca brindar una atención integral como 

respuesta a las necesidades de las personas en situación de dependencia y de sus 

familias. Así las cosas, la atención de las personas en condición de dependencia 

adquiere relevancia por la complejidad y las particularidades de esta población, 

mismas que demanda un abordaje que trascienda las visiones e intervenciones 

fragmentadas, y donde el análisis crítico desde el Trabajo Social es necesario, no solo 

por la naturaleza de la profesión, sino también por el compromiso ético-político con 

las poblaciones vulnerables. 

Con base en lo anterior, el tema de esta investigación es “La atención integral 

de las personas en condición de dependencia y su mediación estatal en Costa Rica”. 

Para la profesión de Trabajo Social, este tema de investigación toma sentido al 

reconocer la atención integral como una necesidad, orientada a la reivindicación de 

los derechos humanos de la población a la que va dirigida la PNC. En esta línea, el 

Estado juega un papel fundamental al serle socialmente exigida la protección y respeto 

de los derechos, así como velar por las necesidades y el bienestar de las 

costarricenses, que es donde adquiere significado la creación de la política pública 

(Mora, 2018). Así, el valor de la intervención estatal desde la administración pública 

“se acredita cuando produce universalmente los bienes y servicio públicos que la 
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comunidad demanda y de manera particular se acredita cuando los diversos grupos y 

públicos de la sociedad civil logran mejorar sus condiciones de vida” (Uvalle, 2014). 

       Finalmente, se considera que el abordaje de este tema resulta beneficioso para 

la Escuela de Trabajo Social (ETS) de la Universidad de Costa Rica (UCR), no solo por 

existir una escasa investigación al respecto, sino también por su aporte en el desarrollo 

de la investigación, desde el análisis crítico que se fomenta a lo largo de la formación 

académica, para diferentes instituciones vinculadas a la protección de los derechos de 

las personas dependientes, lo cual es congruente con los valores de la Escuela, 

especialmente el valor de solidaridad y compromiso social, desde los cuales se adquiere 

una responsabilidad con “aquellos sectores cuyas condiciones de vida y de trabajo 

generan situaciones violatorias al pleno disfrute de sus derechos” (ETS, 2021). 

Capítulo I: Consideraciones Previas 

Estado de la Cuestión 

En el presente apartado se plasman los resultados de la revisión bibliográfica que 

permitió delimitar el objeto de estudio de esta investigación, la cual se orientó a la 

producción de conocimiento en torno a las temáticas centrales que aborda la “Política 

Nacional de Cuidados (2021-2031) Hacia la implementación progresiva de un Sistema 

de Apoyo a los Cuidados y Atención a la Dependencia”. Para ello, se utilizaron las bases 

de datos de EBSCO y la Fundación Dialnet, el repositorio académico de Kérwá, y los 

repositorios académicos de la Universidad Complutense de Madrid, la Universidad 

Autónoma de Barcelona, la Universidad de Valencia, la Universidad Católica de Murcia, 

la Universidad Nacional Autónoma de México y la Universidad de Cuenca. 
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Para la elaboración de este apartado se examinaron a profundidad un total de 

veinte investigaciones académicas (diecinueve trabajos finales de graduación, y un 

artículo científico), las cuales fueron seleccionadas mediante los siguientes criterios. En 

primera instancia, las palabras clave utilizadas en la búsqueda respondieron a las 

principales categorías de análisis identificadas en la investigación: dependencia, 

cuido/cuidado, y política pública. Además, solamente se incluyeron aquellas 

investigaciones que no sobrepasan los diez años de antigüedad desde su momento de 

publicación; es decir, aquellas publicadas entre el año 2012 y 2022. 

Una vez seleccionadas las investigaciones, se construyó una matriz analítica para 

organizar y depurar la información encontrada, en la que se evidenciaron los principales 

enfoques, reflexiones, aportes y oportunidades de estudio para futuras investigaciones 

(ver anexo 1).  

Dependencia 

La primera categoría que se recupera en esta revisión documental es la de 

“dependencia”, pues la PNC (2021) busca, según sus objetivos, atender las necesidades 

de aquellas personas que dependen de terceros para llevar a cabo sus actividades de la 

vida diaria. 

En primera instancia, se identifica una tendencia geográfica en cuanto a qué 

disciplinas estudian la dependencia, así como desde qué enfoques. En España, son 

mayoritariamente las áreas de derecho y administración de empresas las que se han 

aproximado a esta categoría, problematizando la dependencia dentro del ámbito 

laboral, desde un paradigma esencialmente normativo. Por otro lado, en países 
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latinoamericanos como Costa Rica, México y Ecuador, se encuentran producciones desde 

las ciencias médicas, las cuales exploran los aspectos biológicos y clínicos; y desde el 

área del trabajo social, en donde se abarca el espectro del ser humano como un ente 

social y, por ende, se contrarresta la dependencia con aspectos psicológicos, sociales y 

culturales. 

A pesar de este abordaje tan heterogéneo, salta a relucir que el desarrollo 

conceptual de la dependencia desde estas investigaciones no resulta en ningún 

momento contradictorio, sino que, por el contrario, cada disciplina y enfoque ofrece 

distintos aportes para una construcción más integral del conocimiento. 

Tomando la dependencia como categoría básica, Medellín, Jara y Matus-López 

(2019) son quienes ofrecen una descripción más detallada, expresándola como una 

situación (temporal o permanente) en la que una persona experimenta dificultad para 

ejercer su autonomía, y requiere de asistencia para poder realizar sus actividades 

elementales, entendiendo estas últimas como cualquier acción básica que todo ser 

humano debe ser capaz de concretar para desenvolverse plenamente en la sociedad; a 

saber: desplazarse, comunicarse, alimentarse, asearse, relacionarse con otras personas, 

etc. 

Cendrero (2017) complementa esta descripción al introducir el concepto de las 

barreras, entendiendo estas como todo aquel factor ambiental en el entorno de una 

persona que pueda condicionar su autonomía. Así, se entiende que las situaciones de 

dependencia no se explican únicamente desde los sujetos, sino también desde sus 

entornos. 
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Autores como Balladarres y Mora (2014) y Sáenz (2018) agregan en su análisis a 

algunos grupos que, por su dinámica asimétrica en relación con otros, son 

especialmente vulnerables a desarrollar condiciones de dependencia. Balladarres y Mora 

(2014), partiendo de un análisis dialéctico de la realidad, colocan a las personas en 

condición de discapacidad como uno de estos grupos, pues dentro de sus múltiples 

expresiones, es común que algunos tipos de discapacidad (sobre todo las de naturaleza 

física o motriz) deriven en situaciones de dependencia; Sáenz (2018), por su parte, 

identifica desde un estudio transversal a las personas adultas mayores como otro grupo 

de riesgo, debido a que durante las diferentes etapas del envejecimiento ocurren 

alteraciones en dominios importantes para las funciones del cuerpo, lo que puede 

comprometer las habilidades físicas y el estado cognitivo. 

Al respecto, Medellín, Jara y Matus-López (2019) señalan que, si bien las 

poblaciones antes mencionadas son ciertamente más vulnerables ante posibles 

situaciones de dependencia, estas no son inherentemente dependientes. Este punto 

debe destacarse pues, según el grado de su condición, no todas las personas con 

discapacidad encuentran limitaciones en su desenvolvimiento cotidiano; a su vez, 

aunque el proceso de envejecimiento se caracteriza por reducir la funcionalidad del 

cuerpo, este hecho no siempre deriva en una situación de dependencia. 

Otro aporte importante es el de Ávila (2017), quien parte también de un estudio 

transversal, y reconoce que las implicaciones de una situación de dependencia no 

residen únicamente en el impedimento físico para realizar tareas o actividades, sino 

también en el efecto emocional y psicológico que esta situación pueda generar en cada 
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persona. En su investigación, la autora encuentra una asociación significativa entre la 

falta de autonomía personal y el deterioro emocional, el cual puede verse agravado por 

trastornos del estado de ánimo, siendo la depresión uno de los más comunes.  

En cuanto al ámbito laboral, Ros (2017) y Gutiérrez (2018) encuentran que en el 

mercado laboral existen diferencias sustanciales cuando es analizado desde la 

dependencia, coincidiendo en estudios de naturaleza normativa, así como metodologías 

de carácter inductivo. Ros (2017) coloca que las personas en condición de dependencia, 

indistintamente del grado, están mayoritariamente excluidas del mercado de trabajo 

remunerado, por lo que el desempleo es una causa directa de exclusión social; por su 

parte, Gutiérrez (2018) aborda precisamente la responsabilidad que poseen 

instituciones y empresas de implementar ajustes razonables en los entornos laborales, 

los cuáles dependerán del tipo y grado de dependencia con el que cuente la persona que 

los requiera, así como de la naturaleza del cargo que ocupa. 

Entre los principales hallazgos que se encuentran en torno a esta categoría, 

Balladarres y Mora (2014) puntualizan que la dependencia es un tema poco explorado, 

y que sus múltiples expresiones deben estudiarse a mayor profundidad en aras de 

posibilitar una mejor protección de sus derechos e integridad. Por otro lado, Medellín, 

Jara y Matus-López (2019) evidencian que en la última década se ha producido un 

incremento en la población funcionalmente dependiente, principalmente impulsado por 

la creciente proporción de personas que superan los 80 años; a su vez, esto implica un 

incremento en la demanda de servicios de atención hacia la dependencia, y hace que el 

tema resulte más visible en los debates de orden público. Finalmente, Ros (2017) señala 
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la responsabilidad que tienen las empresas (tanto del sector público como privado) de 

realizar ajustes en los entornos laborales para facilitar el desenvolvimiento autónomo 

de las personas que los ocupan, disminuyendo mediante estas acciones la probabilidad 

de que se produzcan situaciones de dependencia. 

Un último aspecto para considerar se halla en los objetos de estudio de estas 

investigaciones, ya que, si bien todas desarrollan y construyen conocimiento en torno al 

tema de la dependencia, lo cierto es que la mayoría no parte de esta como categoría 

central, sino más bien como un derivado de otras categorías, tales como “discapacidad” 

o “enfermedades crónicas”.  

Cuidado 

Como respuesta a la demanda de atención que surge ante las situaciones de 

dependencia, el cuidado se presenta como una de las categorías centrales para la PNC. 

Sobre este tema, España resalta nuevamente como uno de los países con mayor 

producción en cuanto a estudios académicos, encontrándose una investigación del área 

de trabajo social que utiliza la metodología cualitativa y el método etnográfico, así como 

dos investigaciones desde las áreas de educación y sociología que combinan 

metodologías cualitativas y cuantitativas. Estos estudios exploran el tipo de formación 

que se requiere para realizar labores de cuido, y los aspectos éticos de dichas labores.  

Por otro lado, a nivel centroamericano se recuperan estudios de las escuelas de 

trabajo social y administración de empresas de la UCR, que utilizan metodologías de 

investigación cualitativas y cuantitativas, respectivamente; a través de los cuales, se 

aborda esta categoría a partir de programas de atención pública que entre sus funciones 
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ofrecen servicios de cuidado. A su vez, se destaca una publicación académica realizada 

por un docente de la UCR, que explora los desafíos de un sistema de cuidados de larga 

duración en territorio nacional. 

El “cuido” o el “cuidado” son conceptos de naturaleza muy amplia, por lo que la 

construcción de esta categoría varía según los propósitos de cada investigación; no 

obstante, y como sucede con el tema de la dependencia, en este caso se considera que 

los insumos son nuevamente sumativos, ampliando la comprensión del cuido desde su 

concepción más básica hasta las distintas expresiones de su particularidad. 

Con base en lo anterior, y a partir de una investigación descriptiva e interpretativa 

que combina metodologías cualitativas y cuantitativas, Zamora (2015) ofrece una 

descripción detallada de lo que ella denomina, “el significado de cuidar”. Según la autora, 

el cuidado consta de aquella atención o asistencia que se presta a personas cuyas 

necesidades concretas requieren de atención, por encontrarse “indefensas” o 

“desvalidas”; entre estas, se menciona principalmente a los bebés, a personas adultas 

mayores que han presentado un declive en su estado de salud, y a personas en condición 

de dependencia, en cualquiera de sus múltiples expresiones: física, psíquica, hereditaria, 

congénita, adquirida, temporal, permanente, etc. Se señala, además, que las labores de 

cuido deben tener un fin claro, que es el de cubrir aquellas necesidades concretas que 

una persona no puede satisfacer por sí misma; por lo tanto, no se trata de una asistencia 

generalizable, sino de una que responde y se adapta a las necesidades que presenta 

cada escenario específico. 
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Partiendo de una descripción similar, Goikoetxea (2017) explora en su estudio 

los distintos paradigmas desde los que se proponen modelos de atención. Esta 

investigación identifica los siguientes como los paradigmas actualmente predominantes: 

modelo de prescindencia, modelo médico-rehabilitador (o biomédico), modelo social, 

modelo multidimensional, modelo de la diversidad, modelo de derechos, modelo de 

envejecimiento activo y modelo de discapacidad y dependencia. El autor determina que 

el modelo multidimensional propuesto por la OMS es, hasta la fecha, el más completo y 

actualizado, rescatando insumos de otros modelos. 

Existe un consenso general entre los diferentes autores sobre la importancia de 

que las personas que realizan labores de cuido, independientemente de si lo hacen 

desde la formalidad o la informalidad, reciban una formación especializada para poder 

llevar a cabo estas actividades de forma satisfactoria. Zamora (2015) y Montalbá (2013) 

posicionan que brindar esta formación debe ser una responsabilidad estatal, y colocan 

algunos de los módulos profesionales que sería pertinente contemplar para dicha 

formación; a saber: primeros auxilios, teleasistencia, atención sanitaria, apoyo 

domiciliario, apoyo en comunicación, apoyo psicosocial, destrezas sociales, entre otros.  

Con respecto a los estudios que se han realizado en territorio costarricense, se 

destacan las investigaciones de Bolaños (2017), Esquivel, Gonzáles y Tellez (2017) y 

Chaverri (2020). Partiendo de una metodología cualitativa, Bolaños (2017) presenta una 

investigación contextual sobre el surgimiento e implementación del Programa Red de 

Cuido, el cual se encuentra dirigido a la población adulta mayor, y está adscrito al 

CONAPAM; en contraste, haciendo uso de una metodología cuantitativa, Esquivel, 
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Gonzáles y Tellez (2017) parten de un seminario de investigación para contextualizar la 

ejecución de la Red CUDI, estableciendo a partir de sus resultados una serie de 

propuestas para mejorar los servicios que ofrece. Desde sus distintos enfoques, las 

anteriores investigaciones indagan sobre las estrategias de cuidado que se utilizan en 

Costa Rica, con respecto a dos grupos poblacionales específicos; mientras que, 

partiendo del concepto de “long-term care” o cuidados de larga duración, Chaverri 

(2020) realiza un estudio exploratorio sobre la demanda y la oferta de este tipo de 

servicios en Costa Rica, mediante una revisión sistemática de literatura y documentos 

de: la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la 

OMS, la Comisión Económica para América Central y el Caribe (CEPAL) y Sistema para la 

Autonomía y Atención a la dependencia (SAAD). 

Las investigaciones que se han revisado en torno a esta categoría presentan 

hallazgos importantes. A nivel internacional, Zamora (2015) identifica que el rol de cuido 

es, en la mayoría de los casos, ocupado por mujeres que forman parte del núcleo familiar 

de la persona en condición de dependencia, dato que también se ve reflejado en la 

proporción de estudiantes que matriculan cursos técnicos de atención. Montalbá (2012) 

alcanza conclusiones similares, resolviendo que situaciones que por mucho tiempo se 

habían resuelto desde el ámbito privado, principalmente a través de la dedicación de las 

mujeres, finalmente comienzan a exportarse hacia el ámbito público; resalta, además, 

la importancia de que se de visibilidad y reconocimiento a las labores de cuidado. Desde 

un enfoque más filosófico, Goikoetxea (2017) concluye en su investigación que debe 
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existir un marco ético que fundamente el buen trato a las personas en situación de 

dependencia, el cual debe considerar al ser humano como digno e independiente, mas 

nunca autosuficiente, pues toda persona necesita en mayor o menor grado de 

interacciones sociales para su desarrollo. 

A nivel nacional, Bolaños (2017) genera a través de su estudio una serie de 

recomendaciones para el mejoramiento de los servicios de la Red CUDI, entre las que se 

destaca: realizar evaluaciones anuales de rendimiento, incentivar espacios de 

intercambio entre redes locales de forma anual, implementar capacitaciones formativas 

para los representantes de las Comisiones Interinstitucionales, superar el carácter 

meramente asistencial del programa y potenciar procesos de promoción de la salud y 

prevención de la enfermedad. Esquivel, Gonzáles y Tellez (2017), por su parte, generan 

una lista de recomendaciones muy similar para la Red CUDI, a pesar de las diferencias 

entre metodologías de investigación; a saber:  promover una mayor participación social 

de los diferentes sectores para concretar resultados de alto impacto, generar procesos 

de capacitación e involucramiento, buscar medidas alternativas de financiamiento, 

trasladar la rectoría del programa desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 

(MTSS), hacia una institución que se encuentre mejor relacionada con el tema de la niñez, 

como el IMAS o el Patronato Nacional de la Infancia (PANI). Finalmente, Chaverri (2020) 

destaca que en Costa Rica existe una creciente demanda de servicios de cuidados de 

larga duración, que se explica principalmente por el envejecimiento acelerado que está 

experimentado el país, y señala que la oferta pública de este tipo de servicios no se 

renueva conforme la presión de la demanda; de hecho, destaca en su estudio que a nivel 
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nacional el concepto de “dependencia” no existe en las cartas de prestaciones, y la 

atención pública que se brinda a la población en condición de dependencia surge en el 

marco de programas focalizados en personas en condición de pobreza, del CONAPAM y 

el CONAPDIS. 

Análisis de Política Pública y Política Social 

La revisión bibliográfica en torno al estudio y comprensión de políticas públicas 

y sociales resulta fundamental para la presente investigación debido a que, si bien se 

desarrollarán ampliamente los temas de la dependencia y el cuido, lo cierto es que se 

trata fundamentalmente de un análisis de formulación de una política social. En este 

aspecto, se encuentra una gran variedad de investigaciones que, tanto a nivel nacional 

como internacional, así como desde distintas disciplinas y enfoques, parten del análisis 

de política pública y social como objeto de estudio. 

Dentro del territorio costarricense, se encuentran en materia de tesis de 

licenciatura algunas investigaciones procedentes de las escuelas de Ciencias Políticas y 

Trabajo Social de la UCR. Desde Ciencias Políticas, tanto Rivera (2019) como Luna y 

Rímola (2014) coinciden en realizar investigaciones de carácter cualitativo; estudiando, 

en caso de Rivera (2019), el proceso de implementación de la Ley No 9095, como política 

pública destinada a combatir la trata de personas; y en caso de Luna y Rímola (2014), el 

proceso de cambio que ha ocurrido en la política pública nacional con respecto al tema 

de las ventas ambulantes en el cantón de San José. Desde el área de Trabajo Social, Mora 

(2018) presenta una investigación de dos etapas, constando la primera de un estudio 

exploratorio, y la segunda de uno descriptivo explicativo, esto con el fin de explorar qué 
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existe en materia de política pública con respecto a los temas de discapacidad cognitiva 

y deporte, para determinar de ese modo el tipo de participación que se genera a partir 

de la intervención pública. En estas investigaciones se identifica una predilección por 

estudiar la política pública desde un enfoque cualitativo, coincidiendo en técnicas como 

la revisión documental, la entrevista, el análisis de contenido y la triangulación de 

información; por otro lado, se reconoce también un abordaje muy diferenciado en 

cuanto a los objetos de estudio, encontrándose un análisis de implementación de 

política pública, un análisis de su proceso de transformación a través de los años, y un 

análisis exploratorio con respecto a un fenómeno social particular.  

Entre sus principales hallazgos, Rivera (2019) identifica que la ejecución de la 

Ley No 9095 es de carácter meramente preventivo, por lo que no contempla propuestas 

de acción en cuanto a divulgación, detección y capacitación; además, determina que los 

escasos recursos que son destinados para su implementación no son utilizados de 

manera efectiva.  Por su parte, Luna y Rímola (2014) reconocen que en los últimos años 

se ha presentado un aumento en la cantidad de vendedores ambulantes, y recomiendan 

que esta problemática sea en sí misma objeto de política pública, pues actualmente se 

encuentra enmarcada en el dominio de la política urbana. Por último, Mora (2018) 

evidencia en su estudio que las estrategias empleadas por entidades estatales para el 

cumplimiento de los derechos humanos (de la población con discapacidad cognitiva en 

materia de deporte), no responden a un plan de trabajo ni tienen una direccionalidad 

clara, sino que solamente desarrollan actividades aisladas que no generan una 

operacionalización correcta de la política pública. 
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A partir de la revisión bibliográfica en bases de datos de la UCR, se destacan 

también dos investigaciones realizadas desde las modalidades de seminario y proyecto 

de graduación. La primera, presentada por Sibrián, Lizano y Morales (2019) desde el 

área de las ciencias económicas, haciendo uso del estudio de caso para hacer un análisis 

de implementación de política pública, siendo “Programa País” el caso de estudio; como 

resultado de este análisis, los autores concluyen que el Ministerio de Ambiente y Energía 

no recopila suficiente información sobre esta fase de implementación, lo que 

imposibilita que pueda darse un seguimiento mediante indicadores de cumplimiento de 

objetivos, de una manera cuantificable o medible. Con respecto al proyecto de 

graduación, Arroyo (2020) parte de un paradigma sociocrítico para realizar una 

investigación de carácter cualitativo, con el objeto de analizar el abordaje que ha 

efectuado el personal docente y administrativo del Ministerio de Educación Pública (MEP) 

en materia de diversidad sexual, para desarrollar una propuesta socioeducativa que les 

permita ofrecer un desempeño laboral más inclusivo.  

Con respecto a las investigaciones realizadas a nivel internacional, se destacan 

nuevamente estudios procedentes de España, así como un artículo científico publicado 

en Colombia. En el escenario europeo, Martín (2013) parte de un enfoque aristotélico 

para realizar un estudio cualitativo desde el área de la psicología, en el que aborda la 

transversalidad de género en las políticas públicas orientadas a la promoción de la 

autonomía personal y la atención a personas en situación de dependencia; entre sus 

hallazgos más importantes, la autora identifica que, a pesar de que son mujeres las que 

mayoritariamente asumen el rol de cuido, las leyes adolecen de una falta de perspectiva 
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de género, tanto en la teoría como en la práctica, por lo que requieren de la 

implementación de modificaciones oportunas. 

 Por otro lado, Artiaga (2015) realiza un análisis genealógico desde el área de la 

sociología, en el que explora los marcos normativos, procesos subjetivos y prácticas que 

giran en torno a los cuidados y a la dependencia, a la luz del surgimiento de la Ley No 

39/2006 de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a personas en situación de 

dependencia; es así como, producto de su análisis, la autora puntualiza lo siguiente: 

“resulta necesario pensar en la construcción de lo común y de los comunes en el terreno 

del trabajo reproductivo y de los cuidados para garantizar modelos de sociabilidad 

seguros que trasciendan a la individualidad en la cobertura de la vulnerabilidad social” 

(p.550).  

Finalmente, se desea hacer referencia al artículo científico publicado por los 

profesionales en salud, Bacca, Sabogal y Arrivillaga (2019), quienes realizan un estudio 

de tipo retrospectivo y descriptivo, mediante el que analizan la política pública de 

discapacidad en relación con los cuidadores, actualmente vigente en Colombia; entre 

sus resultados más destacables, se señala que, desde la perspectiva de derecho a la 

salud, el cuidado se concibe como un servicio asistencial, por lo que no se reconoce la 

participación de la persona que realiza las tareas de cuido. 

Balance Crítico 

Este proceso de revisión documental ofrece un panorama particular en torno al 

estudio de estas temáticas. En primera instancia, los y las autoras convergen en que la 

investigación que se realiza en torno a la dependencia es escasa e insuficiente, 
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posicionando que el estudio y comprensión de esta categoría resulta fundamental para 

posibilitar una mejor protección de los derechos e integridad de la población con 

dependencia; sobre todo, al tratarse de una población que se encuentra actualmente en 

crecimiento. Tal como plantea Mora (2018), existen muchas áreas de estudio en torno a 

la dependencia que han sido muy poco exploradas, pues los estudios suelen estar 

enfocados en la accesibilidad, la educación y el empleo, habiendo oportunidades 

valiosas para que futuras investigaciones aborden temas como el deporte, el género, 

poblaciones indígenas e intervención pública. 

Con respecto a las investigaciones encontradas en torno al tema del cuido, se 

converge en los siguientes puntos. Primero, en que el rol de cuido es (tanto desde el 

ámbito profesional como no profesional) asumido principalmente por mujeres, por lo 

que esta categoría necesariamente debe ser entendida desde un enfoque de perspectiva 

de género. También, se concluye que las personas que realizan labores de cuido no 

suelen contar con la formación adecuada, la cual depende directamente del tipo y grado 

de dependencia con el que se esté tratando. Finalmente, las y los autores colocan que 

debe existir un mayor involucramiento estatal en torno al tema del cuido, tanto en el 

reconocimiento o remuneración a las personas que realizan estas labores, como en la 

tarea de impulsar oportunidades de capacitación para que estas actividades puedan 

realizarse de forma satisfactoria. 

En cuanto al análisis de política pública, se identifica que esta categoría ha sido 

explorada por un grupo muy heterogéneo de disciplinas y desde variados enfoques; no 

obstante, la mayoría de los y las autoras coinciden en que este tipo de análisis no son 
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abundantes, y que son de gran importancia para detallar y visualizar, desde un nivel 

macro a un nivel micro, la realidad con respecto a un tema específico. Esto permite 

evidenciar las acciones y omisiones de los distintos actores políticos en materia legal 

con respecto al abordaje de alguna problemática, así como las relaciones y vinculaciones 

que existen entre los mismos. 

Adicionalmente, se destaca que gran parte de la producción documental 

encontrada es procedente de España, por lo que a nivel latinoamericano y en particular 

en Costa Rica, resalta aún más la necesidad de continuar incorporando este tipo de 

investigaciones desde la academia. Además, otro punto a considerar es que estos 

estudios suelen estar enfocados en procesos de implementación, o en la revisión de 

política pública para determinar su incidencia sobre algún tema en específico; se 

identifica, por lo tanto, que el estudio de formulación de política pública representa una 

oportunidad de investigación provechosa y poco explorada. 

Se rescata también otra de las observaciones de Mora (2018), quien coloca en su 

estudio la importancia de que desde el trabajo social se aborde este tipo de 

investigaciones, visualizando a las y los profesionales como agentes mediadores, que 

deben realizar una lectura crítica y constante de las necesidades de las personas, 

haciendo del accionar estatal un objeto de análisis para valorar su efectividad al 

momento de responder a las distintas problemáticas sociales. 

Finalmente, se identifica que desde las disciplinas que forman parte de las 

ciencias sociales, predomina el uso de la metodología cualitativa para el abordaje de los 

diferentes objetos de estudio, volviéndose tendencia el manejo de las siguientes técnicas 
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de investigación: revisión bibliográfica y documental, entrevistas, triangulación entre 

fuentes, análisis de contenido, entre otras. 

Delimitación del Objeto y Problema de Investigación 

Los hallazgos obtenidos en el balance crítico del anterior acercamiento 

documental son los que permitieron delimitar el tema de esta investigación en un objeto 

concreto de estudio. Al respecto, se rescata la importancia de generar un mayor análisis 

en torno a la política pública, sobre todo en cuanto a temáticas poco exploradas como 

lo son la dependencia y el cuidado; a su vez, se identifica la recientemente publicada 

PNC como una nueva estrategia estatal que, a partir del IMAS como entidad rectora, 

pretende ofrecer un servicio de atención integral para las personas en condición de 

dependencia, contrastando con la atención sectorial de otras políticas que, aunque no 

como eje central, ya ofrecían previamente este tipo de servicios, entre las que se 

encuentran: la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021, la Política Integral 

para el Adulto Mayor, la Estrategia Nacional para un Envejecimiento Saludable 2018-

2020 y la Política Nacional de Discapacidad 2011-2021. 

Este interés de parte del Estado por ofrecer una atención integral a la 

dependencia se debe principalmente al incremento que se ha experimentado en la 

población adulta en condición de dependencia durante los últimos años, según 

muestran los resultados de la última Encuesta Nacional sobre discapacidad (realizada en 

el 2018), en la que se contempló también a población adulta mayor y personas con 

enfermedades crónicas; dicho estudio concluye que las situaciones de dependencia son 

tres veces más prevalentes en personas adultas mayores, siendo que estas ocupan un 
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46% de la población total, y en caso de mantenerse la tasa de dependencia actual, se 

espera que este porcentaje aumente hasta un 62% para el 2050. 

En cuanto a la PNC, resulta de especial interés explorar aquellos elementos 

contextuales que le dieron origen, así como los distintos factores políticos que mediaron 

durante el proceso de su formulación, entendiendo por factores políticos a la normativa 

nacional e internacional actualmente vigente, las políticas o programas preexistentes 

que atienden las necesidades de personas en condición de dependencia, el estado de la 

dependencia en Costa Rica, los actores políticos que estuvieron involucrados en la 

formulación de esta nueva política, los procesos de toma de decisiones, etc.  

La pertinencia de enfocar este análisis de política pública en su proceso de 

formulación recae; primeramente, en que esta investigación comenzó formalmente en 

el año 2022, cuando la política tenía apenas un año de vigencia, por lo que un análisis 

de su implementación habría estado limitado por el poco tiempo de su ejecución; 

además, dado que los análisis de formulación de política pública son escasos y, como 

se abordó anteriormente, sumamente provechosos para comprender la interacción entre 

problemáticas sociales y la respuesta estatal ante las mismas, en la formulación de esta 

nueva política se encontró una oportunidad de estudio importante y novedosa. 

Se define, por lo tanto, el objeto de estudio de la siguiente manera: Los factores 

políticos que mediaron el proceso de formulación de la “Política Nacional de Cuidados 

(2021-2031) Hacia la implementación progresiva de un Sistema de Apoyo a los Cuidados 

y Atención a la Dependencia”, entre los años 2017 y 2021.  
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A partir del objeto de estudio elegido se extrae una importante interrogante, 

pues más allá de conocer cuáles han sido los factores políticos que han mediado en el 

proceso de formulación de esta política, interesa interpretar de qué forma estos han sido 

determinantes en dicho proceso, comprendiendo de este modo las particularidades 

políticas y las relaciones entre actores que dieron como resultado su publicación. Con 

base en este cuestionamiento, se decide dar respuesta a la siguiente pregunta de 

investigación: ¿Cuáles fueron los factores políticos que determinaron el proceso de 

formulación de la “Política Nacional de Cuidados (2021-2031) Hacia la implementación 

progresiva de un Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la Dependencia”? 

Como parte de esta interrogante, se entiende a la política pública como un 

mecanismo estatal sumamente complejo, cuya formulación se gesta en un escenario de 

conflicto de intereses entre distintas agendas políticas, en donde compiten posiciones 

heterogéneas sobre cómo es entendida una situación, si resulta pertinente atenderla y, 

en caso de serlo, de qué forma (Oszlak y O'Donnell, 1995). 

Objetivos 

Objetivo General 

Analizar de forma crítica los factores políticos que mediaron en el proceso de 

formulación de la Política Nacional de Cuidados dirigida a la población en condición de 

dependencia durante el período 2017-2021, con la finalidad de comprender sus 

características y la dinámica entre actores que la formularon.  
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Objetivos Específicos 

1. Explicar los elementos contextuales que sirvieron de base para el proceso 

de formulación de la Política Nacional de Cuidados (2021-2031). 

2. Caracterizar la dinámica entre actores en el proceso de formulación de la 

Política Nacional de Cuidados (2021-2031). 

3. Identificar las estrategias de incidencia y toma de decisiones empleadas 

por los actores involucrados en el proceso de formulación de la Política Nacional de 

Cuidados (2021-2031). 

4. Evidenciar cuáles fueron los factores políticos que determinaron el 

proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados (2021-2031). 

Discusión del Método 

Para la presente investigación se optó por abordar el objeto de estudio desde un 

paradigma interpretativo-constructivista, esto debido a que permite comprender e 

interpretar la realidad a partir de los significados, percepciones, intenciones y acciones 

de los actores clave que se han visto involucrados en la formulación de la PNC. La 

importancia de ello radica en que se reconoce que dichos actores no son actores 

individuales; al contrario, responden a diferentes intereses políticos, económicos, 

institucionales, de clase, entre otros, que resulta interesante recuperar y evidenciar en 

la investigación.  

En concordancia con lo anterior, cabe resaltar que este enfoque, a diferencia de 

otros, permite abordar la realidad de forma dinámica, dando a los sujetos un papel 
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central en la construcción del conocimiento a partir de la propia interpretación de los 

fenómenos y, por ello, desplaza las verdades absolutas. 

Para Lincoln y Guba (1985, Citado en González, 2001), exponentes de este 

paradigma, existen cinco axiomas que le caracterizan, los cuales son importantes de 

comprender para el análisis e interpretación de la realidad, en especial al marcar claras 

diferencias respecto al paradigma positivista que viene imperando en nuestra sociedad 

capitalista como una herramienta que simplifica y fragmenta la realidad para perpetuar 

el status quo. 

• Inicialmente, a diferencia del positivismo, el objetivo de la investigación debe ser 

la comprensión de los fenómenos, esto debido a que se parte de una realidad 

que es, sin duda, múltiple, holística y construida. 

• En segundo lugar, no existe el dualismo entre el investigador y “lo conocido”, 

pues ambos son inseparables y están en constante interacción e influencia. 

• En tercer lugar, los autores mencionan que el positivismo tiene la aspiración de 

hacer generalizaciones universales, con lo que se contraponen partiendo del 

desarrollo ideográfico de conocimientos para describir el objeto de investigación. 

• En cuarto lugar, se señala que los fenómenos se influyen mutuamente, por tanto, 

no es factible distinguir entre causas y efectos. 

• Por último, pero no menos importante, a diferencia del positivismo, el paradigma 

interpretativo reconoce la influencia de los valores de la persona investigadora. 

De acuerdo con lo anterior, es posible deducir que los investigadores, en un esfuerzo 

por comprender la realidad, deben adoptar una posición reflexiva donde, a su vez, se 
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toma en cuenta la influencia de sus propias experiencias, creencias y valores. En este 

sentido, se parte de una realidad que, por tanto, no es sólo objetiva o estática, sino que, 

por el contrario, la subjetividad y el contexto son componentes centrales para el proceso 

de análisis. 

La realidad es compleja, pues contiene conceptos heterárquicos, imágenes 

holográficas, causalidad mutua y, por tanto, es indeterminable e irreductible, por lo que 

requiere un método de análisis tan maleable como la realidad misma (González, 2001). 

De esta forma, del uso de un análisis inductivo que caracteriza al paradigma 

implementado, se obtienen grandes ventajas para la comprensión de la realidad 

múltiple, pues permite la descripción de la misma de una manera integral, incluso 

permitiendo llegar a apreciar los fenómenos más sutiles dentro del ámbito objetivo que 

pueda tener cualquier investigación. 

Así las cosas, no cabe duda de que en interacciones sociales se pueden obtener datos 

valiosos y detallados para dar una visión más completa al objeto de estudio, por tanto, 

no es posible obviar lo fundamental que resultó ser la participación activa de los actores 

sociales involucrados en la PNC para  la presente investigación, pues de su contribución, 

conocimiento y experiencia se forma una nueva construcción sobre el objeto en estudio 

delimitado en la presente investigación, es decir, se genera nuevo conocimiento. 

En congruencia con lo dicho, el método implementado desbordó en una estrategia 

metodológica de carácter cualitativo que preservó la misma flexibilidad en las diferentes 

técnicas implementadas, lo cual se detalla a continuación. 
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Estrategia Metodológica 

Investigación Cualitativa 

Partiendo del proceso de formulación de la PNC como objeto de análisis, se optó 

por desarrollar una investigación de carácter cualitativo; entendiendo, por lo tanto, a la 

realidad social desde su subjetividad y dinamismo, como un todo conformado por una 

multiplicidad de contextos. Esta elección favorece el análisis reflexivo de los significados 

subjetivos e intersubjetivos que forman parte del objeto de estudio. 

Una de las ventajas que ofreció el abordaje cualitativo, es la flexibilidad propia 

de su orientación naturalista y fenomenológica, la cual permite que sea la realidad 

misma la que dé respuesta al problema de investigación, y no las ideas preconcebidas 

de quien investiga (Adams et al., 2014). En ese sentido, la persona investigadora ha de 

aproximarse a la realidad, valiéndose de técnicas como la revisión documental y las 

entrevistas a diversas fuentes para obtener la información que requiere. 

Con base en esto, la investigación se llevó a cabo partiendo de las siguientes 

premisas fundamentales (Adams et al., 2014): 

• La vida social se crea y sostiene tanto por las interacciones simbólicas y 

significativas de los sujetos que se relacionan entre sí, como por sus respectivas 

pautas de conducta.  

• La conducta social no se puede explicar si no es a través de la interpretación que 

los sujetos hacen de las situaciones, puesto que el individuo es un sujeto activo, 

un constructor, y la naturaleza del conocimiento es subjetiva, individual y 

personal.  
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• El conocimiento no es universal, ni sirve para espacios y contextos 

indeterminados. “El paradigma cualitativo no tiene intereses racionales, ni 

técnicos, ni científicos con vistas a poder controlar el conocimiento. De ahí la 

importancia del contexto” (p.5). 

En relación con lo anterior, también de debe tener en cuenta los factores 

estructurales y particulares que se desprenden de estos, ya que las interacciones, 

significados, y en general las percepciones sobre el mundo, están permeadas por 

nuestra condición social determinada por la clase social, el género, la etnia, cultura, 

entre otros. 

Para la delimitación espacial de esta investigación, se seleccionó el territorio 

nacional costarricense como el escenario en que se formula y ejecuta la PNC; no 

obstante, el trabajo de campo se realizó total o mayoritariamente dentro de los cantones 

de San José y Alajuela. En cuanto a la delimitación temporal, se abarca el periodo 

comprendido entre el 2017 y el 2021, lapso en el que se produce la formulación de esta 

política, cuya publicación en medios oficiales se presenta en marzo del 2021. 

Por otro lado, para este proceso de investigación existió una importante 

contraparte institucional por parte del IMAS, pues esta institución ejerce la rectoría de la 

política objeto de estudio a través del Ministerio de Desarrollo Humano e Inclusión Social 

(MDHIS). Adicionalmente, el proceso de formulación de esta política contó con el apoyo 

de un comité técnico interinstitucional, del que formaron parte: la CCSS, el CONAPAM, 

el CONAPDIS, el INA, el INAMU, la Junta de Protección Social (JPS), el MIDEPLAN, el 
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Ministerio de Salud (MINSA) y el MTSS; adicionalmente, se contó con el financiamiento, 

asistencia y cooperación técnica del BID. 

Técnicas de Investigación 

Del mismo modo, en el presente apartado se expondrán de forma sintética las 

diferentes técnicas que fueron utilizadas para el desarrollo de esta investigación, la 

pertinencia de su elección para el abordaje del objeto de estudio, y los actores que 

fueron consultados para la obtención de información. Con respecto a las técnicas que 

se utilizaron para la recolección de información, se identifica inicialmente a la revisión 

documental como una de las más importantes. 

Revisión documental. Esta técnica consistió en la revisión de distintas fuentes 

(primarias, secundarias y terciarias) para la obtención de datos, lo que permite conocer 

las acciones, experiencias y formas de concebir determinados temas o fenómenos 

(Monje, 2011). 

En este sentido, para la reconstrucción analítica del proceso de formulación de 

la PNC, resultó necesario hacer primeramente una revisión exhaustiva de la misma, de 

tal manera que se pudiesen conocer sus principios, enfoques, metodología y modelo de 

gestión. Además, se consideró pertinente revisar cualquier documentación publicada en 

la página web del IMAS que guardara relación directa con dicha política. Entre estas, se 

destaca la existencia de estudios exploratorios previos al proceso de formulación, 

decretos, informes de ejecución, pautas de seguimiento, catálogos de servicio, 

formularios y manuales de aplicación.  
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Adicionalmente, para poder establecer la relación que existe entre la política 

objeto de estudio con otras que también abordan el tema de la dependencia, se partió 

de la revisión documental de las siguientes políticas: 

• Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2011-2021. 

• Política Nacional de Discapacidad 2011-2021. 

• Política Nacional de Salud Mental 2012-2021. 

• Política Integral para el Adulto Mayor (CCSS). 

• Política Nacional para la igualdad efectiva entre hombres y mujeres 2018-2030. 

• Estrategia Nacional para un Envejecimiento Saludable 2018-2020. 

Esta revisión permitió conocer con mejor detalle la atención integral que se da a 

nivel nacional hacia el tema de la dependencia; no obstante, se reconoce que varias de 

estas políticas perdieron su vigencia en el año 2021, por lo que el uso de las siguientes 

técnicas de investigación fue fundamental para determinar si la PNC se articulará a largo 

plazo con otras estrategias de atención pública. 

Encuesta. Con el objetivo de obtener información relevante para el estudio que 

no se encuentra contenida en documentos de acceso público, así como de seleccionar a 

actores clave para la posterior aplicación de una entrevista semiestructurada, se estimó 

necesario el uso de la encuesta como técnica de investigación; concretamente, se optó 

por una encuesta de corte seccional, que consiste en la obtención de información a partir 

de una población predeterminada, en una sola ocasión en tiempo y forma (Quisque, 

2013). 
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Con respecto a esta técnica, se elaboró un cuestionario por medio de Google 

Forms como instrumento autoadministrado, cuyas preguntas se orientaron a conocer 

las estrategias de coordinación del equipo técnico, el proceso de formulación de la 

política, y el rol que tuvieron las y los distintos actores durante dicho proceso (ver anexo 

2). 

Para la aplicación este instrumento, se consideró oportuno contactar vía llamada 

telefónica o correo electrónico a todas las personas que formaron parte del comité 

técnico interinstitucional que trabajó en conjunto con el MDHIS. Este comité se encuentra 

conformado por veintiocho personas, cuyos nombres se encuentran disponibles en el 

documento oficial de la política, y su representación para cada institución se presenta 

de la siguiente manera: 

• IMAS: cinco personas. 

• INAMU: dos personas. 

• CONAPDIS: tres personas. 

• CONAPAM: dos personas. 

• JPS: dos personas. 

• MTSS: dos personas. 

• MINSA: dos personas. 

• CCSS: seis personas. 

• INA: tres personas. 

• MIDEPLAN: una persona. 
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Adicionalmente, durante el proceso de formulación de esta política se contó con 

la colaboración de un equipo asesor del BID, conformado por tres personas, a quienes 

también se consideró oportuno contactar para el envío del instrumento; en este caso, 

orientado a conocer el papel de consultoría que desempeñaron. 

Entrevista. Con el objetivo de caracterizar la dinámica entre los distintos actores 

que formaron parte del proceso de formulación de la PNC, y profundizar en las 

respuestas obtenidas a través de los cuestionarios, se empleó la entrevista como técnica 

de investigación. 

Partiendo de la información facilitada por la encuesta, se elaboraron entrevistas 

semiestructuradas que fueron aplicadas presencial o virtualmente (por medio de la 

herramienta Zoom) a aquellos actores cuyo rol fue preponderante durante el proceso de 

formulación de la PNC, esto para abordar otros tópicos de interés que surgieron a lo 

largo de las fases iniciales de la investigación, priorizando o descartando algunos temas 

según resulte pertinente (Morga, 2012). 

Mediante el uso de esta técnica se buscó conocer sobre los procesos técnicos y 

prácticos que posibilitaron la formulación de la política, considerando acciones 

investigativas, trabajo y coordinación interinstitucional, los roles que han desempeñado 

los distintos actores, así como los compromisos que adquiere cada institución en el 

marco de su vinculación con la PNC. Además, esta técnica fue de utilidad al identificarse 

la existencia de documentos relacionados a la política que no eran accesibles por medios 

convencionales, por lo que se hizo un esfuerzo para que estos fueran compartidos y 

posteriormente incorporados al análisis de esta investigación. 
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En cuanto a la selección de actores clave, se partió de un muestreo no 

probabilístico basado en el criterio experto de Francisco Delgado Jiménez, quien estuvo 

a cargo del proceso de formulación de la política objeto de estudio, y reconoce a aquellos 

actores que participaron activamente en su desarrollo. Además, para complementar el 

criterio del experto, se valoraron las respuestas aportadas en los cuestionarios para la 

selección definitiva de todas las personas a entrevistar. 

Ahora bien, como resultado de este primer acercamiento, tan solo se recibió 

respuesta de diez personas, a partir de las cuales se obtuvo representación de todas las 

instancias contempladas, con excepción del MINSA y el MTSS; por este motivo, no se 

consideró necesario delimitar la selección de actores, y se optó por entrevistar a todas 

las personas de las que se obtuvo respuesta. En este aspecto, se considera que la 

información obtenida permitió reconstruir el proceso de formulación de la PNC de forma 

satisfactoria. 

Se debe destacar también a Francisco Delgado Jiménez como informante, pues 

el acercamiento que se realizó de previo con este actor tuvo como fin obtener insumos 

para una mejor delimitación de los objetivos de esta investigación, así como para su 

cumplimiento. 

Con respecto a los instrumentos implementados para la entrevista 

semiestructurada, cabe destacar que se hizo uso de tres instrumentos diferentes (ver 

anexos del 3 al 5). El primero, diseñado para Francisco Delgado Jiménez como 

Exviceministro de Desarrollo Humano e Inclusión Social y Coordinador Técnico General, 
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tuvo como principal objetivo conocer a profundidad los procesos de trabajo mediante 

los que se desarrolló la PNC.  

El segundo, dirigido a las personas integrantes del equipo técnico 

interinstitucional, cuyas preguntas estuvieron orientadas a comprender el proceso de 

formulación de la política objeto de estudio, el rol que cada institución ha cumplido y 

deberá cumplir con respecto a la misma, y la relación que existe entre esta y otras 

políticas que abordan el tema del cuido y la dependencia. Por último, para la persona 

integrante del equipo asesor del BID, se creó un instrumento enfocado en identificar el 

tipo y grado de participación que tuvieron durante el proceso. 

Triangulación entre fuentes. Dado que esta investigación cuenta con tres 

técnicas de recolección de datos, se decidió utilizar la triangulación de fuentes para 

verificar y comparar la información obtenida a partir de la revisión documental, la 

encuesta y la entrevista a actores clave. Mediante esta técnica fue posible visualizar el 

objeto de estudio desde diferentes ángulos, aumentando de esta manera la validez y 

consistencia de los hallazgos; además, las coincidencias y discrepancias que se 

identificaron entre ambas fuentes fueron clave para el análisis de la información (Okuda 

& Gómez, 2005). 

Análisis de contenido. Finalmente, para explicar de qué manera el proceso de 

formulación de la PNC fue determinado por los distintos factores políticos, se empleó el 

análisis de contenido como técnica de análisis de la información, la cual, según 

Hernández, González y Rojas (2002), se utiliza para sistematizar e interpretar 

información mediante la identificación de patrones, significados o temas 
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preponderantes, ya que con la misma se descompone el contenido textual para 

codificarlo, clasificarlo y así revelar las estructuras y relaciones internas. Igualmente, el 

análisis de contenido busca retomar el contexto detrás de los mensajes de los actores, 

pues esto permite una comprensión más profunda de la información recolectada. 

En el proceso de investigación, el análisis de contenido cuenta con diferentes 

fases. Primeramente, se prepara la información, lo cual incluye la recopilación realizada 

con las técnicas de recolección de datos; después, se codifica, esto significa que se 

descompone la información en unidades más pequeñas que se diferencian de acuerdo 

con temas o conceptos significativos que posteriormente serán integrados en categorías 

mayores en el proceso de organización de la información. En general, todas estas fases 

previas permiten llegar al momento de la interpretación, que es donde se analiza el 

contenido para extraer conclusiones que revelen finalmente el significado de la 

información, interrelación que contribuye a una comprensión más amplia del objeto de 

investigación (Hernández, González y Rojas, 2002). 

En síntesis, como técnica de investigación, el análisis de contenido es un proceso 

interpretativo riguroso que, para efectos de esta investigación, permitió inferir de forma 

integral qué es exactamente lo que plantea la política y cómo lo hace, desde qué 

contexto parte, y qué motivaciones le dan sentido. 

Capítulo II: Aproximación Teórico-Metodológica 

En el siguiente apartado se expone el apartado teórico-metodológico desde el 

que se desarrolló la presente investigación. Las categorías de análisis que se muestran 

a continuación permitieron comprender el proceso de formulación de la Política Nacional 
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de Cuidados no como un hecho aislado, sino como producto de un complejo entramado 

de condiciones históricas y sociales, mismas que determinaron el contexto sobre el que 

se planteó, formuló y concretó dicha política. 

La Figura del Estado 

La comprensión del Estado como categoría conceptual resultó fundamental para 

el abordaje teórico de esta investigación, pues la figura estatal es medular en la 

organización de una sociedad, la forma en que perpetúa sus necesidades, y las 

estrategias que utiliza para darles respuesta; desprendiéndose de aquí la concepción de 

política pública como una de esas posibles estrategias. 

Si algo ha caracterizado a la humanidad en su extenso y diverso recorrido 

histórico, es su capacidad para encontrar soluciones creativas a los problemas que se le 

presentan. El Estado no es más que la solución a un problema intrínseco de cualquier 

grupo poblacional, desde la simpleza de un pequeño poblado, hasta la complejidad de 

una gran metrópoli; la discordia. 

En toda sociedad surgirán conflictos de intereses entre sus miembros y estas 

relaciones antagónicas rara vez pueden verse resueltas por sí solas; siendo, por tanto, 

contradicciones aparentemente insolubles. Con el fin de evitar que estas pugnas hagan 

colapsar a la sociedad, el Estado, si bien responde fundamental a los grupos de poder, 

tiene como tarea fundamental garantizar la reproducción del status quo del cual es parte 

central la satisfacción de las necesidades y demandas de los demás grupos sociales, 

siempre que no atenten contra el orden hegemónico (Cantamutto, 2013). En pocas 
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palabras, el Estado surge en un escenario en el que las contradicciones sociales son 

objetivamente inconciliables. 

Entendida la necesidad que le da origen, ¿qué es exactamente el Estado? Aunque 

no hay dos Estados iguales, y un solo Estado puede cambiar significativamente con el 

paso del tiempo, a modo general: el Estado es una autoridad política que domina a una 

sociedad territorialmente delimitada; entendiéndose su dominación como la capacidad 

de imponer regularmente su voluntad sobre otros, sea mediante su aceptación, o contra 

su resistencia (O'Donnell, 1978). 

En ese sentido, el Estado se vale de diversos mecanismos para perpetuar su 

soberanía sobre la sociedad, y aunque la naturaleza de estos está determinada por el 

tipo de Estado en cuestión, los siguientes son algunos de los ejemplos más recurrentes: 

control de medios de coerción física, control de recursos económicos, control de 

recursos de información, control ideológico, etc. Esto, a su vez, implica que la relación 

entre el Estado y la sociedad es necesariamente asimétrica (O'Donnell, 1978). 

Aun con la anterior definición conceptual, resulta sorprendente lo radicalmente 

distintas que pueden llegar a ser las diferentes manifestaciones del Estado que han 

existido a lo largo de la historia. Esto se debe a que, más allá de las generalidades ya 

mencionadas, no existe una forma concreta en la que el Estado deba formularse y 

organizarse, sino que este responde al contexto sociohistórico en el que está presente, 

lo que le convierte en un poder sumamente adaptable y flexible (Engels, 1884).  

Con lo anterior en consideración, y para efectos de esta investigación, la 

relevancia no reside únicamente en categorizar a la figura del Estado, sino que, además, 
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esta debe ser contextualizada dentro del marco desde el que se formuló la Política 

Nacional de Cuidados. 

Se entiende, por ende, que el Estado Moderno convive irremediablemente con el 

interés capitalista de explotar el trabajo asalariado, y responde a los distintos 

componentes que conforman al neoliberalismo; como explica Herriko (1957), el Estado 

Moderno es un instrumento que sirve al capital para perpetuar su lógica de explotación. 

Condiciones Históricas del Capitalismo 

Entendiéndose el Estado como un poder cambiante que se ve permeado por las 

condiciones sociohistóricas en las que surge, cabe preguntarse, ¿cómo se ve 

determinado por la contemporaneidad?  

En la actualidad, la organización de cualquier aparato estatal está condicionada 

por un factor clave, la globalización. A diferencia de las épocas que anteceden al 

capitalismo, la globalización ha conseguido hacer frente a uno de los mayores desafíos 

que presentaba el pasado, las fronteras; si bien estas todavía existen, y continúan 

teniendo sus propias implicaciones, es innegable que el mundo moderno se encuentra 

más conectado que nunca, siendo que la comunicación entre distintos países y culturas 

jamás había alcanzado la fluidez que puede experimentarse en la contemporaneidad; 

aunque claro, siempre existen algunas excepciones. En todo caso, este mundo tan 

interconectado provoca que, cuando antaño cada Estado se veía organizado y 

transformado por su contexto particular, ahora existan determinantes universales que 

condicionan a todos los Estados, fomentando o censurando su posicionamiento según 

dicten los intereses internacionales (Monedero, 2008). 
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Por si fuera poco, las sociedades modernas han adquirido (producto de este 

mismo proceso de globalización) una mayor complejidad, disgregándose en fragmentos 

especializados que fungen con una lógica propia y que en muchos casos no se 

comunican entre sí: identidades étnicas, preferencias sexuales, especialización 

profesional, creencias religiosas, agrupaciones políticas, consumismo, etc. (Monedero, 

2008). 

Con respecto a lo anterior, surgen entonces determinantes universales que 

responden al capitalismo neoliberal, y que afectan, en mayor o menor medida, la 

organización estatal de todos los países. A continuación, se mencionan varias de estas 

determinantes (Monedero, 2008): 

• La exacerbación de la acumulación capitalista. 

• La profundización del individualismo. 

• Los medios de comunicación como mecanismo de control. 

• El crecimiento de la economía de servicios. 

• El incremento en la producción de bienes. 

• La creación de nuevas formas de desigualdad a través de los avances 

tecnológicos.  

Aunque cada configuración estatal se relaciona con estos temas de manera única, 

lo cierto es que su influencia es completamente ineludible. Comprender la figura del 

Estado y su configuración dentro del capitalismo neoliberal resulta fundamental para la 

presente investigación, pues toda política pública surge esencialmente del aparato 



42 
 
 

estatal y, por ende, se encuentra también inmersa en las contradicciones del capital, 

respondiendo precisamente a dichas contradicciones. 

La Constitución de Políticas Públicas 

El término política pública tiene gran cantidad de concepciones, ya que resulta 

un concepto complejo, comprendiendo su naturaleza contradictoria enmarcada en el 

enfrentamiento de grandes debates a nivel ideológico y político. 

Por lo anterior, cabe rescatar un punto de partida para la comprensión y análisis 

de esta categoría, tomando como base lo planteado por Oszlak y O'Donnell (1995), 

quienes definen política pública como: 

Un conjunto de acciones y omisiones que manifiesta una determinada 

modalidad de intervención del estado en relación con una cuestión que 

concita la atención, interés o movilización de otros actores de la sociedad 

civil. De esta intervención puede inferirse una cierta direccionalidad, una 

determinada orientación normativa, que previsiblemente afectará el futuro 

curso del proceso social hasta entonces desarrollado en torno a la 

cuestión. (pp. 112-113) 

A partir de esta definición se puede identificar una serie de características 

elementales para la comprensión de la política pública. Por un lado, se halla su 

naturaleza compleja, producto de demandas de acción por parte de actores de la 

sociedad civil hacia la figura estatal para resolver o subsanar una situación 

específica, expresada a modo de problemática o necesidad. En esta relación no 

solo se presenta una interacción entre quien demanda (actores de la sociedad 
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civil) y quien debe atender la demanda (el aparato estatal), sino que se involucran 

también otro tipo de actores que, directa o indirectamente, ven afectados sus 

propios intereses en el proceso. En torno a la formulación de una política pública 

se crea, por lo tanto, un conflicto de intereses entre distintas agendas políticas, 

en donde compiten posiciones heterogéneas sobre cómo es entendida una 

situación, si resulta pertinente atenderla y, en caso de serlo, de qué forma. 

Con respecto a las estrategias mediante las que se podría dar respuesta a 

una determinada problemática, Velásquez (2009) expone que existen dos 

elementos esenciales que se encuentran contenidos dentro de cualquier política 

pública. El primero de estos son los acuerdos, pues una política pública no puede 

ser entendida únicamente desde sus acciones (o inacciones), pues las 

negociaciones con organizaciones públicas y, a menudo, con miembros de la 

sociedad civil, forman también parte importante de sus procesos de intervención. 

El segundo elemento por considerar son los instrumentos o medios con los que 

una política pública pretende alcanzar sus objetivos, los cuales pueden ser 

distribuidos en tres grupos, según el nivel y tipo de participación con la que 

cuente el Estado, a saber: 

• Instrumentos exclusivamente estatales: aquí se contemplan regulaciones, 

organizaciones gubernamentales y empresas públicas. 

• Instrumentos mixtos: tales como subsidios, impuestos, contribuciones, 

campañas y exhortaciones. 
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•  Instrumentos privados: estos incluyen cualquier participación de la sociedad 

civil, como lo pueden ser las organizaciones voluntarias y la empresa privada. 

De acuerdo con Vieira (1992), la política pública se divide también en políticas 

económicas y políticas sociales, que se relacionan íntimamente con la evolución del 

capitalismo, ya que se vinculan a la acumulación de capital entendida como la 

concentración y transferencia de la propiedad, así como a la explotación de la fuerza de 

trabajo acompañada de abundantes recursos mecánicos y tecnológicos. Este 

capitalismo, que el autor lo cataloga como capitalismo competitivo, se caracteriza 

porque las leyes del mercado son preponderantes y están sobre cualquier intervención 

que pueda realizar el Estado sobre las relaciones económicas. Sin embargo, bien se ha 

observado a través de la historia que las leyes del mercado necesitan de “asistencia” 

Estatal para funcionar medianamente, pues si bien los partidarios del liberalismo y 

neoliberalismo resaltan que no hay nada que no pueda regular el mercado, lo cierto es 

que sus leyes son incompletas para explicar la realidad social en la que vivimos. 

A partir de la eclosión de la “cuestión social” producto de la relación capital-

trabajo, la política social aparece y ha sido implementada como una estrategia del Estado 

para la intervención de las relaciones sociales tras las movilizaciones obreras, ya que, 

en sí misma, “la política social es una manera de expresar las relaciones sociales cuyas 

raíces se localizan en el mundo de la producción” (Vieira, 1992, p.33), o en otras 

palabras, en la transformación cualitativa y cuantitativa de las relaciones económicas 

que derivan del proceso de acumulación del capital. 

De hecho: 
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delante del animal spirit de los empresarios, con su visión de cortísimo plazo, el 

Estado tiene legitimidad para intervenir por medio de un conjunto de medidas 

económicas y sociales, teniendo en vista generar demanda efectiva, o sea, 

asegurar la disponibilidad de medios de pago y dar garantías a la inversión, 

inclusive contrayendo déficit público, teniendo en vista controlar las 

fluctuaciones de la economía. (Behring, 2013, p.9) 

La intervención del Estado, en este sentido, fue necesaria en la economía para su 

organización y control, así como para la prestación de servicios sociales que atienden 

en alguna medida las necesidades de la clase trabajadora. Es por ello por lo que, dentro 

de dicha contradicción, Vieira (1992) habla de un Estado complejo. 

Entrando propiamente en el contexto neoliberal y su fórmula para impulsar la 

acumulación capitalista, el Estado, al igual que la política social, se configuran de una 

forma distinta, ya que como proposiciones básicas el Estado debe ser fuerte para romper 

el poder de sindicatos y para controlar la moneda, así como limitar los gastos sociales y 

las regulaciones económicas. En sentido, el Estado tendría como meta única la 

estabilidad monetaria y disciplina presupuestaria en detrimento de la clase trabajadora, 

quienes ven violentados sus derechos laborales y humanos, pues se quebranta la 

vinculación entre la política social y esos derechos, lo cual sería, en síntesis, la “receta” 

propuesta para superar la crisis de acumulación que aqueja a la minoría burguesa en la 

actualidad (Behring, 2013). 

Como tal, la política social en un marco restrictivo para la inversión social recae 

en una perspectiva meramente funcionalista, donde los hechos sociales se vuelven cosas 
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por atender, ya que resulta conveniente psicologizar o incluso deshumanizar a las 

personas que sufren de desigualdad social, en tanto quita responsabilidad e incluso 

justifica la reproducción del sistema en el que vivimos. “Una política social residual que 

soluciona sólo lo que no puede ser enfrentado por la vía del mercado, de la comunidad 

y de la familia. El emblema de esa preposición es el ingreso mínimo, combinado a la 

solidaridad por medio de las organizaciones de la sociedad civil” (Behring, 2013, p.11). 

Ahora bien, para efectos de esta investigación, resulta pertinente categorizar 

al grupo específico de la sociedad civil cuyas necesidades han motivado la formulación 

de la Política Nacional de Cuidados; es decir, las personas en condición de 

dependencia. 

Caracterización de la Dependencia 

En su tercer capítulo, la PNC (2021) define dependencia como:  

una situación permanente o prolongada en que vive una persona que ha 

perdido su autonomía física, mental, intelectual o sensorial, lo cual le impide 

realizar por sí misma, al menos una de sus actividades básicas de la vida diaria 

sin apoyo de otra persona, de manera prolongada en el tiempo. (pp. 33) 

Tomando esta descripción como base teórica, se puede reconocer que la 

Política Nacional de Cuidados busca atender a la población en condición de 

dependencia funcional, misma que se subdivide en dos categorías centrales, la 

dependencia física y la dependencia mental (Gutiérrez et. al, 2014). 

La dependencia física hace referencia a la incapacidad de una persona para 

efectuar las actividades básicas que conforman su cotidianidad, tales como: vestirse, 
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acostarse y levantarse, caminar, utilizar el baño, asearse, alimentarse, etc. Ante esta 

situación, los instrumentos de apoyo y la asistencia de terceros resultan necesarios 

para poder superar la barrera de la incapacidad, produciéndose entonces una 

dependencia a los mismos; la cual, además, puede ser de distintos grados, 

dependiendo de la severidad, el entorno y el desempeño que se tenga en las 

actividades que deben asumirse (Gutiérrez et. al, 2014). 

Con respecto a lo anterior, debe resaltarse la importancia del entorno, pues este 

puede resultar determinante sobre si una persona desarrolla una condición de 

dependencia, o no. El diseño, la infraestructura y el equipamiento urbano pueden 

potencialmente convertirse en obstáculos, por lo que deben ser pensados bajo un 

paradigma inclusivo y de igualdad, adecuando los espacios públicos con: ascensores, 

rampas, transporte público con adaptaciones, semáforos para personas ciegas, bancas 

para el descanso, etc. (Gutiérrez et. al, 2014).  

La dependencia física posee implicaciones apreciables en los siguientes tres 

niveles: individual, el hogar y la sociedad. Con respecto a la persona dependiente, se 

ha identificado que esta condición puede provocar una pérdida autoestima, depresión, 

y un desinterés claro por el autocuidado; desde el hogar, se pueden observar 

modificaciones en las dinámicas familiares, como lo puede ser la reasignación de 

roles, o la modificación del entorno para mejorar la movilidad; en cuanto a la 

comunidad, la dependencia se posiciona como una nueva demanda de la sociedad civil 

a la que el Estado debe dar respuesta (Gutiérrez et. al, 2014). 
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La dependencia mental, por su parte, se encuentra asociada al deterioro de las 

capacidades mentales de una persona, alteraciones en las funciones cognoscitivas que 

pueden conducir a un deterioro cognitivo leve (DCL), a la demencia, la enfermedad del 

Alzheimer, entre otros. Los trastornos de salud mental son por lo general de carácter 

crónico, progresivo y lento, con afectaciones de índole cognitivo, afectivo, ansioso, 

psicótico, del sueño y, en algunos casos, adicciones con abuso de sustancias 

(Gutiérrez et. al, 2014). Las personas con dependencia mental son igualmente 

propensas a sufrir de ansiedad y depresión, lo que, con el tiempo, puede evolucionar 

desfavorablemente en enfermedades físicas, acentuándose así su condición de 

dependencia. 

Por las características anteriormente mencionadas, existen tres grupos 

poblacionales especialmente susceptibles a desarrollar una dependencia funcional: las 

personas con discapacidad, las personas adultas mayores y las personas con 

enfermedades crónicas. Se considera que una persona cuenta con una discapacidad 

cuando posee una condición física, mental o intelectual por la que, en su interacción 

con el entorno, ve limitadas sus actividades diarias con respecto a quienes no la 

poseen; dicha condición, además, debe ser de naturaleza permanente o prolongada, 

y puede presentarse tanto de forma congénita como adquirida (Padilla, 2010). Esta 

concepción de la discapacidad a partir de la persona y su interacción con el entorno, 

conlleva a su vez dos importantes implicaciones; la primera, que la discapacidad no 

es un fenómeno fijo o dicotómico, sino más bien fluido, continuo y cambiante, que 

depende de las limitaciones funcionales de la persona y de los apoyos que tiene 
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disponibles en su ambiente personal; la segunda, por consiguiente, es que una forma 

de reducir las limitaciones funcionales y el grado de discapacidad, es mediante la 

implementación de apoyos y adaptaciones en los espacios en los que debe 

desenvolverse la persona (Shalock, 1999). 

Algunos ejemplos específicos de condición de discapacidad son los siguientes: 

parálisis corporal, atrofia muscular, mudez, sordera, ceguera, sordoceguera, 

trastornos de personalidad, depresión, trastornos de alimentación, dislexia, entre 

otros. 

Por su descripción, se reconoce que los conceptos de dependencia y 

discapacidad guardan algunas similitudes, mas no son intercambiables, pues una 

persona con discapacidad no es necesariamente dependiente, ni una persona 

dependiente posee necesariamente algún tipo de discapacidad. 

Ahora bien, con respecto a la población adulta mayor, se reconoce que durante 

el proceso natural del envejecimiento ocurren cambios fisiológicos que pueden poner 

en detrimento las funciones orgánicas del cuerpo, así como los mecanismos que 

articulan dichas funciones. A causa de lo anterior, las personas adultas mayores son más 

propensas a desarrollar deficiencias físicas que puedan limitar su movilidad, así como 

enfermedades crónicas entre las que se puede nombrar el Alzheimer y el Párkinson 

(Gutiérrez et. al, 2014).  Al respecto, Rodríguez (2011) identifica dos tipos de 

envejecimiento, uno primario y otro secundario; el primario hace referencia a la herencia, 

a cambios que por factores genéticos se presentarán de forma inevitable con el paso del 

tiempo, aunque a un ritmo que puede variar entre individuos; por otro lado, el 
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envejecimiento secundario refiere a la experiencia de vida, lo que se traduce en la 

pérdida de capacidades por motivo de traumas, caídas y/o enfermedades. 

Con respecto a este sector de la sociedad, debe destacarse que, como resultado 

de los avances en medicina que se han producido en las últimas décadas, el 

mejoramiento en las condiciones de vida y la reducción de la mortalidad infantil, 

actualmente la población que supera los 60 años se encuentra en un crecimiento 

constante; lo que, a su vez, se traduce en un incremento en la cantidad de personas que 

con mayor probabilidad puede desarrollar una condición de dependencia funcional 

(Gutiérrez et. al, 2014). Los datos del INEC (2022) en la Encuesta Nacional de Hogares 

demuestran que Costa Rica también sigue esta tendencia, pues la tasa de crecimiento 

de la población adulta mayor pasó de un 9.09 % en el año 2015, a un 13.63% en el año 

2022. 

Finalmente, el concepto de cronicidad hace referencia a la larga duración de una 

enfermedad, o a su resistencia a las terapias; además, generalmente se trata de 

enfermedades no infecciosas o no transmisibles, tales como el cáncer, la diabetes, la 

cardiopatía y la artritis. Aunque el padecimiento de enfermedades crónicas no deriva 

necesariamente en una condición de dependencia, durante su evolución pueden 

presentarse complicaciones que generen limitaciones funcionales o estructurales en las 

personas que las padecen, siendo la amputación de extremidades inferiores en personas 

diabéticas un claro ejemplo (Cruz et. al, 2017). 

Hasta ahora, se ha hecho mención de la pérdida de autonomía y de los problemas 

de autoestima como parte de las dificultades a las que debe enfrentarse la población 
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funcionalmente dependiente, pero a estas deben sumarse también las barreras que 

obstaculizan y, en algunos casos, imposibilitan que esta población pueda insertarse al 

mercado laboral. En este aspecto, se reconoce primeramente que existe una situación 

de desempleo estructural que de manera generalizada afecta a toda la población, esto 

debido a importantes desajustes entre la oferta y la demanda laboral; sin embargo, en 

este mismo contexto, la población funcionalmente dependiente debe enfrentarse a 

barreras adicionales en su búsqueda para encontrar oportunidades de empleo, a saber: 

barreras de acceso al espacio físico, barreras de acceso a la información y barreras de 

carácter actitudinal. Las barreras de acceso al espacio físico y a la información tienen 

que ver con las adaptaciones con las que cuenta un espacio laboral para que una persona 

en condición de dependencia pueda cumplir con las tareas que le han sido asignadas, 

mientras que las barreras de carácter actitudinal refieren a la estigmatización que puede 

existir por parte de las y los empleadores con respecto a esta población (Chaverri, 2011). 

El abordaje teórico de la dependencia permite reconocer que se trata de una 

condición conceptualmente compleja, heterogénea en sus múltiples manifestaciones, y 

agravante en cuanto atenta contra los principios de autonomía y participación de quienes 

la padecen. En aquellos casos que presentan un bajo grado de dependencia, el uso de 

instrumentos especializados puede ser suficiente para que una persona logre 

desenvolverse de forma autónoma (como lo puede ser el uso de un bastón para facilitar 

la movilidad, o un audífono para mejorar la audición); sin embargo, grados más altos de 

dependencia requieren necesariamente del cuidado de terceros, lo que coloca sobre la 

mesa otra categoría fundamental para la comprensión del objeto de estudio: el cuidado. 
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Los Cuidados a Personas en Situación de Dependencia 

Los cuidados, entendidos como un derecho humano fundamental, refieren a 

una asistencia que se brinda a aquellas personas que cuentan con una o varias 

necesidades concretas que requieren de atención, entre las que se suele contemplar a 

los bebés, niños, personas adultas mayores que presentan enfermedades o un declive 

en su condición de salud, y personas con una condición de dependencia en cualquiera 

de sus muchas expresiones (Zamora, 2015). En su calidad de derecho, los Estados 

tienen la obligación de proteger, garantizar y proveer las condiciones necesarias para 

su ejercicio, así como de satisfacerlo de forma progresiva e interdependiente con el 

ejercicio de otros derechos humanos, ya sean civiles, económicos, sociales, culturales 

o ambientales (Pautassi, 2023). 

Partiendo desde un enfoque ético del cuidado, Zamora (2015) plantea que debe 

seguirse una serie de principios para que se garantice una atención de calidad basada 

en el cuidado; a saber: 

• Principio de eficiencia: la utilización adecuada de recursos para prestar los 

cuidados que se requieren. Para ello se debe detectar según la necesidad del 

usuario, los métodos e instrumentos que se precisan. 

• Principio de universalidad: el cuidado ha de ser accesible para todas las 

personas, sin diferencia por razón de sexo, edad, ideología o raza. 

• Principio de solidaridad: es la práctica de ayuda siendo capaz de ponerse en el 

lugar del otro, además dentro de este criterio es importante contemplar el 
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trabajo en equipo, pues el término solidaridad comprende la práctica de ayuda 

mutua. 

• Principio de integralidad: se refiere a la capacidad para atender todas las 

necesidades que afectan la calidad de vida y bienestar de la persona (salud, 

condiciones de vida, estado emocional, etc.). 

• Principio de unidad: especialmente importante para con los cuidadores 

profesionales, pues se requiere que todo el equipo siga unas pautas de 

actuación con las personas atendidas, evitando posibles errores, mediante el 

trabajo coordinado. 

• Principio de participación: el cuidador debe prestar atención a las opiniones y 

elecciones de la persona cuidada, como modo de respeto de sus voluntades y 

de su integridad personal, así como en el caso de cuidadores profesionales, la 

consideración de la familia como parte del proceso de cuidados y atención a la 

persona dependiente (pp. 137-138). 

Para el desarrollo del cuidado como categoría teórica, resulta fundamental 

destacar la figura de la persona cuidadora, pues quienes ocupan este rol conforman a 

una población sumamente amplia y heterogénea, cuyas particularidades son 

determinantes en cómo se configura la relación entre dependencia y cuido. Por un 

lado, se encuentran los cuidadores no profesionales (también conocidos como 

cuidadores informales), que asumen labores de cuido sin haber recibido ninguna 

formación específica para ello; es en este grupo en donde se encuentran la mayor 

parte de las personas cuidadoras, tratándose generalmente de familiares o allegados 
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de la persona dependiente, en donde las mujeres tienen mayor representación, según 

la Encuesta nacional del uso del tiempo (2022), ya que ellas tienen mayor porcentaje 

de participación en cuanto al trabajo doméstico no remunerado con 19.1% respecto a 

9.1% de los hombres. 

Adicionalmente, hablando exclusivamente del cuidado de personas en 

situación de dependencia (Encuesta Nacional del Uso del Tiempo, 2022):  

En términos generales, las mujeres asumen una mayor responsabilidad en el 

cuidado indistintamente de la edad. Particularmente, en el cuidado de menores 

de 12 años y en el de personas adultas mayores (65 años y más) las mujeres 

dedican en promedio 60 % más del tiempo que dedican los hombres, en tanto, 

que, en el cuidado de personas totalmente dependientes, quienes requieren 

apoyo constante, las mujeres dedican poco más del doble del tiempo que 

destinan los hombres (13:32 y 6:25 horas, respectivamente). (p.57) 

Por otro lado, se incluye también a personas sin formación que son igualmente 

remuneradas para ejercer labores de cuidado, o a quienes participan de procesos de 

voluntariado.  Los cuidadores profesionales, por otro lado, son aquellos que sí han 

recibido una formación específica en torno al tema, perteneciendo por lo general al 

área de la medicina (como lo pueden ser auxiliares en enfermería) o a técnicos en 

atención a la dependencia. 

Debido al contexto de cambios, caracterizado por la actualización de modelo 

económico y un acelerado envejecimiento poblacional que repercute en la espera 

familiar, laboral y personal de los costarricenses, se debe destacar el auge de una 
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perspectiva de corresponsabilidad social del cuidado, misma que sirvió como punto 

de partida para la Política Nacional de Cuidados para las Personas Dependientes, la 

cual resalta la preocupación y necesidad por impulsar un cambio cultural y político en 

la sociedad y que también se vea reflejado en la agenda pública.  

Así, el principal problema para tratar corresponde a la tensión existente entre 

la esfera laboral y familiar que provocan altos costos para las mujeres, las familias, las 

personas que requieren de cuidado y, en general, para el crecimiento económico y la 

productividad del trabajo. En ese sentido, como parte del análisis de esta 

investigación, no es posible dejar de lado la reflexión de la relación existente entre el 

tema del cuidado, la equidad y posición de las mujeres en dicho ámbito, en especial 

debido a la creciente participación de ellas en la vida económica, política y social del 

país (Álvarez, 2015). 

De acuerdo con lo anterior, es importante recordar que no toda medida 

conciliadora entre el trabajo y la familia promueve la corresponsabilidad social del 

cuido. Según Álvarez (2015):  

Una medida para ser verdaderamente conciliatoria con corresponsabilidad, 

como su nombre indica, debe contribuir a la redistribución de las 

responsabilidades domésticas y del cuidado entre el ámbito del hogar, más 

privado, y el público; y también entre hombres y mujeres. (p.131) 

En ese sentido, el autor detalla que el trabajo doméstico en la actualidad está 

cargado de gran desigualdad debido a que persisten patrones y prácticas culturales 

que afectan el ámbito familiar en general y a las mujeres en particular. Así las cosas, 
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en relación con la política bajo análisis, es fundamental considerar que mantener la 

responsabilidad del cuidado de personas dependientes en el ámbito familiar descarta 

las necesidades del contexto por los altos costos psicológicos, sociales y económicos 

que tiene a mediano y largo plazo, en especial por la restricción sobre la autonomía 

de las mujeres que restringe su plena participación en la vida pública mientras, 

además, se invisibiliza el trabajo que realizan. De esta forma, llama la atención que en 

la formulación de la PNC se contemple la creación de un Sistema Nacional de Cuidados 

para brindar un apoyo integral a la población meta de la política.   

   A modo de síntesis, en este apartado teórico se reconoce que la PNC surge 

en un contexto sociohistórico determinado, en donde la demanda de servicios de 

cuido es más grande que en décadas anteriores, y mayor es también la comprensión 

teórica que existe en torno al tema de la dependencia; es en este escenario que el 

Estado (en este caso costarricense), formula una nueva política pública para atender a 

la población funcionalmente dependiente, misma que sirvió como objeto de análisis 

para la presente investigación. 

Capítulo III: Contexto Normativo. Hacia una Política Nacional de Cuidados para la 

Atención de la Dependencia. 

Para la apertura de este capítulo es importante recuperar el contexto internacional en el 

que se enmarca la base para las políticas y sistemas de cuidados de larga duración 

alrededor del mundo, incluyendo la incipiente PNC costarricense. Adicionalmente, se 

recuperan una serie de normativas internacionales en las que se integran diferentes 

categorías que justifican de forma elemental la necesidad de promover los cuidados de 
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larga duración y atención de las personas en situación de dependencia, desde un 

enfoque de corresponsabilidad social, entre ellas los derechos humanos, la adultez 

mayor, la discapacidad y el género. 

Contexto Internacional 

Empezando por el origen de las políticas de cuidados alrededor del mundo se 

debe partir de que, según señala la OMS y la OPS (2017), entre los años 2000 y 2050 la 

población de 60 años o más aumentará en proporción, la cual se duplicará llegando a 

representar 22% de la población mundial, hasta alcanzar el número absoluto de 1400 

millones de personas en el 2030, y 2100 millones de personas para el 2050. Ambas 

organizaciones indican que el aspecto más influyente en este cambio demográfico es el 

aumento de la esperanza de vida, la cual está correlacionada con el descenso de la 

fecundidad, reducción de las enfermedades mortales en la niñez, la mortalidad materna 

y, por supuesto, la reducción de la mortalidad en personas mayores vinculado a una 

evolución exponencial de la ciencia y tecnología que ha mejorado la calidad de vida de 

las personas paulatinamente. 

Ahora bien, aunque el aumento de la esperanza de vida representa un logro en 

el desarrollo de la sociedad, también es motivo de preocupación para muchos países, 

debido al impacto que esto podría tener en el mercado, en las políticas públicas y en el 

sistema de bienestar social, lo que ha interesado y movilizado a muchos para la pronta 

atención de la dependencia, principalmente asociada a la etapa de la vejez. Tanto la OMS 

como la OPS (2017), señalan que los principales desafíos hacia el futuro que convocan 

y preocupan a los gobiernos son: 
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• La recaudación, que posiblemente será más difícil en países con una población 

mayoritariamente envejecida. 

•  En países de renta baja y media (como Costa Rica), será particularmente difícil 

satisfacer las necesidades de las personas adultas mayores que tengan algún grado 

de dependencia. 

• Debido a las condiciones, será necesario ampliar la institucionalidad económica y 

social para satisfacer las necesidades de la población, lo cual puede resultar más 

complejo para unas naciones respecto a otras. 

• Discutir y delimitar la comprensión de dependencia para la creación de políticas 

sociales atinentes que se adapten al contexto y que abarque a la población que lo 

necesite. 

Otra problemática, tal y como se expone más adelante en el análisis de la PNC, 

es que el conocimiento sobre las necesidades en salud y atención social carecen de 

uniformidad e integración, no sin omitir que la “cobertura, la continuidad de la atención 

y el acceso geográfico, físico, económico y cultural a los servicios de salud es deficiente, 

y los pocos que tienen acceso aún no reciben servicios adecuados a sus necesidades” 

(OMS Y OPS, 2017, p.2), para lo que sería recomendable una adaptación completa de la 

institucionalidad y sistemas de salud vinculados a atender el envejecimiento y la 

dependencia.  

Complementando con Pérez (2000), lo que se proyecta hacia el futuro es una 

demanda creciente de cuidados y servicios por parte de personas de “edad avanzada”, 

siendo necesario procurar que la oferta de servicios no se quede atrás respecto a su 
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demanda. Sin embargo, para el autor no se trata únicamente de una cuestión mercantil 

de oferta y demanda, ya que también están en juego las políticas sociales de “igualdad 

y redistribución”, por lo que para los Estados son épocas inciertas, en especial en un 

contexto neoliberal donde los recortes en la inversión para las políticas sociales son ya 

palpables en las instituciones y los servicios que brindan, ya que, como bien dice 

Vaccaroni (2019), actualmente   

el término Neoliberalismo suele asociarse con políticas que implican 

apoyar una amplia liberalización de la economía, el libre comercio en 

general, grandes reducciones del gasto público y de impuestos, así como 

la disminución de la intervención del Estado en la sociedad y la economía 

en favor del sector privado, conformado principalmente por consumidores 

y empresarios. (p739) 

Esto será un elemento contextual que se deberá tener en cuenta a lo largo 

de todo el análisis en aras de reflexionar cómo se configura la PNC desde su 

formulación teniendo como componente transversal las necesidades neoliberales 

o, dicho de otra forma, los intereses del mercado.  

Normativa Internacional  

Como parte de este contexto, se debe hacer hincapié en los principales 

instrumentos internacionales que fueron la base para muchos de los sistemas de 

cuidado y atención a la dependencia alrededor del mundo, incluyendo el 

costarricense. Como un estandarte, los compromisos internacionales asumidos, 

que enaltecen especialmente los derechos de todas las personas, son los primeros 
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en ser citados para justificar la creación de la PNC al ser considerados en el ámbito 

nacional elementos de peso en el discurso/argumentación. En orden, se hará un 

resumen de los principales elementos expuestos en la normativa internacional 

para concluir con una serie de reflexiones en torno a la misma.  

Entre los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, se destacan la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (Pacto de San José, 1970), cuyos elementos centrales que aportan 

son la dignificación del ser humano, la defensa de derechos iguales e inalienables y la 

justicia social para “todos los miembros de la familia humana” (ONU, 1948). 

En ese sentido, a pesar de que dichos instrumentos no se hicieron enfocados en 

las necesidades específicas de las personas dependientes o de las personas cuidadoras, 

es posible recuperar algunos artículos alusivos a la temática. En el caso de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos (1948) se señala que toda persona “tiene derecho a 

la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona” (art.3), pero además señala que toda 

persona como parte de la sociedad “tiene derecho a la seguridad social, y a obtener 

satisfacción de sus derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 

dignidad y al libre desarrollo de su personalidad” (art.22). 

Adicionalmente, en relación con el tema del género y del trabajo del cuidado de 

personas dependientes, oculto muchas veces en trabajo doméstico invisibilizado y no 

remunerado, se puede observar que, en términos de derechos humanos, “toda persona 

“tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo” (art.23). Asimismo, desde 
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el artículo 23 hasta el 25 se resaltan una serie de condiciones laborales como 

remuneración equitativa y satisfactoria que asegure una existencia digna o, en su 

defecto, la protección social necesaria; también, el derecho al descanso, vacaciones y un 

tiempo razonable de duración del trabajo diariamente y, por último, pero no menos 

importante, derecho a seguro de desempleo, enfermedad, invalidez y vejez. 

Por otra parte, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1970) 

destacan los artículos sobre el derecho a la vida (art.4), a la integridad personal (art.5), 

derecho a la libertad (art.7) y el artículo 17 que trata sobre la protección de la familia 

como “elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 

sociedad y el Estado”. Este último es de importancia en materia de corresponsabilidad 

social de los cuidados de personas dependientes, pues usualmente dichas necesidades 

son asumidas y satisfechas en el ámbito privado dentro del núcleo familiar, donde las 

mujeres son las principales afectadas al tomar estas tareas como parte de los roles de 

género asignados socialmente. 

Dicha convención, al ser un documento vinculante, enfatiza en que los Estados 

parte tienen la obligación de respetar los derechos y libertades que se reconocen en el 

documento, sin ningún tipo de discriminación (art.1) para seguidamente declarar que 

“los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a  sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones de esta  Convención, las medidas legislativas o de 

otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades” 

(art.2). 
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Con respecto a las personas adultas mayores, inicialmente se debe hacer 

mención de la Carta de San José por los derechos de las Personas Mayores de América 

Latina y el Caribe (2012), que como herramienta plantea no escatimar en los esfuerzos 

por promover y proteger los derechos humanos de la población y trabajar en la 

erradicación de todas las formas de discriminación con una serie de medidas a nivel de 

políticas, leyes, programas y proyectos integrales que den prioridad a dicha población, 

especialmente en materia de seguridad social y salud. 

Dicho instrumento reconoce que a nivel de la región ya existen acciones clave en 

materia de derechos humanos; sin embargo, existe la preocupación de que haya una 

seria dispersión de las medidas de protección de los derechos de las personas adultas 

mayores en el ámbito internacional que repercute en el ámbito nacional, donde la edad 

sigue siendo un motivo explícito y simbólico que afecta a los seres humanos en su etapa 

de la vejez para el ejercicio efectivo de sus derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales. Por tanto, esta hace “hincapié en las obligaciones de los Estados 

con respecto a un envejecimiento con dignidad y derechos, sobre todo la obligación de 

erradicar las múltiples formas de discriminación que afectan a las personas mayores” 

(Inciso 12). 

 Por otro lado, también se debe destacar la Convención Interamericana sobre la 

protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (2016), la cual, 

directamente vinculada a la declaración y convención de derechos humanos citados 

anteriormente, resalta que las personas adultas mayores tienen los mismos derechos y 

libertades que les otorgan la dignidad e igualdad inherentes a los seres humanos. 
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Esta convención tiene como objetivo “promover, proteger y asegurar el 

reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor” (art.1), no sin 

olvidar que, al igual que la Carta de San José, destaca la importancia de incorporar y 

priorizar el tema del envejecimiento en las políticas públicas con los recursos humanos 

y materiales necesarios para dar respuestas a las necesidades de la población (art.6). 

Además, es central para esta convención que la persona adulta mayor tenga 

progresivamente1 acceso a una variedad de servicios de asistencia domiciliaria, 

residencial y servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal, por lo 

que en el artículo doce se redacta extendidamente sobre los derechos de las personas 

adultas mayores para recibir servicios de cuidado a largo plazo. En este ámbito se incluye 

la amplia cobertura de los servicios sociales, seguridad alimentaria y nutricional, agua, 

vestuario y vivienda, así como el apoyo integral a las familias, comunidades y personas 

cuidadoras. 

Del mismo modo, tal como se ha visto en Costa Rica con la PNC, y en el ámbito 

internacional con modelos similares, la convención resalta la necesidad de que los 

Estados parte implementen (Convención Interamericana sobre la protección de los 

Derechos Humanos de las Personas Mayores, 2016): 

 
 

1 La progresividad, en estos casos, refiere a un proceso gradual para lograr el pleno 

cumplimiento de ciertos derechos que requieren de medidas a corto, mediano y largo 

plazo, aunque se procura proceder de la forma más expedita y eficaz posible (Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos, 2016). 
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medidas tendientes a desarrollar un sistema integral de cuidados que tenga 

especialmente en cuenta la perspectiva de género y el respeto a la dignidad e 

integridad física y mental de la persona mayor para garantizar a la persona mayor 

el goce efectivo de sus derechos humanos en los servicios de cuidado a largo 

plazo. (art.12) 

Otra categoría que es fundamental contemplar corresponde a la discapacidad, 

pues la población en situación de discapacidad, dependiendo de sus características 

individuales, puede estar contempladas, al igual que las personas adultas mayores, en 

el ámbito de población dependiente. En ese sentido, se destacan los siguientes 

documentos: las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para Personas 

con Discapacidad (1990), la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 

formas de discriminación contra las personas con discapacidad (1999), el Programa de 

Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las personas 

con discapacidad (2006-2016) y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad (2006). 

Dichos instrumentos son considerados centrales a nivel global para reafirmar la 

universalidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales de las personas con discapacidad, en especial al señalar la 

necesidad de crear acciones a nivel legislativo, judicial y de política pública congruentes 

con el principio de dignidad inherente de las personas con discapacidad, así como la 

participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con las demás 

personas. 
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En relación con esta investigación, las medidas principales que proponen los 

instrumentos ya señalados en materia de discapacidad son, en síntesis: 

• La oferta de servicios de asistencia domiciliaria, comunitaria y asistencia personal 

que sea necesaria para facilitar la existencia e inclusión de la persona con 

discapacidad. 

• Facilitar el acceso a formas de asistencia humana, asistencia animal, 

intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la 

movilidad a bajo costo, pero con la calidad que necesitan las personas con 

discapacidad para mejorar su movilidad. 

• Formar personal especializado y capacitación constante a todas aquellas 

personas que trabajen con personas con discapacidad para garantizar la atención 

integral. 

• El derecho a la protección y seguridad social, así como a la creación de nuevas 

formas de protección para garantizar un nivel de vida digno a las personas con 

discapacidad y sus familias. 

• El respeto por la integridad física y mental de las personas con discapacidad. 

• Garantizar la atención médica (física y mental) de calidad y proporcionar de forma 

gratuita o a precios asequibles los tratamientos necesarios que requieran las 

personas con discapacidad para prevenir el deterioro o agravamiento de la 

discapacidad. 
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• Investigación científica y tecnológica para el desarrollo de medios y recursos que 

permitan la prevención de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación e 

integración a la sociedad de las personas con discapacidad. 

• Creación de las bases jurídicas para la adopción de medidas encaminadas a 

lograr los objetivos de la plena participación, igualdad y autodeterminación de 

las personas con discapacidad. 

• Inclusión en el ambiente familiar y comunitario, así como el apoyo 

interinstitucional, protección y seguimiento que esto conlleva. 

Seguidamente, como parte del tema de corresponsabilidad de cuidados se logra 

visualizar que el género es y debería ser una categoría transversal en las políticas de 

cuidados de larga duración. En este sentido, la PNC integra en su análisis instrumentos 

internacionales como la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible (2015) y la Estrategia 

de Montevideo para la implementación de la agenda regional de desarrollo sostenible 

(2016), la cual, a su vez, integra una agenda regional que aborda el tema del género. 

Propiamente en esta materia, dichos instrumentos señalan que los objetivos de 

desarrollo sostenible son integrales pues abordan tres dimensiones fundamentales que 

son la económica, la social y la ambiental, con lo que se pretende hacer una realidad los 

derechos humanos de todas las personas, entre esto alcanzar la igualdad de género, 

autonomía y el empoderamiento de las mujeres, aspecto que se considera al identificar 

que, tal como lo señala la Encuesta del uso del tiempo de junio del 2023 del INEC, las 

mujeres dedican mayor tiempo que los hombre a actividades domésticas, entre ellas la 

limpieza, preparación de alimentos y los cuidados de las personas dependientes o niños 
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y niñas, misma realidad que comparten las mujeres alrededor del mundo en mayor o 

menor medida. 

En esta misma línea, con el compromiso de erradicar la pobreza y la desigualdad, 

se busca el fortalecimiento de las políticas públicas para garantizar la autonomía y el 

ejercicio pleno de los derechos humanos de la mujeres y niñas que hoy en día son 

afectadas por (CEPAL, 2017): 

nudos estructurales constituidos de las actuales relaciones desiguales de poder. 

A su vez, se deben considerar las tendencias y factores de contexto que se 

cristalizan en nuevos desafíos: desaceleración del crecimiento económico, 

aumento de la pobreza, resurgimiento del conservadurismo, cambios 

demográficos y en la composición y la estructura de las familias, y agotamiento 

del actual estilo de desarrollo dominante, caracterizado por el aumento de la 

desigualdad y la crisis ambiental. (p.15) 

       De igual forma, los objetivos para el desarrollo sostenible, en relación con los 

cuidados de larga duración indican que, como meta a cumplir, se debe reconocer y 

valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerado mediante la creación de 

políticas de protección social que, además, promuevan la responsabilidad compartida 

del cuidado. 

En cuanto a género, también se analizaron documentos específicos sobre esta 

materia, tal como lo son la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer (1995) y la Declaración y plataforma de Beijing (2006), 

de las cuales el principal objetivo es que los Estados parte creen estrategias que les 
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permitan garantizar a los hombres y mujeres la igualdad y goce de los mismo derechos 

económicos, sociales, culturales, civiles y políticos. 

Además, dichos instrumentos reconocen las barreras específicas que 

obstaculizan la participación plena de las mujeres en todas las esferas de la vida pública 

y privada, por lo que enfatizan en la necesidad de que los gobiernos, organizaciones 

internacionales, e instituciones de todos los niveles  se empeñen en movilizar los 

recursos que sean necesarios para la creación y operación de planes, políticas, 

programas y proyectos en el ámbito económico, legal y social que atiendan las 

necesidades de las mujeres de tal forma que puedan desarrollarse efectivamente dentro 

de la sociedad en igualdad de condiciones con sus pares hombres.  

A grandes rasgos, los documentos mencionados anteriormente coinciden en los 

siguientes puntos:  

• Sostener políticas macroeconómicas y de desarrollo que integren las necesidades 

de las mujeres, en especial para la superación de la pobreza. 

• Revisión de leyes y normativas, así como prácticas administrativas que pueden 

estar violentando los derechos de las mujeres. Además, es necesario integrar la 

perspectiva de género para la creación de nuevos planes, estrategias, leyes y 

procesos institucionales.  

• Aumentar la formación profesional de las mujeres al brindar mayor acceso a la 

ciencia, tecnología y educación.  



69 
 
 

• Fortalecer los servicios de salud y programas de prevención-promoción para 

fomentar el acceso de las mujeres a estos garantizando calidad del servicio a un 

bajo costo. 

• Beneficiar a las mujeres directamente con programas de seguridad social, 

créditos, servicios de comercialización, entre otros, que promuevan la 

independencia económica de las mujeres.  

•  Brindar el acceso a empleos que garanticen las condiciones apropiadas, lo cual 

se relaciona con la armonización de las responsabilidades entre hombres y 

mujeres en cuanto al trabajo doméstico.  

• Goce de las condiciones de vida adecuadas en cuanto a vivienda, servicios 

sanitarios, electricidad, agua, transporte, entre otros. 

En relación con la categoría género y trabajo doméstico no remunerado, también 

es necesario hacer mención del Convenio sobre la igualdad de oportunidades y de trato 

entre trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares (1981). Dicho 

documento reconoce que las personas, sin ninguna distinción de raza, credo o sexo, 

tienen derecho a perseguir su bienestar material y seguridad económica en igualdad de 

oportunidades, pues particularmente busca abordar aquellos problemas que se agravan 

cuando los trabajadores y trabajadoras asumen responsabilidades familiares que les 

limitan para ingresar, participar y progresar en la actividad económica. 

 Entre las ideas principales que desarrolla dicha convención destaca el derecho de 

las personas a elegir libremente en qué emplearse, las necesidades que tienen las 

personas con responsabilidades familiares en lo que concierne a las condiciones de 
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empleo y seguridad social, así como desarrollar y promover servicios comunitarios, 

públicos o privados, para la asistencia familiar.  

A continuación, se muestra una tabla resumen de la normativa internacional 

anteriormente expuesta. 

Tabla 1  

Resumen de Normativa Internacional 

Derechos Humanos 

• Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) 

Promoción de la dignidad humana y la libertad de los individuos.  

• Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, 1970) 

Los Estados Parte tienen la obligación de respetar los derechos y libertades 

reconocidas en la convención sin ningún tipo de discriminación.  

Los artículos más relevantes son sobre el derecho a la vida, la integridad personal, el 

derecho a la libertad y el de protección de la familia. 

Adultos Mayores 

• Carta de San José por los derechos de las Personas Mayores de América Latina 

y el Caribe (2012) 

Promover y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales de la 

población y trabajar en la erradicación de todas las formas de discriminación.  

Preocupación sobre la seria dispersión de las medidas de protección de los derechos 

de las personas adultas mayores.  

• Convención Interamericana sobre la protección de los Derechos Humanos de 

las Personas Mayores (2016) 

Resalta la necesidad de priorizar el tema del envejecimiento en las políticas públicas 

Enfatiza en la ampliación de servicios sociales y de salud para la población y sus 

familias. 

Discapacidad 

• Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para Personas con 

Discapacidad (1990) 

• El Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la 

Dignidad de las personas con discapacidad (2006-2016) 

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006) 

Promoción y defensa de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de 

las personas con discapacidad.  

Enfatizan en la creación de acciones a nivel legislativo, judicial y de política pública 

que permitan garantizar la dignidad inherente de las personas con discapacidad.  

 

 

Género  
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• Agenda 2030 para el desarrollo sostenible (2015) 

• Estrategia de Montevideo para la implementación de la agenda regional de 

desarrollo sostenible (2016) 

 

Una de sus metas es alcanzar la igualdad de género, autonomía y el empoderamiento 

de las mujeres.  

Pretende aportar en un mayor reconocimiento y valoración de los cuidados y el trabajo 

doméstico no remunerado mediante la creación de políticas de protección social.  

 

 

 

 
 

• Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 

la mujer (1995) 

• Declaración y plataforma de Beijing (2006) 

 

Promover la creación de estrategias para garantizar tanto a hombres y mujeres la 

igualdad y goce de los mismos derechos económicos, sociales, culturales, civiles y 

políticos. 

Enfatizan en la necesidad de movilizar recursos para la creación y operación de 

planes, geopolíticas, programas y proyectos en el ámbito económico, legal y social.  

 

 

• Convenio sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y 

trabajadoras con responsabilidades familiares (1981) 
 

Reconoce, sin distinción alguna, que toda persona tiene derecho a perseguir su 

bienestar material y seguridad económica en igualdad de oportunidades, lo que 

significa para las personas con responsabilidades familiares la necesidad de que los 

gobiernos desarrollen servicios comunitarios, públicos o privados, para la asistencia 

familiar. 

 

Nota. Organización de Naciones Unidas, Asamblea Legislativa de la República de 

Costa Rica, Organización de los Estados Americanos, Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe, Organización Internacional de Trabajo.  

 

 

Una vez planteada la normativa internacional de forma expositiva, resulta 

menester reflexionar sobre el impacto real del discurso de derechos humanos y dignidad 

que profesan la mayoría de los instrumentos y organismos internacionales. A 

continuación, se presenta un análisis comparativo entre el proyecto de los organismos 

internacionales desde su esfera teórica, versus la realidad o puesta en práctica de esta 

normativa en la sociedad.   

La crítica nace debido a que, remitiendo al contexto, en la realidad actual no se 

puede hablar de derechos iguales para todas las personas, inalienables e inherentes a 
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los seres humanos por la contradicción teórico-práctica prevaleciente. En ese sentido, 

tal como señala Abarca (2019), en la actualidad “no solo se ha vuelto una necesidad 

formular una crítica a los derechos humanos, sino también a todo su sistema, porque 

en realidad los derechos humanos son un movimiento, una ideología y una teoría: no 

son simples derechos” (p.316).  

Cuando se hace un análisis de instrumentos internacionales no pueden obviarse 

sus intenciones, y es que, aunque la intención parezca noble, un intento loable por 

“unificar la familia humana”, es necesario repensar la normativa internacional en materia 

de derechos humanos como un instrumento en función de los intereses de los grupos 

hegemónicos, pues históricamente ha sido creada por grupos de hombres caucásicos y 

heterosexuales, recuperando mayoritariamente sus preocupaciones, expectativas y 

visiones sobre el mundo. 

Debido a lo anterior, actualmente es complicado utilizar el discurso de los 

derechos humanos por sí mismo como una herramienta política de impacto para las 

poblaciones vulnerables, que generalmente son personas que por su edad, sexo, género, 

cultura, religión o clase social son excluidos sistemáticamente de la estructura social, 

transversalizada por la dinámica capitalista de acumulación que crea brechas de 

desigualdad necesarias para continuar reproduciendo el capital; razón por la que, por 

ejemplo, aunque la normativa internacional señale la importancia de hacer esfuerzos en 

materia de política pública para la “erradicación” de la pobreza, la superación de la 

pobreza requiere replantear toda la estructura, rompiendo así con el status quo. 
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Un caso similar se encuentra en los derechos de las mujeres, quienes han sido 

sujetas de múltiples esfuerzos internacionales que comprometen a los Estados a 

implementar acciones en contra de la violencia y la desigualdad que sufren diariamente; 

sin embargo, tal y como expone Abarca (2019), entonces “no se explica que miles de 

mujeres sufran diversos tipos de violencia de género y sexual sin que exista una 

preocupación por parte de los organismos internacionales de derechos humanos” 

(p.320). De esta forma, la lucha en nombre de los derechos humanos históricamente ha 

impactado a las mujeres de forma desigual, particularmente en lo relacionado a su 

cultura y posición económica dentro del contexto global.  

En esta misma línea, entendiendo que los factores históricos y el contexto social, 

político y cultural de la época fueron la base sobre la que se fundamentó el discurso de 

los derechos humanos, cabe cuestionarse si los derechos humanos que promueven los 

organismos internacionales siguen teniendo la misma función en el mundo 

contemporáneo; ya que, en la actualidad, como menciona Abarca (2019), las personas 

que tienen el poder para hacer valer sus derechos son las personas que menos los ven 

perturbados, mientras que existe un gran sector de la población que no tienen la 

protección y, además, ven vulnerados sus derechos constantemente. De esta manera, se 

crea una dinámica en la que la importancia de los derechos humanos es relativa, porque 

los grupos de poder no se ven afectados por las condiciones actuales y, por ende, no 

tienen interés en cambiarlas, mientras que los grupos que necesitan de los derechos 

humanos perciben la inacción de la normativa. 
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Se entra pues, en una dinámica perversa en la que la inacción es parte del sistema 

de derechos humanos, pues no solo se dejan a interpretación y conveniencia de cada 

uno de los Estados firmantes, si no que, además, estos no crean mecanismos estrictos 

para su aplicabilidad ya que ni siquiera a nivel internacional existen entidades para 

garantizar el respeto de los derechos humanos. Abarca (2019) expresa explícitamente 

lo conveniente que resulta para los estados que los derechos humanos sean abstractos, 

ya que 

los tratados que impongan cualquier mecanismo de implementación concreta 

(tribunales o protocolos adicionales) que «tensione» la autonomía y soberanía 

absoluta de los Estados, tienden necesariamente a ser menos ratificados que los 

que se redactan de forma abstracta y general. Aquellos tratados más concretos 

son muchas veces denunciados (o amenazados con la denuncia o retiro 

unilateral) por los Estados. (p.322) 

Lo anterior no está vinculado únicamente a la inacción, sino también a ciertos grupos de 

poder que se reservan el derecho de violentar los derechos humanos en nombre de estos 

mismos, lo cual encierra una gran contradicción en su discurso. Así Abarca (2019): 

La paradoja entre la teoría y la práctica de los derechos humanos es doble. Por 

un lado, el discurso referencial dominante de estos derechos apela al respeto por 

los mismos, por y para todas las personas, proscribiendo cualquier tipo de 

violencia que tiende a vulnerarlos, mientras que ese mismo discurso ha servido 

para legitimar posiciones políticas absolutamente contrarias a los derechos 

humanos. (p.324) 
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Finalmente, teniendo en cuenta que el discurso de derechos humanos enaltece 

su universalidad, inalienabilidad e inviolabilidad, cabe mencionar que, en el contexto 

actual, este pierde legitimidad como una herramienta de cambio para los grupos más 

vulnerables, los cuales requieren de estos instrumentos para movilizar a los Estados en 

torno a las necesidades que fundamentalmente deben ser atendidas. Ahora bien, a pesar 

de sus limitaciones, se debe reconocer su importancia en cuanto a que, en algunos 

contextos, obstaculizan el actuar de los gobiernos, que hasta cierto punto 

deben justificar sus acciones cuando son contrarias al discurso; de igual modo, sirven 

como base para la creación de diferentes estrategias de atención hacia poblaciones 

vulnerables, como ocurre con la PNC, otras políticas, programas y proyectos dentro del 

mismo contexto.  

Referentes Internacionales  

Si bien existen numerosas convenciones y acuerdos internacionales que guardan 

relación con la dependencia y los cuidados de larga duración, ninguna aborda estas 

temáticas de forma específica. Sin embargo, de previo a la creación de la PNC, se 

identifican algunos referentes internacionales que también optaron por la creación de 

sistemas de apoyo al cuidado y atención a la dependencia, esto a partir de leyes y planes 

nacionales. 

A modo general, todos los países que se mencionan a continuación utilizan la 

definición de cuidados de larga duración que ofrece la OMS, que los describe como un: 

sistema de actividades llevadas a cabo por cuidadores informales (familia, 

amigos o vecinos) o profesionales (sanitarios, sociales u otros), o ambos, para 
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conseguir que una persona que no sea totalmente capaz de cuidar de sí misma 

mantenga la mejor calidad de vida posible, de acuerdo con sus preferencias 

individuales, con el mayor grado posible de independencia, autonomía, 

participación, realización personal y dignidad humana. (Ministerio de Sanidad, 

Política Social e Igualdad, 2011p.1) 

Con base en lo anterior, varios de los más importantes referentes se encuentran 

en países europeos, de entre los que se debe destacar a España, a Francia y a Italia. Por 

un lado, España cuenta con el SAAD, que surge a partir de la Ley No 39/2006 de 

Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de 

Dependencia, y se encarga de proveer a esta población de centros y servicios públicos 

de atención y cuidado, otorgar subsidios que permitan la contratación de cuidados 

domiciliarios o la internación en residencias del sector privado, y capacitar a las personas 

que realizan labores de cuidado (Congreso de Diputados de España, 2006).  

Francia, por su parte, ofrece dos tipos de subsidio que buscan atender las 

necesidades de la población con dependencia; el primero, conocido como Allocation 

Personnalisée D'autonomie, o Subsidio de Autonomía Personalizado, se crea mediante 

la Ley del 20 de julio de 2001, y contempla a cualquier persona en situación de 

dependencia que supere los 60 años; para quienes no cumplan este requisito, existe 

también la Prestation de Compensation Du Handicap, creada a partir de la Ley del 11 de 

febrero de 2005, dirigida a personas en condición de discapacidad de cualquier edad 

(Martín y Molero, 2017).  
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De forma similar, Italia atiende las necesidades de la población adulta mayor en 

situación de dependencia a través del Servizio Sanitario Nazionale, que ofrece servicios 

de cuidado comunitario, cuidado en centros residenciales y subsidios; mientras que, 

para atender las necesidades de personas en condición de discapacidad de cualquier 

edad, el National Institute of Social Security (INPS) hace entrega sobre todo de subsidios 

(Tediosi & Gabriele, 2010). 

Por otro lado, también se recupera la experiencia de países asiáticos como Japón 

y Corea del Sur, países cuya alta densidad de población y envejecimiento demográfico 

crea la necesidad de un abordaje estatal por medio de sistemas de cuidados de larga 

duración y atención a la dependencia como parte de una estrategia que en el ámbito 

económico y social  brinda a las familias alivio financiero mientras que, además, los 

miembros de esta no se ven obligados a abandonar sus trabajados para asumir los 

cuidados de esta población.  

En el caso japonés, para dicho fin existe el Sistema de seguro de cuidados de 

larga duración creado en el año 2000, del cual se beneficiaban, para el año 2019, 

aproximadamente 6.28 millones de personas. Este sistema funciona a través de la 

afiliación de las personas mayores de 40 años o más, pues este se alimenta de las primas 

del seguro que protegen al asegurado ante alguna enfermedad asociada al 

envejecimiento, pero también, como parte del sistema, se protege a todas las personas 

adultas mayores contribuyentes que requieran los cuidados al ser una obligación de la 

sociedad japonesa de brindar ese apoyo (Ministerio de Salud Trabajo y Bienestar, 2019).  
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Los servicios que ofrece el sistema japonés se dividen en dos; primero, los 

servicios que se utilizan en el hogar, tal como visita domiciliaria de cuidados, visita 

domiciliaria de enfermería y alquiler de productos de bienestar; segundo, los servicios 

que se utilizan durante un día de estancia en las instalaciones, etc. Por ejemplo, las 

visitas a instalaciones para los cuidados con servicios diarios como alimentación, 

atención de enfermería y rehabilitación (Ministerio de Salud Trabajo y Bienestar, 2019).  

Por su parte, Corea del Sur opera con un sistema de atención a la dependencia 

(implementado a partir del 2008) que, al igual que Japón, es financiado por medio del 

seguro social  para personas adultas mayores con alguna dependencia y fue creado 

debido a la enorme velocidad en la que envejece la población, así como por la carga que 

esto implica en el ámbito económico y social para la sociedad y familias coreanas, en 

especial porque en el 2004 se estimaba que las personas funcionalmente dependientes 

de edad avanzada (65 años o más) representaba el 15% de la población y solo el 1% 

podía costear los servicios profesionales que requerían. 

En este caso el Servicio Nacional de Seguro de Salud es la institución que se 

encarga del sistema y el servicio se brinda a las personas de acuerdo con el grado de 

dependencia que tengan, aun así, para el 2019 es servicio cubría al 77% de personas 

adultas mayores que tenían necesidades de cuidado, lo cual es alrededor de 713 mil 

personas.  

Entre los servicios por los que una persona puede optar destacan las atenciones 

domiciliarias como visitas de enfermeras, cuidados día y noche, equipamiento, entre 

otros. También, es posible la atención en instituciones como residencias y, en este caso, 
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las transferencias de efectivo para casos especiales, lo cual contempla largas estancias 

por hospitalización.  

Finalmente, resulta menester abordar el caso de Uruguay, pues se trata del 

primer país en Latinoamérica en instaurar un sistema de apoyo al cuidado y atención a 

la dependencia. En colaboración con el BID, Uruguay publicó en el año 2015 la Ley N.º 

19.353, mediante la que se crea el Sistema Nacional Integrado de Cuidados; a su vez, 

este sistema fue actualizado de forma reciente por medio del Plan Nacional de Cuidados 

2021-2025.  

El Sistema Nacional Integrado tiene como principal objetivo el mejoramiento de 

la oferta en materia de cuidados, tanto en calidad como en acceso, y capacitar a las 

personas que realizan labores de cuidado. Sus servicios incluyen la contratación de 

asistentes personales, teleasistencia en casa y centros de atención diurnos; además, este 

sistema contrasta con otras estrategias al incorporar servicios de cuidado y crianza para 

personas menores de edad (Ministerio de Desarrollo Social, 2021). 

Con base en lo anterior, es posible concluir este apartado destacando que a nivel 

internacional, y hasta la creación de las primeras políticas nacionales de cuidados en el 

mundo, la dependencia había sido abordada por una serie de normativas internacionales 

fragmentadas en poblaciones de atención que, finalmente, debido al contexto actual en 

el que el acelerado envejecimiento compromete de alguna manera la estabilidad 

económica de los Estados y, al mismo tiempo, el proceso de acumulación del capital, es 

que esa normativa se cristaliza en diferentes políticas que permiten crear estrategias 
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que contrarresten el impacto social y económico del cambio demográfico y del perfil 

epidemiológico.  

Del mismo modo, se identifica un tono idealista de la normativa internacional, 

que bajo el discurso de los derechos humanos busca atender diversas problemáticas 

apelando a la dignidad humana de las poblaciones vulnerables; sin embargo, como fue 

posible evidenciar, en el trasfondo del discurso implementado por estos instrumentos 

hay una gran contradicción teórico-práctica con la que, aunque parecen intentar resolver 

las necesidades sociales, lo cierto es que dicha normativa es abstracta, generalista, y 

muchas veces incluso el mismo discurso es implementando para violentar derechos.  

Por tanto, si bien los derechos humanos funcionan como una limitación para los 

Estados al tener estos que justificar su accionar respecto al discurso hegemónico, y 

paralelamente funcionan como la base teórica para la creación de diferentes políticas y 

estrategias nacionales para atender poblaciones vulnerables, lo cierto es que es 

cuestionable el alcance y legitimidad de los derechos humanos y de la normativa 

internacional como instrumentos de cambio social, ya que en el contexto en el que son 

creados, y valorando su desarrollo e impacto a través del tiempo, bien parecen 

reproducir el status quo. 

Contexto Nacional 

En conjunto con los acuerdos y convenciones internacionales a los que Costa 

Rica se ha adscrito a través de los años, existen también una serie de políticas, leyes y 

acciones institucionales que, a nivel nacional, sirvieron como base para la elaboración 

de un sistema de apoyo al cuidado y atención a la dependencia, aunque esto a partir de 
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esfuerzos mayoritariamente desarticulados, cuyo principal enfoque estaba en atender 

las necesidades de tres poblaciones específicas: personas con discapacidad, personas 

adultas mayores y personas con enfermedades crónicas. 

Al respecto, la CCSS destaca como una de las principales prestadoras de servicios 

para la atención de personas en condición de dependencia y personas cuidadoras, según 

se establece en el artículo 2 de su ley constitutiva, que con relación al seguro social 

obligatorio indica que: 

comprende los riesgos de enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y desempleo 

involuntario; además, comporta una participación en las cargas de maternidad, 

familia, viudedad y orfandad y el suministro de una cuota para entierro, de 

acuerdo con la escala que fije la Caja, siempre que la muerte no se deba al 

acaecimiento de un riesgo profesional. (Ministerio de Sanidad, Política Social e 

Igualdad, 2011p.1) 

Lo anterior incluye la atención médica que se brinda a las personas adultas 

mayores y a las personas con discapacidad, ambas poblaciones especialmente 

vulnerables para el desarrollo de situaciones de dependencia; pero, en particular, se 

destaca la atención que se brinda a las personas con enfermedades crónicas, quienes 

son mayoritariamente atendidas por esta institución.  

Como parte de su catálogo de servicios, la CCSS cuenta con un subsistema de 

hospitalización, atención y apoyo domiciliario, dirigido a personas con una limitación 

funcional temporal o permanente, que no requieren ser internadas en un centro de 

salud. Este servicio es facilitado por un equipo interdisciplinario, que estudia la situación 
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particular de cada familia para determinar el tipo de actividades que deben realizarse, 

así como la periodicidad de las visitas; esto posibilita, entre otras cosas, acortar los 

tiempos de recuperación de los pacientes, debido al efecto psicosocial que se obtiene 

cuando permanecen en el hogar, y permite también reducir la sobrecarga de trabajo de 

las personas que ejercen roles de cuidado en el núcleo familiar (Bolaños, et al., 2009). 

A este subsistema se suma también la modalidad de Hospital de Día Polivalente 

(HDDP), conocida también como “Hospital de Día”, en donde se valora la posibilidad de 

que las y los pacientes puedan presentarse a los centros de salud únicamente para 

recibir el tratamiento que requieren, sin que deban permanecer internados. La 

modalidad de HDDP agiliza considerablemente los tiempos de visita, lo que a su vez 

reduce el riesgo de infecciones intrahospitalarias, y ayuda a descongestionar los centros 

de salud (Morales, 2019). 

En cuanto a los servicios que ofrece a la población adulta mayor, la CCSS cuenta 

también con la Política Institucional para la Atención Integral a la Persona Adulta Mayor, 

que en materia de cuido, agiliza la atención que se brinda a esta población, e incrementa 

las opciones de atención domiciliaria y ambulatoria (Presidencia de la República, 2016). 

En un apartado más específico, se debe hacer mención del Programa de 

Navegación de Pacientes de Cáncer de Mama, un esfuerzo conjunto entre la CCSS, la 

Escuela de Salud Pública de la Universidad de Costa Rica, mujeres voluntarias 

sobrevivientes del cáncer de mama y diversas ONGs. Según Sáenz et al. (2013), este 

programa busca beneficiar a las pacientes con patología mamaria, a sus familias y a los 

hospitales, cumpliendo con las siguientes funciones (Sáenz, 2013): 
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• Identificación, apoyo y búsqueda de soluciones integrales ante las necesidades 

médicas, informativas y complementarias de las pacientes de cáncer de mama. 

• Formulación de estrategias de concientización y apoyo hacia las pacientes, con 

el fin de solventar las barreras que se presentan durante el proceso de la 

enfermedad. 

• Desarrollo e implementación de procesos de evaluación que permitan mejorar la 

calidad, la oferta y el acceso a los servicios. 

En materia de salud, mientras la CCSS tiene como enfoque la prestación de 

servicios, es el MINSA la entidad encargada de la elaboración, aprobación y 

asesoramiento en la planificación de políticas nacionales, así como de su posterior 

evaluación y supervisión. Con relación a la dependencia, esta institución se encarga de 

fomentar acciones de medicina preventiva, medicina curativa y medicina de 

rehabilitación; adicionalmente, cuenta con un sistema de información y estadística 

mediante el que puede dar seguimiento a las enfermedades o padecimientos que 

comúnmente derivan en situaciones de dependencia (Ley Orgánica del Ministerio de 

Salud, 1973). 

Por parte del MINSA, otro referente es la Política Nacional de Salud Mental (2012-

2021), dirigida a la promoción, prevención, atención, rehabilitación y reinserción desde 

un enfoque comunitario, para mejorar la calidad de vida y el disfrute a lo largo del ciclo 

de vida de las personas, con base a sus condiciones de vida y determinantes de la Salud 

Mental, a fin de reducir los índices de los trastornos mentales y del comportamiento. En 

esta política se definen los principios, los enfoques, los lineamientos y el plan de acción 
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para el abordaje de la salud mental en Costa Rica; contempla, a partir de los 

determinantes biológicos, psicológicos, sociales y económicos de la Salud Mental, tanto 

a la población en condición de dependencia como a la población que realiza labores de 

cuido (MINSA, 2012). 

Sumado a lo anterior, el MINSA cuenta con la Estrategia Nacional para un 

envejecimiento Saludable (2018-2020), que describe al envejecimiento saludable como 

el proceso de fomentar y mantener la capacidad funcional que permite bienestar durante 

la vejez, así como la optimización de las oportunidades de salud, participación y 

seguridad para generar bienestar durante la vejez. Esta estrategia cuenta con cinco ejes 

centrales, a saber: compromiso multisectorial, entornos saludables, servicios socio-

sanitarios, sistemas de atención a largo plazo, investigación y evaluación (MINSA, 2018). 

Estrechamente relacionado a esta estrategia, el CONAPAM es la institución 

rectora en temas de envejecimiento y vejez, según se establece en la Ley No. 7935, 

también conocida como Ley Integral de la Persona Adulta Mayor. El CONAPAM tiene entre 

sus principales funciones la formulación, articulación, verificación y ejecución de 

políticas y planes nacionales, destinados a crear condiciones y oportunidades para que 

las personas adultas mayores tengan una vida digna y plena (Asamblea Legislativa, 

1999). Al respecto, se destaca la importancia de la Política Nacional de Envejecimiento y 

Vejez (2011-2021), y del Plan Nacional para la Enfermedad de Alzheimer y Demencias 

Relacionadas. Esfuerzos compartidos (2014-2024). 

La Política Nacional de Envejecimiento y Vejez (2011-2021) tiene como objetivo 

promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
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personas adultas mayores, a través de medidas específicas que se encuentran orientadas 

por los siguientes ejes estratégicos (2014). 

• Protección Social, Ingresos y Prevención de la Pobreza. 

• Abandono, Abuso y Maltrato en Contra de las Personas Adultas Mayores. 

• Participación Social e Integración Intergeneracional. 

• Consolidación de Derechos. 

• Salud Integral. 

El Plan Nacional para la Enfermedad de Alzheimer y Demencias Relacionadas. 

Esfuerzos compartidos (2014-2024), por su parte, se crea con el fin de mejorar la 

calidad de vida de las personas con enfermedades neurocognitivas, así como de las 

personas que las apoyan. Este plan busca facilitar el acceso al diagnóstico de 

enfermedades neurocognitivas, incrementar el apoyo estatal hacia las personas que 

realizan labores de cuido desde la informalidad, mejorar la calidad de los servicios de 

atención en residencias u hogares de larga estancia, y promover la investigación en torno 

a estos temas (CONAPAM, 2014). 

Por parte del CONAPAM, se debe hacer también mención del Programa 

Construyendo Lazos de Solidaridad, que promueve el desarrollo de Comités o Redes 

para, en conjunto con la CCSS, el MINSA, el IMAS y las municipalidades locales, trabajar 

con metas establecidas dentro de un marco teórico común, y dar atención integral a las 

necesidades de las personas adultas mayores; a su vez, ofrece subsidios económicos a 

personas adultas mayores que se encuentran en condición de pobreza o pobreza 

extrema, contribuyendo así con su institucionalización en albergues y centros diurnos, 



86 
 
 

o para su atención mediante diversas alternativas de cuido en sus comunidades; 

adicionalmente, este programa asigna recursos para la compra de edificaciones, 

terrenos, construcciones, remodelaciones y ampliaciones que permitan mejorar la 

calidad de la atención que se brinda a esta población (CONAPAM, 2001). 

Ahora bien, con respecto a la población en condición de discapacidad, el 

CONAPDIS es la institución encargada de promover y fiscalizar el cumplimiento de sus 

derechos, según se establece en la Ley No. 9303. Entre sus principales funciones, el 

CONAPDIS rige la producción, ejecución y fiscalización de políticas y programas 

destinados a atender las necesidades de las personas en condición de discapacidad, 

tales como la Política Nacional de Discapacidad (2011-2021), el Programa Promoción de 

la Autonomía de las Personas con Discapacidad y el Programa Pobreza y Discapacidad 

(Creación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, 2015). 

La Política Nacional de Discapacidad (2011-2021), también conocida como 

PONADIS, se establece con un marco político de largo plazo para lograr la efectiva 

promoción, respeto y garantía de los derechos de las personas en condición de 

discapacidad; con este fin, parte de un enfoque de derechos humanos, desarrollo 

inclusivo con base comunitaria, equidad de género y gerencia social. La PONADIS elabora 

con cada actualización un Plan de Acción para su periodo de vigencia, que se rige por 

los siguientes ejes estratégicos (PONADIS, 2011). 

• Eje Institucional Democrático: Se reconoce a las personas en condición de 

discapacidad como sujetos activos de derecho, y se promueve su participación 

en la vida pública y política. 
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• Eje de Salud: Se refuerza a la Política Nacional de Salud para que sus estrategias 

sean inclusivas, y las personas en condición de discapacidad tengan acceso a la 

salud y a la seguridad social. 

• Eje de Educación: Se procura que la educación en cualquiera de sus niveles sea 

de acceso universal. 

• Eje de Trabajo y Empleo: En concordancia con el eje anterior, se busca garantizar 

el acceso efectivo a la formación profesional inclusiva, universal y equitativa, para 

que las personas en condición de discapacidad tengan mejores oportunidades 

de empleo, y disminuya la relación entre discapacidad y pobreza. 

• Eje de Personas, Instituciones, Organizaciones y Entornos Inclusivos: Se 

establecen las condiciones para que los entornos sean inclusivos para todas las 

personas. 

En concordancia con la PONADIS, el Programa Promoción de la Autonomía de las 

Personas con Discapacidad y el Programa Pobreza y Discapacidad contribuyen para 

mejorar la calidad de vida de las personas en condición de discapacidad que se 

encuentran en situación de pobreza, pobreza extrema, abandono y riesgo social, a través 

de transferencias monetarias para el acceso a servicios y apoyos diversos, que permitan 

satisfacer tanto sus necesidades básicas, como las derivadas de la discapacidad 

(CONAPDIS, 2017). 

Las personas en condición de dependencia que además se encuentran en una 

situación de pobreza o pobreza extrema, sufren de una vulnerabilidad incluso mayor, 

pues la asistencia humana que requieren para ver satisfechas sus necesidades básicas y 
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poder disfrutar de una autonomía plena, se encuentra sujeta en mayor o menor medida 

a su poder adquisitivo, esto en función de las redes de apoyo con las que puedan contar. 

Al respecto, la Ley No. 4760 establece que el IMAS es la institución encargada de resolver 

el problema de la pobreza extrema en Costa Rica, mediante la formulación y ejecución 

de políticas nacionales de promoción social y humana de los sectores más empobrecidos 

del país, así como con transferencias monetarias que provean a las personas de medios 

de subsistencia cuando carezcan de ellos (Ley de Creación del Instituto Mixto de Ayuda 

Social, 1971). 

En esa misma línea, la PNC surge como parte de estos esfuerzos, pero antes de 

que comenzara formalmente su formulación en el año 2017, el IMAS publicó en el año 

2016 la Política Nacional para la Atención a las Personas en Situación de Abandono y 

Situación de Calle 2016-2026, que en conjunto con las otras políticas sociales que se 

mencionan en este apartado, marcó un claro antecedente para la elaboración de un 

sistema de apoyo al cuidado y atención a la dependencia en Costa Rica.  

En particular, esta política tiene por objetivo el generar acciones sistemáticas 

para la prevención, atención y protección de las personas que se encuentran en situación 

de abandono, y como parte de su Plan de Acción, incluye la formulación e 

implementación de un Programa de autocuidado y capacitación a cuidadores y 

cuidadoras de personas adultas y adultas mayores con discapacidad o dependencia 

(IMAS, 2016).  

Como parte de su catálogo de servicios, el IMAS cuenta también con la Estrategia 

Puente al Desarrollo y con la Red CUDI. La primera surge con el propósito de facilitar la 
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articulación interinstitucional y ofrecer acompañamiento a las personas y familias que 

se encuentran en situación de pobreza o pobreza extrema, partiendo de un enfoque de 

inclusión y equidad social; además, en el año 2022 la estrategia se amplió para 

incorporar componentes sociales, laborales, territoriales y de prevención, así como el 

uso de las nuevas tecnologías digitales. La segunda, si bien no guarda relación directa 

con la situación de dependencia (entendida como una condición permanente o 

prolongada por un extenso periodo de tiempo), es un importante referente en cuanto 

establece por primera vez un sistema de cuidado a nivel nacional, orientado a fortalecer 

y ampliar las alternativas de atención infantil (IMAS, 2022). 

Otro referente en materia de financiamiento es la JPS, que a diferencia del IMAS, 

no atiende de forma directa a la población objeto de estudio, pero sí destina gran parte 

de sus recursos a otras instancias que ofrecen dicha atención. Esta tiene a su cargo la 

administración, venta y comercialización de todas las loterías en Costa Rica, y hace uso 

del Manual de Criterios para la Distribución de Recursos para destinar un porcentaje de 

estas ganancias a diferentes sectores de la sociedad; específicamente, financia la 

atención a la dependencia a través de instancias especializadas en temas de salud, 

discapacidad y envejecimiento, obedeciendo la siguiente distribución (Autorización para 

el cambio de nombre de la Junta de Protección Social y establecimiento de la distribución 

de rentas de las loterías nacionales, 2009): 

• En temas de salud: Se distribuye de un tres por ciento (3%) a un tres coma diez 

por ciento (3,10%) para el Consejo Técnico de Asistencia Médico Social. De un 

ocho por ciento (8%) a un nueve por ciento (9%) se distribuye entre asociaciones, 
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fundaciones u otras organizaciones cuyos fines estén dirigidos al bienestar y el 

fortalecimiento de instituciones públicas de asistencia médica. De un uno por 

ciento (1%) a un dos por ciento (2%) para la Asociación Cruz Roja Costarricense. 

De un cinco por ciento (5%) a un seis por ciento (6%) para programas destinados 

a la prevención y atención del cáncer. De un nueve por ciento (9%) a un nueve 

coma cinco por ciento (9,5%) para la Caja Costarricense de Seguro Social. 

• En temas de discapacidad: De un dos por ciento (2%) a un dos coma cinco por 

ciento (2,5%) para las juntas administrativas de las escuelas que cuentan con 

programas de atención para población con discapacidad. De un siete por ciento 

(7%) a un ocho por ciento (8%) para programas destinados a personas con 

discapacidad física, mental o sensorial. Un uno por ciento (1%) para el Consejo 

Nacional de las Personas con Discapacidad. 

• En temas de envejecimiento: De un veinticuatro coma ocho por ciento (24,8%) a 

un veinticinco coma siete por ciento (25,7%) para entidades dedicadas a atender 

y proteger a las personas adultas mayores y para programas sin fines de lucro 

dirigidos a la atención de personas adultas mayores. Un cero coma treinta por 

ciento (0,30%) para las entidades dedicadas a la capacitación, organización y 

dirección de asociaciones, fundaciones y grupos de personas dedicadas a 

atender y proteger a las personas adultas mayores. De un siete por ciento (7%) a 

un siete coma cinco por ciento (7,5%) para centros diurnos sin fines de lucro para 

personas adultas mayores. Un uno coma cinco por ciento (1,5%) para la 

Asociación Gerontológica Costarricense, para programas orientados a la 
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promoción de una vejez digna, activa y participativa. Un uno por ciento (1%) para 

la promoción de la autonomía de las personas adultas mayores. 

Ahora bien, en cuanto a las labores de cuido, se debe destacar el trabajo del 

INAMU, pues tal y como se expone en el apartado teórico de la presente investigación, 

existe una marcada inequidad de género con respecto a quienes asumen este rol, sobre 

todo desde la informalidad. Según se establece en la Ley No. 7801, esta institución surge 

con el objetivo de formular e impulsar a la política nacional para alcanzar la igualdad y 

equidad de género, en coordinación con otras instituciones públicas y cualquier tipo de 

organización que desarrolle programas para las mujeres (Ley del Instituto Nacional de 

las Mujeres, 1998).  

Lo anterior puede verse reflejado en la participación que tuvo el INAMU durante 

la formulación de la PNC, que se explora a mayor detalle en el siguiente capítulo; pero, 

de forma paralela, en el año 2018 se actualizó también la Política Nacional para la 

igualdad efectiva entre hombres y mujeres (2018-2030), en donde se incorporan 

algunos elementos que buscan cerrar la brecha de género que recarga las labores de 

cuido sobre las mujeres, como se puede ver en los siguientes objetivos (INAMU, 2018). 

• Objetivo del Eje 2: Promover la corresponsabilidad social de los cuidados de 

personas en situación de dependencia y del trabajo doméstico no remunerado, 

que posibilite oportunidades y el ejercicio efectivo de los derechos humanos de 

las mujeres (p.74). 

• Objetivo del Eje 3: Fortalecer la autonomía económica de las mujeres mediante 

el empleo inclusivo de calidad y el uso, acceso y control a ingresos, recursos y 
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beneficios, reduciendo la desigualdad en la distribución de la riqueza del país y, 

considerando la corresponsabilidad social de los cuidados como eje de 

empoderamiento económico en todas las regiones y zonas (p. 81). 

• Objetivo del Eje 4: Fortalecer a las mujeres en su empoderamiento personal, 

liderazgo individual y colectivo, el autocuidado y su bienestar para la ciudadanía 

plena y el logro de la igualdad efectiva (p.84). 

En esta misma línea, se destaca al INA como referente en cuanto a la formación 

y capacitación de personas cuidadoras, pues a la fecha de redactado este documento, 

en el año 2023, su oferta curricular incluye cinco cursos especializados en esta materia; 

a saber (Instituto Nacional de Aprendizaje, 2023): 

• Curso: SCSB19005- Estrategias de autocuidado para la asistencia de personas. 

• Curso: SCCU19000- Estrategias creativas para el autocuidado de las Personas 

Adultas Mayores. 

• Curso: SCSB 14002- Asistencia integral para la persona adulta mayor. 

• Curso: SCSB19004- Asistencia de personas en condición de dependencia física, 

sensorial y cognitiva. 

• Curso: SCSB2032- Asistencia personal para la persona con discapacidad. 

Todo lo anterior corresponde a las instituciones encargadas de atender la 

situación de la dependencia en territorio nacional, así como a la legislación existente; 

no obstante, otro importante elemento contextual se encuentra en la alianza que tiene 

Costa Rica con el BID, siendo un país miembro del Grupo del Banco Interamericano de 
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Desarrollo, de la Corporación Interamericana de Inversiones y del Fondo Multilateral de 

Inversiones.  

El BID es un socio multilateral que funge como principal fuente de financiamiento 

y pericia para el desarrollo económico, social e institucional en países de América Latina 

y el Caribe; como tal, su funcionamiento se asemeja más al de una cooperativa, que al 

de un banco al uso, como lo podrían ser el Banco Mundial o el Fondo Monetario 

Internacional (BID, 2023). 

Como se mencionó en el apartado anterior, el BID colaboró anteriormente con la 

creación del SNIC, que tomó vigencia en Uruguay a partir del año 2015. De igual modo, 

Costa Rica suscitó un interés especial por parte del BID para impulsar la creación de un 

sistema nacional de cuidados a largo plazo, motivo por el cual, en el año 2006, se reúnen 

Patricia Jara (especialista de la división de Salud y Protección Social del BID) y Ana Helena 

Chacón (segunda vicepresidenta de Costa Rica durante la administración de Luis 

Guillermo Solís), para discutir por primera vez la viabilidad de dicho proyecto, que no 

iniciaría formalmente hasta el año 2017 (Representante del BID, comunicación personal, 

16 de junio del 2023). 

Los factores que contribuyeron para que el BID decidiera impulsar la creación de 

este sistema en Costa Rica, se enlistan en la Nota Técnica № IDB-TN-1820 que se publicó 

en el año 2019, en la que se indica lo siguiente (Medellín et al.): 

• Costa Rica se está configurando como el país con mayor índice de 

envejecimiento en la región, con una esperanza de vida superada sólo 

por Canadá. 



94 
 
 

• La atención a la dependencia ya forma parte de su agenda pública. 

• Cuenta con instituciones robustas para atender las necesidades de 

personas en situación de dependencia y personas cuidadoras. 

• Posee un seguro público de salud de amplia cobertura. 

• Tiene un marco normativo favorable. 

Con relación a la PNC, el BID financió diversos estudios que sirvieron como base 

para su articulación, en colaboración con el Ministerio de Desarrollo Humano e Inclusión 

Social (a través del IMAS); sin embargo, en contraste con la colaboración que tuvo 

anteriormente con el gobierno uruguayo, que se llevó a cabo por medio de un préstamo, 

estos estudios fueron financiados por un fondo de recursos no reembolsables 

(Representante del BID, comunicación personal, 16 de junio del 2023). Entre sus 

principales hallazgos, se identifica un aumento en la demanda de servicios de apoyo, 

esto debido principalmente al acelerado ritmo de envejecimiento que ha experimentado 

Costa Rica durante los últimos años; al respecto, la proporción de adultos mayores como 

porcentaje total de la población aumentó de un 5% en 1950, a un 13% en 2015, y se 

espera un incremento de hasta un 30% para el 2050. También, se realizó una estimación 

presupuestaria y financiera para un modelo de atención a la dependencia en Costa Rica, 

mediante la proyección de la demanda de servicios de atención y el gasto público 

asociado, según escenarios alternativos de regulación y cobertura, así como distintos 

modelos de atención (IMAS, 2021). 

Cabe mencionar también que la PNC surge en un contexto de importantes 

recortes presupuestarios, como lo fue la Ley para la “Reforma a los artículos 176 y 184 
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y adición de un transitorio a la Constitución Política para la estabilidad económica y 

presupuestaria”, que se aprobó en el 2017 con el objetivo de reducir el déficit fiscal 

hasta el 3% (en este año, el déficit era del 6%), y establece recortes en el gasto de sector 

público. 

A modo de síntesis, del presente capítulo se puede extraer que, previo a la 

publicación de la PNC, Costa Rica no contaba con ningún tipo de legislación específica 

en torno a la dependencia o los cuidados de larga duración, ni tampoco se encontraba 

suscrita a acuerdos o convenios internacionales en esta materia; en cambio, el tema de 

la dependencia era abordado a partir de otros temas relacionados, como lo son el 

envejecimiento, la discapacidad, las enfermedades crónicas, la pobreza, la desigualdad 

de género, etc. A su vez, se identifica que uno de los principales factores que impulsaron 

la formulación de la PNC, fue el acelerado ritmo de envejecimiento poblacional que ha 

experimentado el país, aumentando a su vez la demanda de servicios de apoyo. 

Finalmente, se destaca que la PNC surge inicialmente de la colaboración del MDHIS y la 

División de Protección Social y Salud del BID. 

Capítulo IV: Proceso de Creación de la PNC 

Tras haber hecho exposición de los elementos contextuales que precedieron y 

condicionaron la formulación de la PNC, resulta menester abordar dicho proceso; con 

ese fin, el presente capítulo enmarca a las y los diferentes actores que participaron 

activamente en la construcción de la política, así como a las estrategias que fueron 

empleadas en términos de organización y toma de decisiones. 
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Caracterización de Actores 

Inicialmente, para la caracterización de las y los actores se consideraron los 

siguientes aspectos: vinculación de la institución que representan con la PNC, criterio 

mediante el que fueron seleccionados para participar en este proceso, las necesidades 

que percibieron con respecto a la población en condición de dependencia, el tipo de 

participación que tuvieron, y los principales aportes por parte de su institución. Mediante 

esta selección, se pretende identificar aquellas particularidades que influyeron en la 

formulación de la política, pero que no se encuentran plasmadas en su documento 

oficial. 

En las tablas 2 y 3 se enlistan las instituciones con las que fue posible contactar 

y aplicar los instrumentos de entrevista, representadas por las personas que formaron 

parte del proceso de formulación de la PNC; a su vez, se muestra un resumen de los 

datos obtenidos con relación a los aspectos anteriormente mencionados. 

La tabla 2 aborda la vinculación de estas instituciones con la PNC, así como el 

criterio mediante el que seleccionaron a sus representantes y en la tabla 3 se muestra el 

tipo de participación que tuvieron las instituciones durante el proceso, las necesidades 

que percibieron en torno a la atención de la dependencia, y sus aportes específicos para 

el desarrollo de la PNC. 
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Tabla 2 

 Caracterización de actores 

  

Institución  

 

Vinculación con la PNC 

 

Criterio de selección 

MDHIS Coordinador Viceministro 

BID Promotor Asesores 

CONAPAM  

 

Población meta  

 

 

 

 

 

Afinidad por el tema 

CONAPDIS 

INAMU 

CCSS 

INA Formación profesional 

JPS Prestación de recursos 

MIDEPLAN Apoyo técnico 

Nota. Información de las comunicaciones personales con personas funcionarias del MDHIS, BID, CONAPAM, CONAPDIS, INAMU, CCSS, INA, JPS, 

MIDEPLAN del 16 de junio del 2022 hasta el 22 de septiembre del 2023. 
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Tabla 3 

 Intervención de los Actores 

Actor Tipo de 

participación 

Necesidades percibidas Aportes 

 

 

MDHIS 

Liderazgo en el 

proceso de 

formulación de 

la PNC 

Atender el acelerado índice de envejecimiento que 

presenta Costa Rica. 

Reivindicar los derechos de las mujeres con respecto 

a las labores de cuido. 

Incorporar a las mujeres al mercado de trabajo. 

Evitar la duplicidad de esfuerzos entre políticas e 

instituciones. 

Elaboración de estudios para dar cuenta del estado 

de situación de la dependencia en CR, en 

colaboración con el BID. 

Coordinación y seguimiento del proceso de 

formulación de la PNC. 

BID Financiamiento, 

consultoría y 

seguimiento 

Atender el acelerado índice de envejecimiento que 

presenta Costa Rica. 

Reivindicar los derechos de las mujeres con respecto 

a las labores de cuido. 

Incorporar a las mujeres al mercado de trabajo. 

Elaboración de estudios para dar cuenta del estado 

de situación 

de la dependencia en CR, en colaboración con el 

Ministerio de Desarrollo Humano e Inclusión Social. 

Recopilación y adecuación de las experiencias más 

exitosas en materia de atención a la dependencia a 

nivel internacional, para su implementación en CR. 

Redacción del documento de la PNC. 

CONAPAM Asesoría Fomentar el trabajo interinstitucional. 

Problematizar las limitaciones en infraestructura, 

recursos y materiales. 

Conocimiento teórico y experiencia práctica en 

temas relacionados a la población adulta mayor. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 
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Tabla 3 

 Intervención de los Actores 

Actor Tipo de 

participación 

Necesidades percibidas Aportes 

propuestas de mejora. 

Participación en las mesas de discusión. 

CONAPDIS Asesoría Fortalecer los servicios de atención domiciliaria. 

Atender el acelerado índice de envejecimiento que 

presenta Costa Rica. 

Conocimiento teórico y experiencia práctica en 

temas relacionados a la población en condición de 

discapacidad. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 

Participación en las mesas de discusión. 

INAMU Asesoría Reivindicar los derechos de las mujeres con respecto 

a las labores de cuido. 

Incorporar a las mujeres al mercado de trabajo. 

 

Atender el acelerado índice de envejecimiento que 

presenta Costa Rica. 

 

Integrar la diversificación en la configuración de las 

familias a la visión de políticas e instituciones. 

Transversalizar la PNC con la perspectiva de género. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 

Participación en las mesas de discusión. 

CCSS Asesoría Fortalecer los programas de atención preventiva. Conocimiento teórico y experiencia práctica en 
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Tabla 3 

 Intervención de los Actores 

Actor Tipo de 

participación 

Necesidades percibidas Aportes 

 

Fomentar el trabajo interinstitucional. 

temas relacionados a la población con enfermedades 

crónicas. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 

  

Participación en las mesas de discusión. 

INA Asesoría Fortalecer la calidad de los servicios de atención para 

personas en condición de dependencia. 

Experiencia institucional en el área de la formación 

técnico-profesional. 

Diseño e implementación de un programa de 

formación y capacitación en materia de cuidado. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 

Participación en las mesas de discusión. 

JPS Asesoría Fortalecer los servicios de atención domiciliaria. 

Evitar la duplicidad de esfuerzos entre políticas e 

instituciones. 

 

Actualización del Manual de Criterios para la 

Distribución de Recursos, para que contemple a la 

población en condición de dependencia. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 
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Tabla 3 

 Intervención de los Actores 

Actor Tipo de 

participación 

Necesidades percibidas Aportes 

Participación en las mesas de discusión. 

MIDEPLAN Asesoría Reivindicar los derechos de las mujeres con respecto 

a las labores de cuido. 

Incorporar a las mujeres al mercado de trabajo. 

Alineamiento y trazabilidad de la PNC con acuerdos 

nacionales e internacionales, así como con otras 

políticas ya existentes. 

Revisión del documento de la PNC y elaboración de 

propuestas de mejora. 

Participación en las mesas de discusión. 

Nota. Información de las comunicaciones personales con personas funcionarias del MDHIS, BID, CONAPAM, CONAPDIS, INAMU, CCSS, INA, JPS, 

MIDEPLAN del 16 de junio del 2022 hasta el 22 de septiembre del 2023. 
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Antes de profundizar en la información obtenida, cabe destacar que para la 

mayoría de las instituciones se contó con la colaboración de una persona informante, 

con la excepción del MDHIS y el INA, para los que se contó con dos personas 

informantes; de igual modo, se debe mencionar que el MINSA y el MTSS también 

participaron en la formulación de la PNC, mas no fue posible contactar a las personas 

que representaron a estas instituciones durante dicho proceso. 

Vinculación con la PNC 

Inicialmente, con relación a la información obtenida, se encuentra que la PNC fue 

un esfuerzo conjunto que involucró a las instituciones que se estimaron necesarias para 

su operacionalización, en concordancia con sus competencias y obligaciones, que se 

vinculan directamente con los ejes estratégicos propuestos:   

1. Gobernanza del Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la Dependencia.  

2. Inteligencia de datos para la articulación y ajuste del Sistema de Apoyo a los 

Cuidados y Atención a la Dependencia. 

3. Fortalecimiento de la oferta de servicios y prestaciones de cuidados de larga 

duración y atención a la dependencia. 

4. Contribuir a la generación de condiciones para el avance de la corresponsabilidad 

social de los cuidados y apoyos y el cierre de brechas de género en materia 

laboral 

5. Sistema de aseguramiento de la calidad del Sistema de Apoyo a los Cuidados y 

Atención a la Dependencia en Costa Rica.  
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De acuerdo con la PNC (2021), las instituciones deberían distribuirse de acuerdo 

con los ejes mencionados, como un sistema en que el liderazgo y la articulación recaen 

en el MDHIS y la Secretaría Técnica creada para el Sinca. En concordancia con lo anterior, 

resalta la participación de la institución como organizadora de todo el proceso de 

formulación de la política, siendo un actor central para la vinculación interinstitucional, 

en particular para evitar la duplicidad de esfuerzos (Representante del MDHIS, 

comunicación personal, 10 de mayo del 2023). 

Adicionalmente, la principal vinculación con la PNC se puede visualizar en la Ley 

General para la Rectoría del Sector de Desarrollo Humano e Inclusión Social (2018) donde 

se establece en el artículo 1 que el Ministerio debe: 

a) Establecer acciones, medidas, programas y políticas de desarrollo humano e 

inclusión social. 

b) Dirigir, coordinar y ejecutar con las demás administraciones públicas 

descentralizadas del Estado, por especialidad o territorio, la erradicación de la 

pobreza en particular, la protección especial de grupos y poblaciones 

vulnerables. 

c) Dirigir los lineamientos y los mecanismos de planificación, dirección y 

coordinación de las políticas y programas sociales entre el Poder Ejecutivo y las 

instituciones autónomas por especialidad o territorio, y revisar periódicamente 

la política nacional de desarrollo humano e inclusión social. 
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d) Articular la institucionalidad y las políticas de desarrollo humano e inclusión 

social nacionales con los instrumentos internacionales de derechos humanos 

ratificados, aplicables en la República. 

Por otro lado, la vinculación del BID con la PNC parte de su relación con Costa 

Rica, que es un país miembro tanto de la Corporación Interamericana de Inversiones, 

como del Fondo Multilateral de Inversiones. Según se explica, el BID es un socio 

multilateral que cuenta con recursos no reembolsables para apoyar a distintos gobiernos 

en la elaboración de estudios que permitan conocer a fondo una o varias problemáticas. 

Este enfoque colaborativo busca crear capacidades y transferir conocimientos, como lo 

fue en el caso de Costa Rica con la formulación de la PNC, especialmente porque hasta 

ese momento nunca se había abordado la dependencia como una categoría dentro de la 

institucionalidad. De hecho, los estudios financiados por el BID, como se verá más 

adelante, sentaron las bases para la creación de la PNC (Representante del BID, 

comunicación personal, 16 de junio del 2023). 

De acuerdo con la información obtenida, la idea de impulsar la creación de esta 

política, y en general de introducir el tema de la dependencia en Costa Rica, surge a 

partir de una reunión que tuvo lugar en el año 2006, entre Patricia Jara (especialista de 

la división de Salud y Protección Social del BID) y Ana Helena Chacón (segunda 

vicepresidenta de Costa Rica durante la administración de Luis Guillermo Solís); en este 

espacio se evidencia una preocupación por la fragmentación de las instituciones 

públicas, y cómo esto afecta a las personas usuarias de los servicios. No sería hasta el 

año 2017 que el BID aprobaría el “Proyecto CR-T1158: Apoyo a la creación de una 
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política de cuidados y desarrollo de servicios de atención a la dependencia en Costa 

Rica”, catalogado como un proyecto de cooperación técnica y financiamiento, para el 

que se asignó un presupuesto de 180,000.00 USD (Representante del BID, comunicación 

personal, 16 de junio del 2023). 

En un plano más operativo se encuentran cuatro roles que, además de haber 

quedado plasmados en el documento oficial de la PNC, surgieron también durante las 

entrevistas que se realizaron a las y los representantes del equipo técnico 

interinstitucional. 

En primer lugar, está la prestación de servicios, donde puede ubicarse a 

instituciones como el CONAPAM, el CONAPDIS, el INAMU, la CCSS y el IMAS. En ese 

marco, se identifica que la forma en que las y los representantes relacionan dichas 

instituciones con la PNC tiene que ver con la población meta a la que atienden, en donde 

se destaca a las personas adultas mayores, a las personas con discapacidad, a las 

personas con enfermedades crónicas y, adicionalmente, debido a la transversalidad de 

la categoría de género en la política, también las mujeres, en especial aquellas que 

ejercen el rol de cuidadores sin ninguna remuneración o protección institucional. 

En cuanto al IMAS, que tiene como finalidad atender el problema de pobreza 

extrema en el país, su vinculación trasciende a otros aspectos, de entre los que se 

destaca el trabajo no remunerado, que afecta principalmente a las mujeres que realizan 

labores de cuido; asimismo, es importante destacar que las situaciones de dependencia 

por discapacidad, enfermedad o vejez vulneran aún más a estas poblaciones, 
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haciéndolas más propensas tanto a ellas como a su núcleo familiar para llegar al extremo 

de pobreza, esto por los costos económicos y sociales que realmente tiene el cuido.  

Por último, también se vincula en cuanto a que el aumento de la población en 

condición de dependencia tiene un alto impacto económico para el país, socavando en 

gran medida el sistema de seguridad social, y forzando una intervención por parte del 

Estado (Behring, 2013). 

En segundo lugar, también destaca el rol de garantizar la calidad de los servicios 

de cuido y empleabilidad, donde deberían tener protagonismo instituciones como el INA, 

el MTSS y el MINSA. Por parte del INA se menciona que su participación está vinculada 

con la formación profesional de personas cuidadoras en respuesta a la demanda de 

dichos servicios en la actualidad, así como la demanda que se proyecta en el futuro; 

adicionalmente, mencionan que parte de su trabajo es aportar a los altos estándares de 

calidad requeridos para el cumplimiento de la PNC (Representante del INA, comunicación 

personal, 11 de agosto del 2023). 

Asimismo, aunque no fue posible entablar conversación con las personas que 

participaron en representación del MINSA y del MTSS, por la naturaleza de sus funciones 

ampliamente establecidas en la Ley Orgánica del Ministerio de Salud y la Ley Orgánica 

del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ambas instituciones tienen la obligación de 

velar por el desarrollo de la PNC. Particularmente el MTSS, tal como resalta el artículo 

uno de su ley orgánica (1955), deberá encargarse de “la dirección, estudio y despacho 

de todos los asuntos relativos a trabajos y a previsión social; y vigilará por el desarrollo, 
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mejoramiento y aplicación de todas las leyes, decretos, acuerdos y resoluciones 

referentes a estas materias”. 

Por su parte, el MINSA tiene una relación directa con la política por su potestad 

para la administración de los servicios de salud a nivel nacional (Ley Orgánica del 

Ministerio de Salud, 1973). Uno de los factores que otorga mayor importancia a la 

participación de este ministerio en la formulación de la PNC, es que el acelerado 

incremento de la dependencia pone en alerta al sistema de salud pública por el aumento 

de la demanda de dichos servicios respecto a la disponibilidad de recursos humanos y 

materiales. 

En cuanto al rol para la gestión de recursos, nuevamente se hace mención del 

INA, el MTSS y el MINSA, pero en esta ocasión se añade a la JPS. En cuando a esta última, 

se comenta que fue realmente difícil encontrar su nicho dentro de la formulación de la 

PNC, ya que ellos no trabajan con la atención directa de la población, sino más bien con 

diferentes poblaciones por medio de la distribución de fondos; por tanto, finalmente la 

persona entrevistada indica que la única vinculación posible con la política es la de 

prestación de recursos (Representante de la JPS, comunicación personal, 13 de julio de 

2023). 

Asimismo, en cuanto a la inteligencia de datos se identifica a la CCSS, al 

MIDEPLAN y, aunque no formó parte de la formulación de la PNC directamente, por la 

naturaleza de sus operaciones también se menciona al INEC. Estas instituciones son 

centrales para tener una base de datos y estadísticas actualizadas sobre el 

envejecimiento y dependencia donde se resalten las características y necesidades de la 
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población a ser atendida con el fin de ajustar la oferta de servicios a través del tiempo. 

Con la integración de estas se busca fortalecer el sistema de estadísticas nacionales, 

pues la información relativa al tema de dependencia hasta el momento se encuentra 

dispersa entre las instituciones prestatarias o que financian servicios para población 

dependiente, lo que representa un sesgo importante en el alcance y la calidad de dichos 

servicios. 

Por último, en un rol evaluativo, se señala nuevamente al MIDEPLAN, al MDHIS y 

al Consejo Presidencial. En el caso de estas instituciones, especialmente el MIDEPLAN, 

su papel principal fue supervisar que las políticas públicas tengan valor en cuanto a la 

satisfacción de las necesidades de la sociedad (valor público), especialmente siendo 

meticulosos para no duplicar esfuerzos, ya que uno de los aspectos que se destaca a lo 

largo de la PNC es que la atención de la dependencia hasta la creación de la política se 

daba de forma fragmentada, por lo que no había claridad en el perfil de la población por 

atender. 

De hecho, se menciona que una de las labores principales del MIDEPLAN a lo 

largo de la formulación de la política fue brindar asesoramiento técnico para que fuera 

acorde a los elementos básicos establecidos por la institución, elementos que son 

ampliamente explicados en la Guía para la Elaboración de las Políticas Públicas, misma 

que fue socializada en el año 2016, y se describe como “un instrumento al servicio de 

todas las instituciones del sector público, de forma tal que tengan herramientas 

metodológicas para diseñar sus políticas de mediano y largo plazo” (Representante del 

MIDEPLAN, comunicación personal, 23 de junio de 2023). Lo anterior corresponde a que 
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el MIDEPLAN identificó una grave ausencia de procedimientos que estaba afectando la 

calidad de las políticas, esto debido a las debilidades en el diseño estructural y su marco 

estratégico.  

Criterio de Selección de las Personas que Participaron en la Formulación de la PNC 

De acuerdo con las personas entrevistadas, se identifica que, tras la selección de 

las instituciones necesarias para la formulación de la PNC, la invitación que realizó el 

MIDHIS a dichas instituciones ofreció bastante libertad en cuanto a los criterios de 

selección de sus representantes. Inclusive, el número de participantes fue variable para 

cada una de las instituciones y, en algunos casos, no hubo continuidad en la 

participación de las personas seleccionadas. 

Todas las personas consultadas afirman haber sido seleccionadas por su afinidad 

con el tema; sin embargo, tras ahondar en las entrevistas, también se identifica que 

algunas fueron seleccionadas de acuerdo con la estructura organizacional, formando 

parte de un determinado departamento que se considera es el más pertinente para 

atender dicho tema.  

También se identifica que algunas personas fueron seleccionadas por las 

necesidades institucionales en un momento dado, en especial aquellas que cambiaban 

de representantes para las sesiones, lo cual es comprensible en un marco en el que las 

y los profesionales dentro de la institucionalidad pública, mayoritariamente en el plano 

operativo, tienen una alta demanda de trabajo que les dificulta ser partícipes de forma 

continua en procesos que implican un alto grado de compromiso y tiempo, como lo 

puede ser la formulación de una política.  
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Tipo de Participación de los Actores Sociales Involucrados 

En este apartado, se entiende por “tipo de participación” al involucramiento que 

tuvieron las y los actores entrevistados durante la formulación de la PNC, en 

representación de sus respectivas instituciones. En este aspecto, tal y como se menciona 

anteriormente, el MDHIS destaca por su rol como ente coordinador de la política, 

adoptando así el liderazgo durante todo el proceso; concretamente, las personas 

informantes indicaron que el ministerio estuvo a cargo de la planificación, la 

organización y el seguimiento de las actividades, así como de la toma de decisiones. 

De igual modo, el BID destaca por involucrándose en el proyecto desde su 

concepción. De acuerdo con la información obtenida, su rol fue fundamentalmente de 

consultoría y de financiamiento, ofreciendo acompañamiento y apoyo en las distintas 

etapas del proceso. 

Ahora bien, como puede apreciarse en la Tabla 3, todas las instituciones que 

conforman al equipo técnico coinciden en este aspecto. Al respecto, las entrevistas 

revelan que el CONAPAM, el CONAPDIS, el INAMU, la CCSS, el MINSA, el INA, la JPS, el 

MTSS y Mideplan se incorporaron a este equipo cuando el MDHIS y el BID ya contaban 

con el primer borrador de la política; a partir de este punto, su participación consistió 

principalmente en una asesoría, emitiendo su criterio técnico a través de reuniones o 

aportes escritos, con el fin de fortalecer a la política en miras a su publicación. 

Los detalles sobre la participación de las y los actores se exploran más a fondo 

en los siguientes apartados, pero es importante destacar el rol protagónico que tuvieron 

el MDHIS y el BID, quienes sentaron las bases para la creación de la política, y 
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participaron en la totalidad del proceso. En contraparte, el equipo técnico 

interinstitucional tuvo una participación más pasiva, en función de lo que solicitara el 

MDHIS. 

Necesidades Percibidas por los Actores Sociales Involucrados 

Para la caracterización de las y los actores, así como para el posterior análisis 

sobre su participación, resulta fundamental conocer aquellas necesidades que, de previo 

a la formulación de la política, percibían en cuanto a la situación de la dependencia en 

Costa Rica. 

Al respecto, la mayor parte de las necesidades identificadas guardan relación con 

los servicios de atención y la cooperación interinstitucional. Las personas entrevistadas 

en representación del CONAPAM, el CONAPDIS, la CCSS y la JPS mencionan que la 

atención que se brinda a las personas en condición de dependencia se encuentra muy 

fragmentada, lo cual dificulta la comunicación entre las instituciones, y provoca que en 

algunos casos los esfuerzos se dupliquen, en lugar de complementarse. Además, la 

población comúnmente no tiene claridad sobre a qué institución debe dirigirse; por 

ejemplo, el CONAPDIS atiende a personas en condición de discapacidad, pero si estas 

superan los 65 años, entonces deben ser atendidas por el CONAPAM. Como una posible 

solución, se sugiere adoptar el sistema de “ventana única” que se utiliza en España y 

otros países, en donde un equipo de profesionales evalúa la situación y dirige a la 

persona usuaria a la institución que corresponde. 

Sumado a lo anterior, por parte del CONAPDIS y la JPS se identifica una 

preocupación por impulsar los servicios de atención domiciliaria, en consideración de 
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ese sector de la población en condición de dependencia que debe permanecer dentro de 

sus hogares. Tal y como se menciona en el apartado de contexto nacional de la presente 

investigación, la CCSS cuenta con un subsistema de hospitalización, atención y apoyo 

domiciliario; sin embargo, el alcance de este subsistema es limitado, y no tiene a la 

población en condición de dependencia como principal foco de atención. 

La persona representante de la CCSS destaca también la importancia de los 

servicios de atención preventiva, como lo pueden ser las campañas de vacunación, así 

como la promoción de estilos de vida saludables. Según se explica, esto debido a que, 

por medio de estos servicios, puede reducirse el riesgo de adquirir enfermedades 

crónicas, u otro tipo de condiciones que puedan derivar en una situación de 

dependencia. 

Finalmente, con relación a los servicios de atención, la persona entrevistada en 

representación del INA hace hincapié en la necesidad de mejorar su calidad, esto a través 

de procesos de formación y capacitación, dirigidos a personas cuidadores en el ámbito 

formal e informal. 

Otras de las necesidades identificadas guardan relación con la población adulta 

mayor, que se enmarca como una población especialmente susceptible a desarrollar una 

situación de dependencia. Las personas entrevistadas en representación del MDHIS, el 

BID, el CONAPDIS, y el INAMU, manifiestan su preocupación sobre el acelerado ritmo de 

envejecimiento que experimenta el país, y establecen la necesidad de dar atención a una 

población en condición de dependencia que se encuentra en constante crecimiento. 
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La persona entrevistada en representación del INAMU hace referencia a la 

Encuesta Nacional de Hogares, en donde se muestra que la tasa de crecimiento de la 

población de adultos mayores pasó de un 9.09 % en el año 2015, a un 13.63% en el año 

2022 (INEC, 2022); sumado a lo anterior, los estudios realizados por parte del MDHIS y 

el BID muestran que la proporción de adultos mayores como porcentaje total de la 

población, aumentó de un 5% en 1950, a un 13% en 2015, y se espera un incremento de 

hasta un 30% para el 2050 (IMAS, 2021). Por parte del MDHIS y el BID, esta necesidad 

sirvió como justificación y motivación para la formulación de la PNC, pues se trata de un 

factor de presión en la oferta y demanda de sistemas de cuidados de larga duración. 

La desigualdad de género en torno a las labores de cuido es otra de las 

necesidades identificadas. Quienes más elaboran en este aspecto, son las personas que 

fueron entrevistadas en representación del INAMU y del Mideplan, señalando que los 

cuidados y el trabajo no remunerado son dos temas actualmente invisibilizados, en parte 

porque existe una marcada división sexual del trabajo, que históricamente ha delegado 

las labores de cuido en las mujeres; en palabras de la representante del INAMU: a las 

mujeres se nos dice que tenemos esas condiciones naturales para ejercer labores de 

cuido, y a los hombres se les asocia a la parte proveedora. 

Sumado a lo anterior, por parte del Mideplan, el MDHIS y el BID, se indica que la 

intervención en temas relacionados al cuido de personas en condición de dependencia, 

es medular para promover la independencia económica de las mujeres, así como para la 

reivindicación de sus derechos. 
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Es importante destacar que las necesidades anteriormente mencionadas 

corresponden a los motivos que dieron origen a la creación de la PNC, fueron 

contempladas en su documento oficial, y buscan ser solventadas por sus ejes 

estratégicos. 

Aportes de los Actores Sociales para la Creación de la PNC 

El último aspecto por considerar refiere a los aportes específicos que brindaron 

las y los actores durante la construcción de la política, en representación de sus 

respectivas instituciones; en este aspecto, no interesa todavía profundizar en el proceso 

como tal, sino más bien en sus contribuciones particulares. 

En concordancia con lo expuesto en el tercer punto, los aportes más 

significativos provienen del MDHIS y del BID, quienes participaron más activamente a lo 

largo del proceso. En un primer momento, ambas instancias colaboraron en la 

producción de una serie de estudios destinados a conocer la situación de la dependencia 

en Costa Rica, sentar las bases para la creación de un sistema de cuidados y apoyo a la 

dependencia, y aportar herramientas para la implementación de dicho sistema. 

A continuación, se enlistan los estudios que fueron publicados durante el periodo 

de elaboración de la PNC, que comprende entre el 2017 al 2021, y se muestra un 

resumen de su contenido: 

• Consecuencias fiscales del envejecimiento poblacional: Proyecciones agregadas 

del gasto en salud para diez países en América Latina (Costa Rica, Argentina, 

Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Honduras, México, Perú y Uruguay), las 

cuales sugieren un aumento en el gasto público en toda la región, motivado en 
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parte por el mayor costo per cápita del gasto en salud para personas adultas 

mayores (Panadeiros & Pessino, 2018). 

• Envejecimiento y atención a la dependencia en Costa Rica: Análisis de los factores 

que favorecen la creación de políticas de cuidados de largo plazo en Costa Rica, 

considerando a la población beneficiaria, la oferta de servicios, la calidad de los 

servicios y el financiamiento (Medellín et. al, 2019). 

• Panorama del envejecimiento y atención a la dependencia: Análisis sobre la 

demanda de servicios de apoyo a la dependencia funcional, que rescata datos 

estadísticos nacionales sobre la población adulta mayor, la población con 

discapacidad y la población con enfermedades crónicas (Medellín, 2020). 

• Servicios de Apoyo al Cuidado en Domicilio: Análisis de los servicios de cuidados 

y apoyo a la dependencia a domicilio, explorando sus aplicaciones en Australia, 

Dinamarca, España y Uruguay, así como la oferta del sistema público 

costarricense (Jara & Chaverri, 2020). 

• Tendencias y desafíos para conformar un sistema de cuidados de larga duración 

en Costa Rica: Reflexión sobre las implicaciones de las transformaciones 

sociodemográficas y epidemiológicas en Costa Rica, contrastadas con las 

experiencias de los Países Bajos, Francia, España y Corea del Sur (Jara et. al, 

2020). 

• ¿Trabajar menos para cuidar a los padres?: Análisis sobre los efectos del cuidado 

familiar de larga duración en el mercado laboral de Chile, Colombia, Costa Rica 
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y México, que destaca la desigualdad de género en torno a estos servicios 

(Stampini et. al, 2020). 

Sumado a lo anterior, se enlistan cinco documentos que fueron publicados por 

el MDHIS y el BID en el año 2022, orientados a la implementación de la PNC: 

• Avances en la implementación de una herramienta de georreferenciación de 

oferta y demanda de servicios de cuidado: Síntesis de los avances alcanzados en 

el desarrollo de la herramienta de georreferenciación, y exposición de sus 

alcances, utilidad y las acciones necesarias para su sostenibilidad (Rojas et. al, 

2022). 

• Pautas de seguimiento, monitoreo y evaluación: Descripción del instrumento de 

seguimiento, la periodicidad para la rendición de cuentas, y los parámetros para 

la evaluación de la PNC (Solano, 2022). 

• Catálogo de servicios dirigidos a personas con dependencia: Sistematización de 

los servicios ofrecidos a personas con dependencia, por parte de la CCSS, el 

CONAPAM, el CONAPDIS, el IMAS y la JPS (Solano, 2022). 

• Formulario para aplicación del baremo: Instrumento estandarizado para 

establecer el nivel de dependencia de una persona, elaborado a partir de criterios 

objetivos relacionados a la capacidad de realizar tareas cotidianas (Terra, 2022). 

• Manual de aplicación del baremo de valoración de la dependencia: Guía para la 

aplicación del baremo, que incluye el encuadre de la entrevista, la definición de 

dependencia y sus niveles, la evaluación de desempeños, los tipos y frecuencias 

de apoyos, y consideraciones para poblaciones específicas (Rojas, 2022). 
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Individualmente, el MIDHIS destaca también por haber liderado la formulación de 

la PNC, dirigiendo al comité técnico interinstitucional que participó en dicho proceso. En 

este aspecto, fue la instancia encargada de contactar con todas las instituciones que 

conforman este comité, coordinar los espacios de reunión, definir los objetivos a 

alcanzar, y tomar las decisiones que considerara pertinentes durante el proceso. 

Otro aporte por parte del MIDHIS fue la publicación del Decreto Ejecutivo Nº 

42878-MP-MDHIS, en conjunto con el presidente de la república de Costa Rica y la 

ministra de la presidencia durante el periodo 2018-2022 (Carlos Alvarado Quesada y 

Geannina Dinarte Romero, respectivamente). La publicación de este decreto oficializó y 

declaró de interés público a la PNC y a su plan de acción; además, conforma la Mesa 

Interinstitucional de Trabajo de la Política Nacional de Cuidados 2021-2031, que opera 

de forma similar al equipo técnico que participó en la formulación de la política, pero 

orientado a su implementación (Decreto Nº 42878-MP-MDHIS, 2021). 

Por parte del BID, se sistematizaron las experiencias más exitosas en materia de 

atención a la dependencia a nivel internacional, y en palabras de la persona entrevistada 

en representación del banco, se “tropicalizaron” para su implementación en Costa Rica; 

en particular, se tomaron como referencia los modelos de atención a la dependencia de 

España, los Países Bajos, Dinamarca, Australia, Corea del Sur y Uruguay. Adicionalmente, 

al equipo asesor del BID se le atribuye la redacción del documento oficial de la PNC, que 

puede encontrarse en la página del IMAS. 

En cuanto a las reuniones que tuvieron lugar con el equipo técnico 

interinstitucional, destaca que el BID contrató a personas expertas internacionales para 
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introducir algunos de los nuevos conceptos, técnicas y herramientas que existen 

actualmente en materia de cuidado y atención a la dependencia; al respecto, no se 

especifica cuántas personas fueron contratadas, pero sí se hace referencia a una de ellas, 

cuya asesoría estuvo orientada a la creación e implementación de un instrumento de 

baremo, para el levantamiento de información y medición del tema de la dependencia 

en Costa Rica (Representante de MDHIS, comunicación personal, 10 de junio del 2023). 

Ahora bien, en concordancia con lo expuesto en el tercer punto, los aportes de 

las instituciones que conforman al equipo técnico interinstitucional guardan algunas 

similitudes, en su calidad como asesores. A grandes rasgos, las personas que 

representaron a estas instituciones asistieron a las reuniones que fueron coordinadas 

por el MIDHIS, y participaron en las mesas de discusión; a su vez, leyeron periódicamente 

los avances en el documento oficial de la PNC, para posteriormente elaborar propuestas 

de mejora. 

Otra similitud se encuentra en los aportes del CONAPAM, el CONAPDIS y la CCSS, 

instituciones que compartieron su conocimiento teórico y práctico en la atención de las 

poblaciones con alto riesgo de dependencia que contempla la PNC. En concreto, las 

personas que participaron en representación del CONAPAM aportaron su experiencia en 

la implementación del programa Lazos de Solidaridad, destinado a la atención y el 

cuidado de personas adultas mayores, especialmente a partir del trabajo realizado con 

la Red de Atención Progresiva para el Cuido Integral de las Personas Adultas Mayores en 

Costa Rica. 
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En un apartado más conceptual, la representación del CONAPDIS planteó un 

marco filosófico orientador que comprende a la persona en condición de discapacidad 

como sujeta de apoyos, y no necesariamente de cuidados. Se establece también el 

amplio abanico de necesidades que demanda esta población, para su inclusión en el 

catálogo de servicios que ofrece la PNC. 

En el caso la CCSS, se menciona que existió participación de la Dirección de 

Planificación, la Dirección de Desarrollo de Servicios de Salud, y el Despacho de Gerencia 

Médica, unidades que aportaron su experiencia en la atención de personas con 

enfermedades crónicas y personas adultas mayores, estas últimas a partir del Programa 

de Normalización de la Atención a la Persona Adulta Mayor. En cuanto a las discusiones 

que tuvieron lugar durante las reuniones, su participación estuvo enfocada en los 

indicadores que se establecieron para evaluar el desempeño de la PNC (Representante 

de la CCSS, comunicación personal, 14 de julio del 2023). 

Por otra parte, los aportes del INAMU y del INA están mayormente relacionados 

con la población que realiza labores de cuido, aunque desde enfoques completamente 

distintos. En respuesta a la desigualdad de género que existe actualmente en torno a las 

labores de cuido, el principal aporte del INAMU fue transversalizar a la PNC con la 

perspectiva de género, con el fin de consolidar un modelo de cuidados que no perpetúe 

la división sexual del trabajo, y redistribuya estas labores de manera equitativa. Lo 

anterior queda plasmado en el Eje 4 de la PNC, que aspira a reducir la brecha en la 

distribución de las tareas de cuido en el interior de los hogares, y fomentar la inserción 

de las mujeres en el mercado laboral. 
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En cuanto al INA, las personas entrevistadas compartieron su experiencia en el 

área de formación técnico-profesional, y diseñaron un programa de capacitación del 

recurso humano para complementar al Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la 

Dependencia en Costa Rica, en concordancia con el Eje 5 de la PNC. Cabe mencionar que 

el diseño de este programa precede a la PNC, pero fue adaptado para alinearse con sus 

metas y objetivos, así como con los criterios técnicos del Marco Nacional de 

Cualificaciones. 

Las últimas dos instituciones por considerar son la JPS y el Mideplan, las cuales 

trabajaron en un proceso de adaptación, de su propia estructura organizativa y del 

planteamiento de la PNC, respectivamente. En representación de la JPS se menciona que 

el principal aporte fue una actualización del Manual de Criterios para la Distribución de 

Recursos, que habilita la posibilidad de otorgar apoyo económico a organizaciones 

sociales que atiendan las necesidades de la población en condición de dependencia, y 

que entró en vigor a partir del año 2020. 

Finalmente, el Mideplan se encargó del alineamiento y trazabilidad de la PNC con 

otras políticas públicas vigentes, así como con acuerdos nacionales e internacionales. 

Se menciona que parte de este trabajo consistió en que la PNC estuviera acorde con la 

planificación nacional a mediano y largo plazo, a través de su articulación con el Plan 

Nacional de Desarrollo e Inversión Pública; además, se trabajó también en su articulación 

con los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Cabe mencionar que actualmente para su 

implementación, el Mideplan evalúa y da seguimiento a la PNC por medio del Plan 

Nacional de Desarrollo e Inversión Pública. 
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Proceso de Formulación de la PNC 

Para la elaboración de la PNC, las personas entrevistadas formaron parte de un 

proceso que comenzó formalmente en el año 2017, y que finalizó con la publicación del 

documento oficial de la política, en el año 2021. Durante este lapso, ocurrieron tres 

sucesos importantes que complejizaron este proceso; el primero, el cambio de gobierno 

entre la administración de los expresidentes Luis Guillermo Solís Rivera (2014-2018) y 

Carlos Alvarado Quesada (2018-2022), ambos del Partido Acción Ciudadana; el 

segundo, la pandemia provocada por el COVID-19, que afectó a toda la institucionalidad 

costarricense, especialmente entre los años 2020 y 2021; y el tercero, el Proyecto de Ley 

que se presentó en la Asamblea Legislativa en el año 2020, para la creación del Sistema 

Nacional de Cuidados y Apoyos para Personas Adultas y Personas Adultas Mayores en 

Situación de Dependencia, cuyo texto base se realizó en paralelo a la PNC. 

Tomando en cuenta lo anterior, se consideraron los siguientes aspectos para 

abordar el proceso de formulación de la PNC: el desarrollo de las sesiones de trabajo, 

las particularidades del proceso, la participación de la población meta, la dinámica entre 

las y los actores involucrados, las fortalezas y puntos de mejora del proceso, y la 

viabilidad para la implementación de la política. 

Desarrollo de las Sesiones de Trabajo 

Este apartado pretende dar cuenta de la temporalidad, el espacio y las estrategias 

de incidencia que se emplearon durante el desarrollo de la PNC. 

La formulación de la PNC comenzó formalmente en el año 2017, con el liderazgo 

del MDHIS en su calidad como ente coordinador. En esta primera etapa, y en 
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colaboración con el BID, se establecieron las pautas a seguir durante el proceso, y se 

seleccionó a las instituciones necesarias para darle acompañamiento. 

Una vez conformado el equipo técnico interinstitucional, el MDHIS estuvo a cargo 

de la convocatoria y la agenda a seguir durante las reuniones. La primera reunión tuvo 

lugar a finales del 2018, y sirvió para exponer los motivos para crear una política de 

cuidados y apoyo a la dependencia, explicar el plan de trabajo y resolver las dudas 

iniciales del equipo; sobre este último punto, se menciona que inicialmente existió 

confusión en torno a varios de los nuevos conceptos que fueron introducidos, como lo 

fueron la dependencia funcional y los cuidados de larga duración. Por ejemplo, algunas 

de las personas que conformaron al equipo técnico, inicialmente cuestionaron que la 

PNC no contemplaba a las personas menores de edad como parte de su población meta, 

pero esta discusión fue superada cuando se llegó a un acuerdo sobre qué definición de 

dependencia utilizar. 

A partir de esta primera sesión de trabajo, se coordinó aproximadamente una 

reunión mensual con los miembros del equipo, así como con los asesores contratados 

por el BID. Inicialmente, todas las reuniones se alojaban en las instalaciones del IMAS, 

en el cantón de San José; sin embargo, en el año 2020, las medidas que se tomaron por 

motivo de la pandemia forzaron un cambio a la virtualidad, que se mantuvo hasta la 

publicación del documento oficial de la PNC, en el año 2021. 

Al indagar sobre el contenido de estas reuniones, se menciona que comúnmente 

servían para discutir los temas que fueran de relevancia, llegar a acuerdos entre 

instituciones, avanzar en la coordinación de los procesos de trabajo, revisar asuntos 
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pendientes, y recibir retroalimentación por parte de las personas que conformaban al 

equipo técnico. Sobre este último punto, el MIDHS y el BID consolidaban las 

recomendaciones en un documento, que era enviado de regreso al equipo técnico para 

su revisión; no obstante, es importante aclarar que la incorporación de estas 

recomendaciones quedaba a criterio del MIDHS (Representante de MDHIS, comunicación 

personal, 10 de junio del 2023). 

Sumado a lo anterior, las instituciones que conforman al equipo técnico se 

organizaron en subgrupos de trabajo para atender los ejes estratégicos de la PNC, según 

sus áreas de experticia; en cada uno de estos subgrupos se seleccionó a una persona 

como representante, para que llevara un registro de los avances y sirviera como puente 

entre el subgrupo y la administración del MIDHS. 

Ocasionalmente, algunas reuniones sirvieron también para realizar talleres de 

capacitación, los cuales fueron impartidos por personas expertas internacionales 

contratadas por el BID. Estos talleres permitieron que el equipo técnico se actualizara 

con algunos de los nuevos conceptos, técnicas y herramientas que han surgido en torno 

a la dependencia y los cuidados de larga duración. 

Lo descrito hasta ahora corresponde a las generalidades del proceso, pero 

existieron excepciones. Por ejemplo, dependiendo de los temas que debieran tratarse 

durante una reunión, las instituciones que conforman al equipo técnico tenían libertad 

para decidir si debían enviar a uno o varios representantes; en algunos casos, el MDHIS 

optaba por coordinar reuniones bilaterales con las instituciones que considerara 
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pertinentes, para formalizar los compromisos del plan de acción y construir nuevas 

metas e indicadores. 

En cuanto a la redacción del documento oficial de la PNC, esta labor se delegó al 

equipo asesor del BID, que se encargó de sistematizar todo el proceso, recopilando y 

ordenando los distintos documentos que se produjeron en el transcurso de las sesiones. 

Para la sistematización del proceso, el BID estuvo presente en cada una de las reuniones, 

tanto en las generales como en las bilaterales; sin embargo, no participaba activamente 

en las conversaciones. 

Un último aspecto para considerar es que la PNC no contó con un financiamiento 

propio para su elaboración, ni tampoco para su posterior implementación. Por este 

motivo, el MDHIS planteó una estrategia de redistribución de recursos, a partir de la 

cual, todas las instituciones involucradas debieron hacer sus aportes con los recursos 

que tenían disponibles. 

Particularidades del Proceso de Formulación de la PNC 

Como se menciona en la introducción de este apartado, en el periodo en que se 

elaboró la PNC (2017-2021), surgieron tres eventos clave que influenciaron su 

desarrollo. A continuación, se presentan de forma cronológica y se explica su influencia 

en el proceso. 

Primeramente, en el año 2018, ocurre el cambio de gobierno entre la 

administración de los expresidentes Luis Guillermo Solís Rivera y Carlos Alvarado 

Quesada, ambos del Partido Acción Ciudadana. Aunque los dos gobiernos pertenecieron 

al mismo partido político, esta transición supuso numerosos cambios en la 
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institucionalidad costarricense, de entre los que se destaca la llegada de nuevos jerarcas 

en el MDHIS. 

En el año 2017, la persona encargada de liderar e impulsar la creación de la PNC, 

fue la viceministra de Desarrollo Humano e Inclusión Social, Ana Josefina Güell Durán; a 

partir del año 2018, Francisco Delgado Jiménez asumió su cargo, y fue quien lideró la 

mayor parte del proceso. En cuanto a las instituciones que conforman al equipo técnico, 

si bien atravesaron un periodo de transición similar, estas se integraron al proceso hasta 

finales del 2018, y las personas que fueron seleccionadas en su representación eran, en 

su mayoría, funcionarios y funcionarias que permanecieron en sus puestos de trabajo. 

Al respecto, ocho de las diez personas entrevistadas identificaron al cambio de 

gobierno como un factor que dificultó el avance en el cumplimiento de metas y objetivos, 

pero coinciden en que las sesiones de trabajo se volvieron más eficientes en el año 2019; 

de hecho, la persona entrevistada en representación del MDHIS, menciona que los 

mayores avances se hicieron en este año. 

Posteriormente, en marzo del 2020, el MINSA declaró un estado de emergencia 

nacional en todo el territorio costarricense, debido a la situación de emergencia sanitaria 

provocada por la enfermedad COVID-19. Las medidas preventivas que se tomaron para 

reducir el número de contagios afectaron el desarrollo de las sesiones de trabajo, 

forzando un cambio de la presencialidad a la virtualidad, que se mantuvo hasta la 

publicación del documento oficial de la PNC, en el año 2021. 

Cuando se comparan estas dos modalidades de trabajo, la valoración general de 

las personas informantes es que las sesiones de trabajo virtual eran menos productivas, 
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pero más fáciles de coordinar, logrando así que un mayor número de las personas 

convocadas pudieran asistir a las reuniones. En casos más específicos, como lo fueron 

el INA y la JPS, no se consideró que este fuera un cambio significativo, pues gran parte 

del trabajo realizado ya se hacía de forma remota desde antes de la pandemia; por 

ejemplo, el diseño curricular realizado por el INA, y la actualización del Manual de 

Criterios para la Distribución de Recursos realizado por la JPS. 

Apenas dos meses después de la declaratoria de emergencia nacional, en mayo 

del 2020, se presentó en la Asamblea Legislativa el Proyecto de Ley para la creación del 

Sinca No.10192. Este sistema busca atender las necesidades de la población sujeta de 

cuidados y de la población cuidadora, pero su texto base se realizó en paralelo a la PNC, 

por lo que rápidamente se encontraron inconsistencias entre ambos documentos; en 

respuesta, el MDHIS agendó una reunión con la diputada proponente, Catalina Montero 

Gómez, y con las instituciones que ya formaban parte del equipo técnico, para elaborar 

un texto sustitutivo que fuera armónico con lo que planteaba la PNC. 

Además de este texto sustitutivo, el recorrido histórico de este proyecto en la 

Asamblea Legislativa incluye: un segundo texto sustitutivo, un dictamen unánime 

afirmativo, un texto actualizado, un segundo texto actualizado, y el texto final. El texto 

final fue aprobado en segundo debate, en marzo del 2022, un año después de la 

publicación oficial de la PNC. 

A continuación, se muestra un cuadro comparativo del Proyecto de Ley para la 

creación del Sinca, entre el texto base (2021) y el texto final (2022), enfocado en los 

cambios que guardan relación con la PNC.
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

ARTÍCULO 1- Creación del Sinca  

 

La presente ley crea el Sistema Nacional de Cuidados y Apoyos para 

personas adultas y personas adultas mayores en situación de 

dependencia (Sinca), el cual tendrá como objeto optimizar la ejecución 

de los recursos existentes, incorporar otros recursos necesarios, 

crear, ampliar y articular los servicios de atención general o 

especializada que sean necesarios para garantizar la calidad de vida, 

la atención, los apoyos y el cuidado de personas que están en 

situación de abandono en hospitales y comunidades, personas adultas 

mayores, personas adultas con discapacidad, personas con 

enfermedades progresivas, o enfermedades degenerativas y las 

personas cuidadoras. 

 

Los servicios de atención general o especializada deberán ser 

inclusivos, aprovechando modalidades residenciales, a domicilio, de 

asistencia personal, educativos, de salud, recreativos, nutricionales, 

entre otros (p. 10). 

ARTÍCULO 1- Creación del Sinca  

 

La presente ley crea el Sistema Nacional de Cuidados y Apoyos para 

personas adultas y personas adultas mayores en situación de 

dependencia (Sinca), el cual tendrá como objeto optimizar los recursos 

existentes y articular los servicios de atención general o especializada 

que brindan instituciones públicas y privadas, para garantizar la calidad 

de vida de las personas sujetas de cuidados y de las personas 

cuidadoras.  

 

Los servicios de atención general o especializada deberán ser centrados 

en la persona y en su curso de vida, aprovechando modalidades 

residenciales, a domicilio, de asistencia personal, educativas, de salud, 

recreativas, sociales, psicológicas, entre otras. Lo anterior sin perjuicio 

de hacer efectivo el derecho fundamental a la protección especial del 

Estado por medio de distintas formas de cuidados y asistencia, 

mediante un modelo solidario donde converge la acción del Estado, de 

las comunidades, las familias, las organizaciones sociales y el sector 

privado, como prestadores de los servicios y aportadores de recursos 

al sistema (p. 2). 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

ARTÍCULO 2- Definiciones 

 

Cuidados: las acciones que las personas requieren para satisfacer sus 

necesidades básicas, educativas, de salud, de protección, nutrición, 

recreación, acompañamiento, incluida la estimulación para el 

desarrollo de habilidades, competencias, actividades de vida diaria y 

otras, de conformidad con la edad, tipo de discapacidad, y la 

discapacidad asociada a enfermedad grave o terminal. 

 

Persona cuidadora: persona que realiza acciones de cuidados de 

manera remunerada o no remunerada. 

 

Dependencia: situación en que se encuentran personas que, por falta 

o pérdida de autonomía física, psíquica o intelectual, se ven limitadas 

para realizar las actividades básicas e instrumentales de vida diaria 

por lo que requieren acompañamiento, supervisión, atención directa, 

estimulación para el desarrollo de habilidades o apoyos (p. 11). 

ARTÍCULO 3- Definiciones 

 

Cuidados: las acciones de acompañamiento, apoyo y asistencia que las 

personas requieren para satisfacer sus actividades básicas de la vida 

diaria como las de protección, nutrición, recreación, incluida la 

estimulación para el desarrollo de habilidades, canalización de 

necesidades de atención de la salud, de conformidad con la situación 

de dependencia. 

 

El cuidado se divide en tres tipos de tareas. 

 

Cuidados directos. Todo lo que está relacionado con el trato directo con 

las personas: dar de comer, acompañar a un enfermo, bañar a un niño, 

hablar por teléfono con un familiar para saber cómo se encuentra.  

Precondiciones del cuidado. Aquellas tareas que establecen las 

condiciones materiales para el cuidado directo: hacer la comida, lavar 

la ropa.  

Gestión mental. Este concepto sería mucho más difuso en el momento 

de contabilizar el tiempo invertido. Organizar el tiempo, planificar, 

coordinar tareas y supervisar la de otros. 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

 

Persona cuidadora: persona que realiza acciones de cuidados con o sin 

formación, con o sin remuneración. 

 

Dependencia: es un estado personal donde convergen cuatro 

condiciones que confluyen en limitaciones y carencias entre la 

autonomía personal para vivir de forma independiente:  

a) Que la persona sobrelleve deterioro y falta de autonomía física, 

mental, sensorial, psíquica o intelectual. 

b) Que en razón de esa carencia la persona tenga limitaciones para el 

desarrollo de las actividades básicas e instrumentales de la vida diaria. 

c) Que exista necesidad de cuidado y apoyo de terceras personas para 

desarrollar estas actividades.  

d) Que esta necesidad de cuidado y apoyo sea progresivo o 

permanente.  

 

La medición de la dependencia será determinada según el baremo 

vigente determinado por las autoridades competentes en el país. (pp. 

3-4). 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

ARTÍCULO 3- Población objetivo  

 

La población objetivo del Sinca la constituyen personas que están en 

situación de abandono en hospitales y comunidades, personas adultas 

mayores, personas adultas con discapacidad, personas con 

enfermedades progresivas, personas con enfermedades 

degenerativas con distintos niveles de dependencia, que pueden estar 

o no en condición de pobreza, pobreza extrema o vulnerabilidad 

social. 

 

Se incluye, además, a las personas cuidadoras que requieren 

oportunidades de capacitación, formación para el trabajo, inserción 

laboral, respiro, reconocimiento de su trabajo de cuidados, entre otras 

herramientas que le permitan administrar las responsabilidades de 

cuidados no remunerados y remunerados, cuando estos últimos sean 

indispensables para solventar las necesidades materiales y de 

bienestar personales y de su familia (p. 13). 

ARTÍCULO 4- Población objetivo 

 

La población objetivo del Sinca la constituyen personas adultas y 

personas adultas mayores que están en situación de dependencia, la 

cual será determinada según el baremo que establecen las autoridades 

competentes en el país.  

 

Se incluye, además, a las personas cuidadoras no remuneradas que 

requieren oportunidades de capacitación, formación para el trabajo, 

inserción laboral, autocuidado, reconocimiento de su trabajo de 

cuidados, entre otras herramientas que les permitan administrar las 

responsabilidades de cuidados e insertarse en el mercado laboral (pp. 

5-6). 

ARTÍCULO 6- Conformación  

 

ARTÍCULO 7- Conformación 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

El Sinca estará conformado por el conjunto de políticas, planes, 

programas, proyectos, servicios, recursos, procesos y procedimientos 

de entidades públicas o privadas que ostenten competencia en la 

atención de necesidades de la población objetivo con criterios de 

calidad, oportunidad, accesibilidad e inclusividad (p. 14). 

El Sinca estará conformado por el conjunto de políticas, planes, 

programas, proyectos, servicios, recursos, procesos y procedimientos 

de entidades públicas y privadas que ostenten competencia, o bien, 

entidades públicas que ostenten también rectoría en la atención de 

necesidades de la población objetivo con criterios de calidad, 

oportunidad, accesibilidad e inclusividad.  

 

Incluye servicios a cargo de organizaciones no gubernamentales, 

organizaciones de la economía social y solidaria, con oferta de servicios 

de modalidad educativa, terapéutica, residencial; sea diurna o de larga 

estancia y otros, financiados con recursos públicos (p. 6). 

ARTÍCULO 7- Competencias  

 

a) Articular los servicios de cuidados y apoyos para la población 

objetivo, con criterios de calidad, accesibilidad, oportunidad e 

inclusividad, considerando necesidades y características de esta 

población según edad, discapacidad, condiciones socioeconómicas, 

nivel de autonomía, salud y procedencia geográfica, principalmente. 

 

ARTÍCULO 8- Competencias  

 

a) Articular los servicios de cuidados y apoyos para la población 

objetivo, con criterios de calidad, accesibilidad, oportunidad e 

inclusividad, considerando necesidades y características de esta 

población según edad, discapacidad, condiciones socioeconómicas, 

nivel de autonomía, salud, locación geográfica, etnia, nacionalidad, 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

n) Otras que le asigne el Poder Ejecutivo (pp. 14-16). orientación sexual e identidad sexual y de género, lugar de residencia, 

principalmente. 

 

ñ) Promover la consulta y participación de la población objetivo en la 

construcción de políticas públicas, de conformidad con los mecanismos 

establecidos en la institucionalidad pública. (pp. 7-8). 

ARTÍCULO 9- Creación  

 

Se crea la Secretaría Técnica del Sinca, la cual funcionará como una 

dependencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que tendrá 

la potestad de ubicarla en la estructura técnica y administrativa de la 

institución (p. 16). 

ARTÍCULO 10- Creación  

 

Se crea la Secretaría Técnica del Sinca, la cual funcionará como una 

dependencia técnica y administrativa del Instituto Mixto de Ayuda 

Social, incorporada a su estructura.  (p. 8). 

ARTÍCULO 12- Funciones  

 

h) Coordinar la Comisión Técnica Interinstitucional.  

 

i) Otras que, por reglamento, le asigne el Poder Ejecutivo (p. 17). 

ARTÍCULO 13- Funciones  

 

i) En lo concerniente al sistema, elaborar y dar seguimiento al 

organigrama de procesos de las instituciones participantes en el 

andamiaje de los cuidados, desde que se solicitan los cuidados y 

apoyos hasta que se reciben, y se realice el seguimiento respectivo. 
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

j) Dar seguimiento a los resultados de investigaciones y evaluaciones 

técnicas sobre cuidados y apoyos en todo el país, para garantizar 

mejoras en la calidad de las diferentes prestaciones del Sinca. Lo 

anterior en coordinación con la Dirección General de Desarrollo Social 

y Asignaciones Familiares, en lo correspondiente (p. 9). 

No se contempla. ARTÍCULO 15- Posibilidad de pago compartido 

 

La Secretaría Técnica, en conjunto con el Consejo Nacional de la 

Persona Adulta Mayor y el Consejo Nacional de Discapacidad definirán 

los requisitos, mecanismos, presupuestos para la valoración de acceso 

a modalidades de pago compartido, considerando las posibilidades 

económicas de la población objetivo y las competencias de las 

instituciones involucradas en su ejecución (p. 10). 

ARTÍCULO 16- Integración 

 

La Comisión Técnica Interinstitucional estará integrada por una 

persona representante de las instituciones que se indican a 

continuación:  

 

ARTÍCULO 17- Integración 

 

La Comisión Técnica Interinstitucional estará integrada por una persona 

representante de las instituciones que se indican a continuación:  

a) El Instituto Mixto de Ayuda Social (que la coordinará).  

b) El Consejo Nacional de Cuidados Paliativos.  
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Tabla 4  

Modificaciones al Proyecto de Ley para la creación del Sinca 

Texto base Texto final 

a) Presidencia de la República.  

b) Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (que la coordinará).  

c) Ministerio de Salud Pública.  

d) Ministerio de Educación Pública. 

e) Junta de Protección Social.  

f) Instituto Mixto de Ayuda Social (p. 18). 

c) El Ministerio de Educación Pública.  

d) La Junta de Protección Social.  

e) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  

f) La Caja Costarricense de Seguro Social.  

g) El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad.  

h) El Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor. 

i) El Instituto Nacional de las Mujeres. 

j) El Instituto Nacional de Aprendizaje. 

k) El Instituto de Fomento y Asesoría Municipal.  

l) El Sistema Nacional de Información de Registro Único de Beneficiarios 

del Estado (pp. 10-11). 

Nota. Asamblea Legislativa 
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Como se puede apreciar, gran parte del lenguaje y las definiciones que se 

emplearon originalmente fueron modificados, incorporando también algunos conceptos 

nuevos, tales como el autocuidado, el género, la orientación sexual y la identidad sexual, 

en correspondencia con lo propuesto en la PNC, que parte de un enfoque de derechos 

humanos y de perspectiva de género. 

En cuanto a la organización del Sinca, se destaca el cambio de la Secretaría 

Técnica, que pasó del MTSS al IMAS; al respecto, es importante recordar que el MDHIS 

es una extensión del IMAS, por lo que esta decisión permite que exista una mejor 

coordinación entre la PNC y el Sinca. 

Se destacan también algunas de las nuevas funciones de la Secretaría Técnica del 

Sinca, como lo son el seguimiento y evaluación de sus prestaciones, así como la 

coordinación de los mecanismos de pago compartido. De parte de la Comisión Técnica, 

se incluyeron varias de las instituciones que ya formaban parte del equipo técnico de la 

PNC. 

Participación de la Población Meta 

La PNC tiene el objetivo de implementar un sistema de atención para las personas 

en situación de dependencia, pero en su documento oficial no se especifica si esta 

población participó activamente en su formulación. En dicho documento, únicamente se 

menciona un estudio que fue financiado por el BID en el año 2018, en el que se realizaron 

11 círculos de diálogo en diferentes regiones del país, e integrantes de diversas 

comunidades (aproximadamente 280 personas en total) compartieron su experiencia y 
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visión sobre las necesidades de atención y apoyo a la dependencia que existen en los 

hogares (Instituto Mixto de Ayuda Social, 2021). 

Los círculos de diálogo abrieron un espacio de escucha participativa, en el que la 

población meta pudo dar su opinión en torno a los temas que aborda la PNC; sin 

embargo, no se menciona que existieran espacios en los que pudieran opinar sobre su 

desarrollo. Al respecto, las personas entrevistadas indicaron que la población meta no 

fue consultada durante el desarrollo de la PNC, sino que sus necesidades fueron 

contempladas a partir de las recomendaciones de las instituciones que conforman al 

comité. 

Según se explica, el instrumento del baremo se diseñó para realizar este tipo de 

consultas, pero la construcción de este instrumento se llevó a cabo durante el desarrollo 

de la PNC, por lo que no fue posible emplearlo con este fin. 

Dinámica entre los Actores Sociales 

Otro importante aspecto de la formulación de la PNC, es la dinámica entre los 

actores sociales que participaron en el proceso, entendida como su relación e 

interacciones. En este apartado, y en su calidad como ente coordinador, el MDHIS 

mantuvo comunicación directa con las personas representantes de cada una de las 

instituciones y guio sus aportes a lo largo del proceso.  

Según las personas entrevistadas, el MDHIS se comunicaba regularmente con las 

instituciones que conforman al equipo técnico para coordinar reuniones, solicitar 

información, y supervisar el avance en el cumplimiento de metas y objetivos. Con 
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respecto a las reuniones, estaba a cargo de la agenda y establecía la metodología de 

trabajo.  

En esta dinámica, el equipo técnico tuvo un rol más pasivo, participando de las 

discusiones, brindando asesoría según sus áreas de experticia, y elaborando el material 

que era solicitado. Se menciona que existía apertura para que sus miembros apelaran 

las decisiones con las que estuvieran en desacuerdo, pero que la decisión siempre recaía 

en el MDHIS. 

El caso del BID fue similar, en cuanto a su rol fue de asesoría y acompañamiento, 

pero se diferencia en que también estaba a cargo de la elaboración del documento oficial 

de la PNC, así como de la logística de algunos procesos de trabajo, como lo fueron las 

capacitaciones impartidas por las y los expertos contratados. Por este motivo, el MDHIS 

tuvo una colaboración más estrecha con el equipo asesor del BID, aunque estos últimos 

no participaran activamente en las discusiones o en la toma de decisiones. 

Otro punto de interés es la dinámica de trabajo entre el BID y el equipo técnico, 

que estuvo mayormente orientada a la redacción de la PNC; en este aspecto, el equipo 

asesor del BID se comunicaba regularmente con las y los representantes de las diferentes 

instituciones para solicitar información, y una vez finalizado el primer borrador del 

documento, este les fue compartido para recibir retroalimentación. Adicionalmente, se 

menciona que el BID realizó trabajo de campo para la validación del instrumento del 

baremo, y que algunas de las instituciones que conforman al equipo técnico colaboraron 

en estas actividades; sin embargo, no se especifica cuáles instituciones estuvieron 

involucradas, ni tampoco cuáles sus aportes. 
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En cuanto al equipo técnico, la interacción entre sus miembros estuvo sujeta al 

trabajo que se realizaba durante las reuniones, sobre todo a partir de los subgrupos de 

trabajo que se organizaron para atender los ejes estratégicos de la PNC. Como se 

menciona en este capítulo, para cada uno de estos subgrupos se seleccionó a una 

persona como representante; no obstante, es importante aclarar que las y los 

representantes de los subgrupos mantenían una relación de poder horizontal con los 

demás integrantes, y que todas las decisiones eran colegiadas. 

Viabilidad para la Implementación de la PNC 

En este punto, se tomarán en cuenta como elementos centrales sus fuentes de 

financiamiento, así como la voluntad política para dar atención a la dependencia; ya que, 

de acuerdo con las entrevistas realizadas, ambos son determinantes para el 

cumplimiento de las metas propuestas. 

En cuanto a la PNC, destaca que, si bien muestra un marco jurídico y teórico 

sólido, al mismo tiempo, no aborda el tema del financiamiento que se requiere para 

alcanzar las metas y objetivos planteados, es por esta razón que una de las preguntas 

centrales realizadas a las personas entrevistadas se orientaba a entender cuál sería el 

motor financiero que haría avanzar el accionar de las instituciones en el marco de la 

PNC. 

La mayoría de las personas entrevistadas consideran el tema del financiamiento 

como un obstáculo que afecta la viabilidad de la PNC; entre las principales aseveraciones, 

y las más preocupantes, es que la política no podrá operar óptimamente sin un 

financiamiento propio, o su impacto no será el esperado. Aun así, según la información 
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obtenida, la posibilidad de generar fondos frescos a través de impuestos fue descartada 

dentro de los debates, en especial debido a que en contexto de pandemia no se 

consideró conveniente ampliar la recaudación, ya que esto podría generar malestar 

dentro de la crisis económica. 

Esta preocupación puede apreciarse en comentarios como “si nosotros 

quisiéramos avanzar, ser efectivos con el tema de la implementación de la política, 

deberíamos tener más fuentes de recursos, nuevas fuentes de recursos que sean 

sostenibles en el tiempo y que puedan permitir brindar estos apoyos” (Representante 

del CONAPAM, comunicación personal, 17 de agosto de 2023). “Entonces eso ha ido 

como un poquito lento, pero el asunto también es no solamente un tema de recurso 

humano, de cómo se implementan las políticas, sino también la sostenibilidad 

económica” (Representante del INAMU, comunicación personal, 26 de agosto de 2023). 

Por lo tanto, para la mayor parte de las personas entrevistadas, la viabilidad de 

la PNC dependerá de la inversión que se quiera hacer en prestaciones sociales, pero 

coinciden en que la tendencia es dar prioridad a otros sectores o intereses, siendo así 

que, a falta de un financiamiento específico para la atención de la dependencia, se 

consideró que las instituciones involucradas redistribuyeran parte de sus recursos para 

asignarlos a la PNC.  

De acuerdo con las personas informantes, para muchas de estas instituciones 

existía un impedimento legal o financiero para adoptar esta propuesta de 

financiamiento, ya que usualmente cuentan con fondos muy limitados que apenas 

alcanzan para satisfacer en alguna medida las necesidades que actualmente atienden. 
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Esta preocupación puede apreciarse en comentarios como “yo le veo muy poca 

viabilidad, porque ya hoy mismo las organizaciones se quejan de que no les está 

alcanzando la plata” (Representante del JPS, comunicación personal, 13 de julio de 

2023).  

Asimismo, estrechamente relacionado con lo anterior, las personas entrevistadas 

destacan la importancia de la voluntad política. Uno de los aspectos centrales es la falta 

de iniciativa estatal para crear las condiciones necesarias y base para que la PNC pueda 

operar. En primer lugar, es importante destacar que, como alternativa a la carencia de 

financiamiento, se propuso la unificación de los esfuerzos institucionales que se 

encontraban aislados:  

hay maneras de avanzar en esta política nacional de cuidados y es 

reestructurando o poniéndonos de acuerdo en lo que ya tenemos y tratar de 

ser también efectivos en lo que ya tenemos. Entonces, no porque no se tenga 

recurso no voy a aplicar la política, podríamos empezar, hay mucho de 

articulación y de coordinación entre las instituciones que cuesta tanto, pero 

empecemos por ahí. (Representante del CONAPAM, comunicación personal, 17 

de agosto de 2023) 

Lo anterior es congruente con la resistencia al cambio que se menciona y 

visualiza dentro de algunas instituciones al analizar la información, en especial la 

resistencia al trabajo interinstitucional que propone la PNC. Esto se expresa 

concretamente cuando se menciona “esto se va a llevar su rato en operar como una 

buena maquinita ya afilada, o sea, va a costar, está costando ahorita, habría que ver 
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después de la capacitación del baremo que nuevas nos traerá” (Representante del JPS, 

comunicación personal, 13 de julio de 2023). 

Otro elemento que se menciona es la carencia del baremo, instrumento necesario 

para mapear la situación de la dependencia en Costa Rica, y que no estuvo disponible 

durante la elaboración de la PNC, limitando así la participación de la población meta 

durante el proceso. 

Los problemas que se reportan con relación al financiamiento y a la voluntad 

política para la implementación de la PNC, responden a un contexto en el que, como 

parte de la lógica neoliberal, se limita la participación del Estado en aquellos aspectos 

que no se consideran esenciales para la reproducción del sistema capitalista; en 

consecuencia, la inversión pública se ve afectada por recortes presupuestarios, y las 

políticas sociales se ven reducidas a estrategias de corte asistencialista, que no atienden 

las necesidades de las personas usuarias de forma satisfactoria. 

Fortalezas y Aspectos por Mejorar del Proceso de formulación de la PNC 

Con relación a las fortalezas del proceso, se logra identificar que, a pesar de que 

la PNC se creó en un contexto de pandemia, crisis económica y restricción 

presupuestaria para las instituciones, todas las personas entrevistadas señalaron puntos 

favorables. 

En primer lugar, se destaca la participación de las y los profesionales, así como 

de las instituciones pertinentes y necesarias para que el proceso pudiese aterrizar en 

una política acabada y funcional. Al respecto, se menciona que fomentar el trabajo 

interinstitucional fue una de las mayores fortalezas, aunque este esfuerzo resultara 
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desafiante. En palabras de una de las personas entrevistadas, significó una fortaleza el 

“incluir a todas las instituciones que están en el sistema, o que deberían estar en el 

sistema. Creo que también hubo una buena iniciativa, aunque tal vez no tuvo los efectos 

esperados” (Representante del CONAPDIS, comunicación personal, 9 de agosto de 2023). 

       Inclusive, aunque se logró identificar algunas resistencias y dificultades en el 

proceso de participación, mismas que se abordan más adelante en este apartado, al 

menos dos de las personas entrevistadas destacaron el compromiso de las personas 

presentes a lo largo del proceso; una de ellas, además, subrayó el liderazgo de Francisco 

Delgado, viceministro del MDHIS, e indicó que “fue una participación muy activa de los 

actores que nos involucramos, siempre llegamos a donde tuviéramos que ir, todos con 

esas ganas de participar activamente, de que las cosas salieran, se dieran de la mejor 

manera” (Representante del CONAPAM, comunicación personal, 17 de agosto de 2023). 

       En segundo lugar, se destaca como fortaleza el posicionamiento de la 

dependencia y los cuidados de larga duración en la agenda pública, lo que coloca a Costa 

Rica como el segundo país latinoamericano en abordar esta temática a través de la 

política pública, y permite que “lo veamos ya no como un tema que se resuelve y está en 

el espacio privado de las familias” (Representante del INAMU, comunicación personal, 

26 de agosto de 2023), lo que responde al enfoque de género y a la corresponsabilidad 

social del cuido que se plantean en la PNC. Las personas entrevistadas coinciden en que 

el fin último de la política es loable, y que aborda un tema realmente necesario de 

atender, considerando el acelerado ritmo de envejecimiento poblacional. 
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       En tercer lugar, y como complemento del punto anterior, también destaca como 

fortaleza que en el país se cuenta con un amplio marco teórico y normativo que respalda 

la formulación de la PNC, además que, como parte del proceso, existió una amplia 

investigación y recopilación de datos que justifican la política para Costa Rica. 

       Como último aspecto, en dos ocasiones se menciona que la flexibilidad 

metodológica y la organización del trabajo facilitó la participación y la toma de acuerdos 

entre las instituciones. En relación con este punto destaca, por ejemplo, que se 

procuraba tener una jerarquía en la que se implementaron comisiones de trabajo con 

diferentes niveles, lo que quiere decir que unos actores estaban más cerca de la toma 

de decisiones y otros de la parte operativa, lo que permitía el avance en cada una de las 

tareas asignadas para completar la PNC dentro de un rango de tiempo relativamente 

corto. 

       En contraparte, con relación a los aspectos por mejorar, se menciona nuevamente 

la carencia de financiamiento propio para la política, donde se subraya la negativa de 

crear nuevos impuestos, pues en el momento de crisis en el que se estaba dando debate 

al respecto se consideró que esto podría restar viabilidad a la PNC. 

Las personas entrevistadas, en su mayoría, coinciden en que es necesaria una 

fuente sostenible de financiamiento a través del tiempo, que sea acorde a las 

expectativas de crecimiento de la población meta. Una de las personas entrevistadas lo 

expresa de la siguiente manera: 

Nosotros al ser entes estatales no tenemos tanta facilidad para ampliar el 

recurso, tanto económico como humano, como para lograr escalar los resultados 
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de esta política como uno desearía. Entonces el tema de los recursos se podría 

mejorar a futuro, evidentemente si las condiciones económicas del país lo 

permiten, y si hay una disposición política para eso también. (Representante del 

INA, comunicación personal, 11 de agosto de 2023) 

Si bien la coordinación interinstitucional para algunos fue el elemento de mayor 

importancia dentro de la formulación, tres de las personas entrevistadas destacan los 

siguientes aspectos: 

• Por parte de algunas instituciones hubo un compromiso “muy tibio” o tuvieron 

muy poca disciplina por lograr mantener y asegurar la política. 

• El tiempo en contra fue un aspecto que pudo afectar la participación, “porque los 

procesos que se llevaban había que articularlos entre las instituciones, había que 

cuadrar agendas a lo interno de cada institución y entre instituciones, entonces, 

eso hacía que a veces se ralentizaran los procesos” (Representante del INA, 

comunicación personal, 11 de agosto de 2023). 

• Que no en todas las ocasiones se tuvieron en cuenta las particularidades de cada 

institución. 

• La metodología de participación propuesta limitó a las instituciones para hablar 

ampliamente de su visión y postura a lo largo del proceso. 

Con relación a lo anterior, también se menciona la comunicación entre las y los 

actores, pues las personas que conformaron al equipo técnico no estuvieron presentes 

desde el inicio del proceso, lo que generó en algunas ocasiones, retrocesos para lograr 

acuerdos. De la misma manera, se indicó que dentro del mismo equipo técnico se 
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manejaba información incompleta o contradictoria, particularmente sobre la dinámica 

que se estableció para la participación de las diferentes instituciones, lo que entorpeció 

el avance en el cumplimiento de metas y objetivos. 

Una de las personas entrevistadas planteó la necesidad de trascender la fórmula 

de importar políticas de otros países, en respuesta a que la PNC adopta estrategias de 

otros modelos de atención a la dependencia, especialmente del modelo español, lo que 

no responde necesariamente a las necesidades particulares del país. De igual modo, se 

señala que la PNC y la Ley de creación del Sinca debieron desarrollarse de manera 

conjunta, para así evitar la duplicidad de esfuerzos en una misma dirección. 

Por último, una de las personas entrevistadas menciona que debió existir una 

mayor difusión sobre la PNC, lo cual expresó diciendo que: 

El IMAS no ha logrado hacer lo suficiente, por ejemplo, un tema muy importante 

es la divulgación. Por sugerencia de MIDEPLAN se estableció el contacto con 

todas las unidades de comunicación de los entes ejecutores. Hay un desafío de 

formar en el tema de equidad a todas las unidades de comunicación, de hacer 

infografías, etc. (Representante del MIDEPLAN comunicación personal, 23 de 

junio de 2023) 

En síntesis, los puntos que se desarrollan en los dos apartados del presente 

capítulo permiten conocer a profundidad las generalidades y particularidades del 

proceso de formulación de la PNC; de igual forma, ofrecen insumos para identificar 

cuáles fueron los factores políticos que determinaron dicho proceso. 
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Al respecto, destacan aspectos tales como: el rol protagónico que tuvieron el 

MDHIS y el BID en el proceso de formulación de la PNC, el tipo de organización que se 

empleó para su elaboración, y el impacto de los factores externos que se presentaron 

durante su desarrollo. 

Capítulo V: Los Factores Políticos que Determinaron la Formulación de la PNC 

Los hallazgos que se obtuvieron a partir de la revisión documental y de los 

aportes de las personas entrevistadas, permiten identificar los factores políticos que 

impulsaron la creación de la PNC, y que determinaron su proceso de formulación. 

En primera instancia, el envejecimiento poblacional se ha convertido en un foco 

de preocupación a nivel internacional, pues se trata de un fenómeno reciente y, en cierta 

medida, desconocido en cuanto a la totalidad de sus implicaciones; como tal, amerita 

que se tomen medidas para abordarlo y contrarrestar así el impacto social y económico 

que trae consigo, esto como resultado del aumento en la población en situación de 

dependencia. Estos temas han cobrado relevancia en la agenda pública de múltiples 

naciones, y en algunos casos, como Uruguay y Costa Rica, impulsados por organismos 

internacionales. 

 Ahora bien, para abordar el envejecimiento y la dependencia es necesario 

problematizar la lógica del sistema capitalista, en donde la producción de cualquier 

actividad económica es impulsada por la fuerza de trabajo, y como en toda contradicción 

propia de dicho sistema, excluye de forma sistemática a ciertos grupos poblacionales 

según las necesidades del propio capital. Entre estos grupos poblacionales se encuentra 

la población adulta mayor, cuya exclusión puede explicarse a partir del “viejismo”, 
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concepto acuñado por Robert Butler en 1968, que adquiere sentido dentro de un sistema 

en el que la fuerza de trabajo es tan desechable como el producto final de su propia 

explotación.  

Según Ludi (2011), el viejismo es un concepto que recoge una serie de prejuicios 

y estereotipos que se aplican a las personas adultas mayores, y que le atribuyen una 

carga negativa a las necesidades que surgen como resultado natural del envejecimiento. 

El viejismo representa un problema para las personas adultas mayores, pues conforme 

resultan menos “productivas”, son altamente pauperizadas producto de la exclusión.  

Los procesos de envejecimiento en situación de pobreza, sin acceso a 

determinados recursos y servicios, se vuelven altamente problemáticos para los 

viejos y sus familias, al interior de un movimiento de producción y reproducción 

social en el que casi siempre han estado involucrados: la no posibilidad ni opción 

de un trabajo estable realizado desde la idea de creación y producción que le 

brinde ciertas “seguridades” en términos de protección social adecuada. (Ludi, 

2011) 

Teniendo presente lo anterior, se debe traer a colación el papel del Estado como 

figura medular en la organización de la sociedad, donde no solo es responsable de 

perpetuar necesidades a favor de grupos de poder, sino también de crear las estrategias 

necesarias para darles respuesta, contradicción que usualmente se concreta en las 

políticas públicas y sociales al ser instrumentos implementados para atender las 

demandas de los grupos sociales sin comprometer el orden hegemónico.  
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Así las cosas, de acuerdo con la información obtenida a través de las entrevistas, 

es posible reflexionar sobre la PNC como una medida urgente ante las preocupantes 

proyecciones en torno al cambio demográfico y su impacto sobre el sistema de salud, la 

seguridad social y la economía, aspecto que fue subrayado en múltiples ocasiones por 

las personas entrevistadas. 

Ahora bien, los principales aportes de esta política, tales como el planteamiento 

de la atención integral de la dependencia, la corresponsabilidad del cuidado, el 

fortalecimiento interinstitucional y la mejora de la oferta de servicios, deben enmarcarse 

en un Estado que, si bien busca la satisfacción de necesidades, lo hace garantizando la 

estabilidad monetaria y la disciplina presupuestaria, por lo que no es de extrañar que 

esta política fuera publicada sin un presupuesto definido y se optara por plantear una 

estrategia de redistribución de recursos, misma razón por la que, a pesar de que las 

personas entrevistadas consideran a la PNC un logro en sí mismo, al tratarse de un 

primer esfuerzo por abordar los cuidados en personas con dependencia, a su vez son 

enfáticos en que es poco viable no tener una partida presupuestaria específica, pues no 

se puede comprometer recursos institucionales que son limitados. 

Asimismo, debe evidenciarse que los Estados actuales no se ven organizados y 

transformados solo por su contexto particular, pues los intereses de la hegemonía a la 

que atienden trascienden las fronteras debido a la globalización del capital. Por lo tanto, 

no debe omitirse la influencia internacional en el desarrollo de la PNC, ya que, al ser una 

política incipiente y un tema reciente a nivel nacional, el BID no solo se limitó a impulsar 

su creación, sino que también, a través de su equipo de asesores, tuvo una gran 
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influencia en todas las etapas de su desarrollo; de acuerdo con la información obtenida, 

se encargó de sistematizar las experiencias más exitosas en materia de atención a la 

dependencia a nivel internacional para adaptarlas al contexto costarricense, contrató a 

profesionales de otros países para realizar talleres de capacitación, financió la 

elaboración del instrumento del baremo y se encargó de la redacción del documento 

oficial de la PNC.  

Cabe mencionar también que la decisión del BID de colaborar con la formulación 

de la PNC no estuvo mediada únicamente por la necesidad de atender el acelerado 

envejecimiento poblacional, sino que también se contemplaron una serie de factores 

favorables ya existentes a nivel nacional. Por ejemplo, a pesar de no contar con ningún 

tipo de legislación específica en torno a la dependencia o los cuidados de larga duración, 

Costa Rica dispone de un amplio marco normativo para la creación de un sistema de 

cuidado y atención a la dependencia, así como de las instituciones necesarias para su 

operacionalización.  

Como resultado de esta influencia, la comprensión de la dependencia y las 

labores de cuido se benefició de teoría más actualizada, lo que se puede apreciar en los 

cambios que se realizaron a la Ley de creación del Sinca para subsanar sus diferencias 

con la PNC; no obstante, para la delimitación de metas y objetivos no parecen haberse 

contemplado las posibilidades reales de las instituciones que deben implementarla, tal 

y como demuestra el problema de financiamiento. 

Por otra parte, uno de los aspectos más evidentes a lo largo del análisis de la 

información es que, a pesar de que la formulación de políticas públicas está pensada 
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para diseñar una estrategia que brinde satisfacción a las necesidades de una población 

meta y que, por ende, su participación debería ser un elemento central para generar 

soluciones pertinentes, identificar y evitar riesgos, generar confianza y transparencia 

(MIDEPLAN, 2023), lo cierto es que para la creación de la PNC no se integró a personas 

cuidadoras o en situación de dependencia. 

Con relación a lo anterior, se reconoce que la ausencia del baremo durante el 

desarrollo de la PNC dificultó la consulta hacia la población meta, pues no se contaba 

con un instrumento que permitiera medir la dependencia en Costa Rica; no obstante, es 

importante señalar que existían otros mecanismos mediante los que se podía realizar 

este tipo de consultas, aprovechando el contacto que tienen instituciones como el 

CONAPAM, el CONAPDIS, el INAMU y la CCSS con las poblaciones que se contemplan. Se 

considera, por lo tanto, que la poca o nula participación de la población meta supone 

un sesgo para la formulación de la PNC, así como para su eventual implementación. 

Aun así, como parte de la formulación se debe destacar el posicionamiento de 

los cuidados y la atención a la dependencia en la agenda pública, así como los estudios 

que se realizaron para conocer la situación de la dependencia en Costa Rica, lo que 

permitió romper con muchas de las resistencias institucionales que dificultan la atención 

de las personas con dependencia y las personas cuidadoras. 

En cuanto a la colaboración entre el MDHIS y el BID, otro importante factor a 

considerar fueron las estrategias metodológicas que se escogieron para la elaboración 

de la PNC. Ya se discutieron algunos aspectos de esta metodología, en particular los 
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relacionados al contexto en el que surge la política; sin embargo, las decisiones que se 

tomaron en este apartado fueron igualmente determinantes en su desarrollo. 

En primera instancia, se destacan varias de las decisiones que giraron en torno 

al equipo técnico interinstitucional, comenzando por la selección de las instituciones 

que lo conforman. Como se puede apreciar en el apartado de caracterización de actores, 

todas las instituciones que se integraron a este proceso guardan relación con uno o 

varios de los cinco ejes estratégicos de la PNC, y algunas fueron seleccionadas 

específicamente para atender dichos ejes; al respecto, se considera que participaron las 

instituciones pertinentes para la construcción e implementación de la política, 

orientadas a la prestación de servicios, a la calidad y empleabilidad, a la gestión de 

recursos y a la inteligencia de los datos. 

Las personas entrevistadas coinciden con el punto anterior, pero es importante 

recordar que, durante las primeras sesiones de trabajo, se cuestionó que la PNC no 

contemplaba a las personas menores de edad, ni a las instituciones que atienden sus 

necesidades; a excepción de aquellas que cuentan con una discapacidad que limite su 

autonomía, en concordancia con su etapa del desarrollo. Esta decisión corresponde a la 

definición de dependencia expuesta en la PNC (2021), en donde se comprende como:  

una situación permanente o prolongada en que vive una persona que ha 

perdido su autonomía física, mental, intelectual o sensorial, lo cual le impide 

realizar por sí misma, al menos una de sus actividades básicas de la vida diaria 

sin apoyo de otra persona, de manera prolongada en el tiempo. (p.33) 
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Tal y como se aborda en el apartado teórico de la presente investigación, esta 

definición refiere a la dependencia funcional, y engloba a los tres grupos poblacionales 

que son más susceptibles a desarrollarla: las personas con discapacidad, las personas 

adultas mayores y las personas con enfermedades crónicas. Se excluye, por lo tanto, a 

las personas menores de edad siempre que no posean una discapacidad, pues no se 

considera que la dependencia de niñas, niños y adolescentes sea permanente o 

prolongada en el tiempo. Es por este motivo que, con relación a las instituciones que 

prestan servicios a personas con dependencia, en el equipo técnico interinstitucional se 

incluyó al CONAPDIS, al CONAPAM y la CCSS, pero se excluyó al PANI, a la Red CUDI y a 

los CEN-CINAI. 

Actualmente son pocos los países que cuentan con un sistema de cuidado y 

atención a la dependencia, y los principales referentes se encuentran en Europa; aun así, 

debe destacarse que en su mayoría utilizan la definición de dependencia funcional, que 

es avalada también por organismos internacionales como la OMS y la OCDE. En este 

aspecto, puede reconocerse nuevamente la influencia internacional por parte del BID, 

pues esta y otras de las definiciones que se muestran en la PNC surgen a partir de sus 

recomendaciones.  

Cabe mencionar que, aunque sea la más ampliamente utilizada, esta no es la 

única definición válida, y algunos de estos sistemas sí contemplan a las personas 

menores de edad como parte de su población meta. Por ejemplo, la ley de creación del 

SNIC (2015) en Uruguay comprende la dependencia como: 
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el estado en que se encuentran las personas que requieren de la atención de 

otra u otras personas o ayudas importantes para realizar actividades básicas y 

satisfacer necesidades de la vida diaria. (p.33)  

En la presente investigación se considera que la definición de dependencia 

funcional es más acertada, pues se reconoce una diferencia sustancial entre las 

necesidades de cuidado que se asocian a las etapas de la niñez y de la adolescencia, y a 

las que surgen como resultado de la pérdida de autonomía física, mental, intelectual o 

sensorial. 

Ahora bien, tan importante como la selección de las instituciones que 

conforman al equipo técnico interinstitucional, fue la selección de sus representantes. 

En este aspecto, el criterio de selección “libre” por el que se optó es, a priori, el más 

práctico, porque permite a las diferentes instituciones escoger a sus representantes 

según sus posibilidades, en concordancia con los temas a tratar durante las sesiones 

de trabajo; sin embargo, resulta contraproducente cuando no existe continuidad en la 

participación de sus representantes, ya que al integrarse una nueva persona al 

proceso, esta debía ponerse al tanto sobre el trabajo realizado, limitando así su 

participación y la calidad de sus aportes. 

La alternativa habría sido optar por un criterio de selección más estricto, pero 

esto habría retrasado el avance en la formulación de la PNC, quizá al punto de ser 

insostenible; inclusive, podría haber imposibilitado la participación de algunas 

instituciones. Se considera, por lo tanto, que el criterio de selección “libre” tiene sus 

limitaciones, pero fue la opción más viable en este contexto específico. 
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Algo similar ocurre con el rol que se asignó a estas instituciones al conformar 

al equipo, que como su nombre indica, fue de asesoría técnica. La constitución de 

comisiones técnicas interinstitucionales es muy común en la elaboración de políticas 

públicas en Costa Rica, y el Mideplan (2023) las describe como: 

una instancia formada para sistematizar los aportes públicos y privados 

responsables o colaboradores de la ejecución de las intervenciones. Es una 

instancia coordinada por el ente a cargo de la temática de la PP, encargada de 

definir las orientaciones que permitan visibilizar los logros y rezagos de la PP 

y el conjunto de intervenciones priorizadas en su plan de acción, así como los 

pasos afirmativos en la rendición de cuentas, el seguimiento y la evaluación. 

Este mecanismo puede también aprovechar los espacios de representación 

existentes que cumplan con el rol de dar seguimiento a las PP en su 

implementación para llegar a resultados para la mejora de la situación de las 

personas y alcanzar los objetivos. (p.52)  

En concordancia con lo anterior, las instituciones emitieron su criterio técnico 

a través de reuniones o aportes escritos, según lo que solicitara el MDHIS. Al respecto, 

se considera que su rol en este proceso fue el más adecuado, pero se reconoce que la 

participación de las personas que conformaron al equipo técnico interinstitucional fue 

limitada, pues no tuvieron peso en la toma de decisiones, y no todas sus 

recomendaciones quedaron plasmadas en la publicación de la PNC; aun así, su 

contribución fue fundamental para su desarrollo, y la persona entrevistada en 

representación del MDHIS destaca sus aportes afirmando lo siguiente: 
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Nos apoyamos mucho en ese comité técnico interinstitucional para ir moviendo 

lo que se requería de todas las instituciones. Muy poco se ejecutaba o 

implementaba desde el IMAS, sino que era una implementación conjunta 

(Representante del MDHIS, comunicación personal, 10 de mayo de 2023).  

Regresando a la coyuntura que acompañó al proceso de formulación de la PNC, 

resulta menester abordar la influencia que tuvieron el cambio de gobierno entre la 

administración de los expresidentes Luis Guillermo Solís Rivera y Carlos Alvarado 

Quesada, la pandemia provocada por el COVID-19, y el Proyecto de Ley que se 

presentó en la Asamblea Legislativa para la creación del Sinca.  

En un primer momento, el periodo de transición entre gobiernos supuso un 

retraso en la formulación de la PNC, que se vio reflejado en la tardía incorporación del 

equipo técnico interinstitucional, a finales del año 2018, aproximadamente un año 

después de que comenzara formalmente el proceso; posteriormente, en el año 2020, 

la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 desplazó 

las sesiones de trabajo de la presencialidad a la virtualidad, lo que supuso igualmente 

un retraso en el cumplimiento de metas y objetivos, pues se menciona que estas 

reuniones fueron por lo general menos productivas. Ambos escenarios obstaculizaron 

el progreso en la formulación de la PNC, pero no se reconoce por parte de las personas 

entrevistadas un impacto negativo en el producto final. 

El escenario que planteó el Proyecto de Ley para la creación del Sinca fue 

particular, ya que si bien coincidió temporalmente con la formulación de la PNC, e 

incluso se coordinó una reunión entre el MDHIS, el equipo técnico interinstitucional y 
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la diputada proponente para elaborar un texto sustitutivo que fuera armónico con esta 

misma, no se identifica que afectara su desarrollo; al contrario, fue la PNC la que 

influyó en el proyecto, como se puede apreciar en el cuadro comparativo de la Tabla 

4. Dicho lo anterior, es importante señalar la desorganización que se presentó a lo 

interno del PAC, pues dos instancias de un mismo partido político comenzaron a 

trabajar en la elaboración de un sistema de cuidado y atención a la dependencia, 

desconociendo por completo lo que hacía su contraparte, a pesar de que la PNC surge 

en parte para evitar la duplicidad de esfuerzos; en este aspecto, se considera que la 

divulgación que existió en torno a la creación de la PNC fue insuficiente. 

Ahora bien, aunque Proyecto de Ley para la creación del Sinca no fue un factor 

determinante para el desarrollo de la PNC, algunas de las personas entrevistadas 

manifestaron preocupación porque pudiera afectar negativamente su implementación. 

Al respecto, y a partir del presente análisis, no se considera que el Sinca represente 

un obstáculo para la PNC; en primer lugar, porque ambos documentos estipulan las 

mismas estrategias de intervención; en segundo lugar, porque el equipo que trabajó 

en la elaboración de la PNC, es el que conforma actualmente al Sinca, incluyendo al 

IMAS como la institución encargada de su coordinación; en tercer lugar, porque el 

Sinca continuó con los procesos de trabajo que se iniciaron durante el desarrollo de 

la PNC, comenzando con la validación del instrumento del baremo. 

En cuanto a los principios y enfoques que sirvieron como base para la 

formulación de la PNC, se identifica un esfuerzo por repensar los cuidados desde una 

perspectiva integral, que busca atender las necesidades emergentes propias de un 
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cambio demográfico en el que el envejecimiento adquiere protagonismo. No obstante, 

se cuestiona la congruencia que existe entre dichos principios y enfoques, con 

respecto a las medidas mostradas en sus ejes estratégicos. 

La PNC parte de un enfoque de derechos humanos, corresponsabilidad social 

de los cuidados, desarrollo sostenible, igualdad de género, participación ciudadana y 

calidad del servicio; elementos que son transversales para todos sus ejes estratégicos. 

Con relación a los ejes de Gobernanza del Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención 

a la Dependencia, y de Fortalecimiento de la Oferta de Servicios y Prestaciones de 

Cuidados de Larga Duración y Atención a la Dependencia, como aspecto central para 

la operacionalización de la PNC se identifica un marco legal en el que se garantizan 

las condiciones necesarias para su funcionamiento y continuidad, por lo que cabría 

esperar que el sistema atienda a una población cada vez mayor y, además, provea los 

recursos necesarios para ello. Sin embargo, como se evidencia en la presente 

investigación, la falta de un financiamiento propio para la implementación de la PNC, 

sumado a la poca o nula participación que existió por parte de la población meta 

durante su desarrollo, representan un sesgo importante, no solo para su formulación, 

sino también para su eventual implementación. 

Relacionado a lo anterior, el Modelo Base de Atención a la Dependencia que 

plantea la PNC tiene como uno de sus parámetros la priorización, cuyo criterio de 

selección es el nivel de severidad de la dependencia. Esta medida cobra sentido en un 

contexto en el que son cada vez más los recortes presupuestarios por parte del Estado 

hacia diferentes instituciones, que deben focalizar sus recursos para atender a las 
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poblaciones más vulnerables. Como resultado, las personas en situación de 

dependencia que requieren de servicios de atención y no cumplen con ese criterio, 

son excluidas de la población objetivo, lo que resulta contradictorio bajo el lente de 

un principio de igualdad y universalidad. 

En otro ámbito, destaca el eje para Contribuir a la Generación de Condiciones 

para el Avance de la Corresponsabilidad Social de los Cuidados y Apoyos y el Cierre 

de Brechas de Género en Materia Laboral, que posiciona el género como uno de los 

temas centrales de la PNC, pero muestra igualmente algunas contradicciones. De 

acuerdo con la PNC (2021), este eje tiene por objetivo “redistribuir socialmente las 

tareas de cuido, integrando los derechos de las personas cuidadoras y de las personas 

que reciben cuidados y apoyos, con el fin de reducir la brecha de género en materia 

laboral” (p. 120); para dicho objetivo, se esperan los siguientes resultados: 

• Aumentan las mujeres con oportunidades laborales facilitadas por un 

mecanismo de intermediación adoptado para colocar servicios de apoyo a los 

cuidados domiciliarios cuando hay potencial de incorporación de las mujeres 

al mercado laboral según perfiles de empleabilidad y empresarialidad. 

• Aumentan las mujeres en situación de pobreza extrema que reciben una 

transferencia monetaria. 

• Aumentan las mujeres que se desempeñan como cuidadoras de manera 

remunerada, pero con cobertura de alguna modalidad de aseguramiento en la 

CCSS. (PNC, 2021, p.120) 
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Como se puede apreciar, aunque la PNC pretende avanzar hacia la 

corresponsabilidad social de las labores de cuido, los resultados esperados están 

condicionados o continúan perpetuando la feminización de los roles de cuido, lo que 

deriva en medidas asistencialistas con un menor impacto en la brecha de género. 

Los últimos ejes estratégicos por considerar refieren al Sistema de 

Aseguramiento de la Calidad, y a la Inteligencia de Datos para la Articulación y Ajuste 

del Sistema de Apoyo a los Cuidados y Atención a la Dependencia en Costa Rica; ambos 

ejes estratégicos quedaron plasmados en el modelo de evaluación y seguimiento de 

la PNC, que destaca como uno de sus apartados más sólidos. A partir de este modelo, 

el ciclo de la política pública se evalúa en todas sus etapas (PNC, 2021, p. 133): 

• Monitoreo y seguimiento de los procesos: flujos, herramientas e instrumentos. 

• Evaluación: de calidad, de resultados y de impacto. 

Y se basa en el enfoque de brechas de calidad de servicio, incorporando cuatro 

momentos evaluativos asociados al ciclo de intervención social (PNC, 2021, p. 133): 

• La intervención requerida: calibración de la demanda. 

• La intervención comprometida: el diseño de la intervención. 

• La intervención producida: la ejecución de la intervención. 

• La intervención percibida: la intervención realizada. 

Ahora bien, aunque este mecanismo de evaluación muestra gran solidez teórica, 

queda por conocerse el impacto que tendrá a largo plazo, pues al no contar la PNC con 

un presupuesto propio, difícilmente podrá alcanzar altos estándares de calidad, o 

resultados significativos en torno a la atención de las poblaciones objetivo. 
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Del presente análisis se puede extraer, primeramente, que los elementos 

contextuales que motivaron la creación de la PNC, determinaron también aspectos 

claves de su formulación, tales como su enfoque, principios, ejes estratégicos y 

estrategias metodológicas. Sobre estos elementos contextuales, se destaca el 

acelerado ritmo de envejecimiento poblacional que experimenta el país, que se asocia 

a un incremento en la población con dependencia funcional y, por extensión, a un 

incremento en la demanda de servicios de atención; también, la existencia de un 

marco normativo favorable para la creación de un sistema de cuidado y atención a la 

dependencia, que suscitó el interés del BID para impulsar la creación de dicho sistema. 

En cuanto a la formulación de la PNC, el MDHIS y el BID tuvieron un rol 

protagónico, pues sentaron las bases para su creación, y demostraron un 

involucramiento a lo largo de todo el proceso; en contraparte, el equipo técnico 

interinstitucional tuvo una participación más pasiva, pero sus aportes fueron 

fundamentales para el desarrollo de la política. Finalmente, factores externos como el 

periodo de transición entre la administración de los expresidentes Luis Guillermo Solís 

Rivera y Carlos Alvarado Quesada, así como la pandemia provocada por el COVID-19, 

retrasaron el avance en la construcción de la política, pero no parecen haber afectado 

su contenido. 

En síntesis, la PNC representa un avance sustancial hacia la implementación de 

un sistema de atención a la dependencia a nivel nacional, con una fundamentación 

sólida; sin embargo, cuenta también con importantes desafíos para su implementación 

a largo plazo. Del mismo modo, se debe señalar que la colaboración internacional y el 
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compromiso estatal son centrales para el éxito de la política, pero dichas 

intervenciones deben ser complementadas con una mayor inclusión y coordinación a 

nivel interno, que permita garantizar resultados efectivos y sostenibles en el tiempo, 

siendo esta una de las preocupaciones que tuvieron en común las personas 

entrevistadas. 

Capítulo VI: Conclusiones 

Tras haber hecho análisis de los factores políticos que determinaron el proceso 

de formulación de la PNC, es preciso acotar una serie de reflexiones en torno al 

contexto en el que surge, los principio y enfoques de los que parte, las estrategias 

metodológicas que se emplearon para su elaboración, el papel de las y los actores 

sociales involucrados, las particularidades que surgieron durante el proceso y, 

finalmente, el resultado. En parte, interesa determinar si la PNC es congruente con los 

principios de igualdad y universalidad que sirvieron como base para su desarrollo, así 

como los enfoques de derechos humanos, corresponsabilidad social de los cuidados, 

igualdad de género, desarrollo sostenible y sostenible, participación ciudadana y 

calidad. 

Inicialmente, se reconocen importantes elementos contextuales que 

precedieron y condicionaron la formulación de la PNC, de entre los que se destaca el 

acelerado ritmo de envejecimiento poblacional que ha experimentado Costa Rica 

durante los últimos años, como se puede apreciar en la Encuesta Nacional de Hogares. 

Las personas adultas mayores son especialmente susceptibles a desarrollar una 

condición de dependencia, por lo que esta tasa de crecimiento se traduce en una 



162 
 
 

mayor demanda de servicios de cuidado y atención, que el país no estaba preparado 

para atender. 

Lo anterior, sumado a un marco normativo favorable que, aunque de forma 

segmentada, ya atendía las necesidades de las personas en situación de dependencia 

y las personas cuidadoras, atrajo la atención del BID para impulsar la creación de un 

sistema de cuidado y atención a la dependencia en Costa Rica, siguiendo la tendencia 

internacional. En este aspecto, aunque el BID fue instrumental en la formulación de la 

PNC, se reconoce que Costa Rica ya estaba encaminada en esta dirección, como 

demuestra la primera publicación del Proyecto de Ley para la creación del Sinca. 

Por parte de la caracterización de las y los actores que participaron en la creación 

de la PNC, se destaca el protagonismo que tuvieron el MDHIS y el BID. El primero lideró 

la totalidad del proceso, estableciendo objetivos y metas, coordinando las sesiones de 

trabajo, y dirigiendo los esfuerzos del equipo técnico interinstitucional. El segundo 

ofreció acompañamiento a través de la elaboración de estudios, la facilitación de talleres 

de capacitación, y la redacción del documento oficial de la PNC; en este aspecto, se debe 

puntualizar que, a través del equipo asesor del BID, existió una gran influencia 

internacional a lo largo del proceso. 

Ahora bien, con lo anterior no se pretende minimizar el trabajo del equipo 

técnico interinstitucional, cuya contribución fue fundamental para la construcción de la 

PNC. A grandes rasgos, sus aportes estuvieron orientados a las competencias de sus 

respectivas instituciones, y aunque no tuvieron poder en la toma decisiones, todas las 
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necesidades que percibían en cuanto a la situación de la dependencia en Costa Rica, 

quedaron plasmadas en el producto final. 

Con respecto al proceso de formulación de la PNC, se reconoce el impacto del 

cambio de gobierno entre la administración de los expresidentes Luis Guillermo Solís 

Rivera y Carlos Alvarado Quesada y de la pandemia por COVID-19; en ambos casos, 

su principal efecto fue retrasar el avance en el cumplimiento de metas y objetivos. El 

impacto de la publicación del Proyecto de Ley para la creación del Sinca fue distinto, 

pues no retrasó el desarrollo de la PNC, pero fue necesario elaborar un texto 

sustitutivo que fuera armónico con esta última, ya que pretendía dar respuesta a las 

mismas problemáticas sociales, a partir de diferentes estrategias y enfoques. 

De igual modo, es importante señalar las contradicciones que existen entre los 

principios y enfoques que sirvieron como base para la formulación de la PNC, y los 

ejes estratégicos que se desarrollaron para su implementación. Por ejemplo, el 

problema de financiamiento derivó en una estrategia de focalización de recursos, que 

excluye a personas en situación de dependencia y a personas cuidadoras que, si bien 

requieren de asistencia estatal, no cumplen con los requisitos estipulados, lo que entra 

en conflicto con los principios de igualdad y universalidad; paralelamente, el enfoque 

de participación ciudadana es inconsecuente con la poca o nula participación que 

existió por parte de la población meta.  

Finalmente, se recibieron respuestas muy variadas en torno a las fortalezas y los 

aspectos a mejorar en el proceso de formulación de la PNC, pero no se encontraron 

desacuerdos significativos en las mismas, por lo que juntas permiten construir una 
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narrativa cohesiva sobre los aspectos que favorecieron y entorpecieron este proceso, a 

partir del criterio de las personas que fueron entrevistadas. Como fortalezas, se destaca 

que en Costa Rica ya existía un marco teórico y normativo favorable para la creación de 

la PNC, participaron todas las instituciones que fueron pertinentes, existió flexibilidad 

metodológica para atender situaciones emergentes, y se logró posicionar el tema de la 

dependencia y de los cuidados en la agenda pública. 

En contraste, como aspectos a mejorar, se destaca que la PNC requiere de un 

financiamiento propio para su correcta implementación, ya que una política social sin 

financiamiento presenta serias limitaciones para su materialización; además, el equipo 

técnico interinstitucional estuvo limitado en cuanto a su visión y posicionamiento, que 

se debe trascender la fórmula de importar políticas de otros países, y que debió existir 

una mayor coordinación para la desarrollo de la PNC y la Ley de Creación del Sinca. 

Recomendaciones 

A partir de los hallazgos de la presente investigación, se presentan las 

siguientes recomendaciones para la Escuela de Trabajo Social: 

• Promover la creación y el fortalecimiento de prácticas académicas 

enfocadas en el envejecimiento y la dependencia, ya que como 

profesionales debemos prepararnos para el cambio demográfico y sus 

posibles consecuencias. 

• Fomentar la investigación y el análisis de políticas sociales, pues es el 

ámbito de trabajo de la profesión. 
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• En reconocimiento de que el análisis de políticas sociales comúnmente 

está orientado a su implementación, fomentar el análisis de los 

procesos de formulación, sobre todo cuando se trata de una política de 

publicación reciente. 

• Para el análisis de políticas sociales, optar por una metodología de 

trabajo flexible, que se adapte al objeto de estudio e incorpore los 

elementos emergentes que puedan surgir durante la investigación. 

• Realizar entrevistas a actores clave para contrastar su discurso con la 

información documental, y obtener así una visión más amplia sobre el 

objeto de estudio. 
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Anexos 

Anexo 1. Matriz Analítica Implementada para Organizar el Estado de la Cuestión 

 
Procesamiento de trabajos finales de graduación para elaborar el estado de la cuestión, modalidad tesis, 2022 
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Anexo 2. Formulario Autoadministrado Dirigido al Equipo Técnico Interinstitucional 
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Anexo 3. Entrevista Dirigida al Representante del Ministerio de Desarrollo y Seguridad 

Social 

Esta entrevista tiene como finalidad conocer su perspectiva como consultor del BID sobre 

el proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados 2021-2031 (PNC), 

especialmente enfocándose en la participación y roles de los actores sociales 

involucrados en su desarrollo.  

Este instrumento forma parte de la elaboración de nuestro Trabajo Final de Graduación, 

modalidad tesis, para optar por el grado de Licenciatura en Trabajo Social, en la 

Universidad de Costa Rica.  

Es importante aclarar que la participación es totalmente voluntaria, no se está en la 

obligación de contestar a todas las preguntas y puede solicitar finalizar la entrevista en 

cualquier momento. Al mismo tiempo, debe saber que las respuestas dadas serán 

utilizadas únicamente para fines académicos. 

El tiempo estimado para esta entrevista es de 1 hora.  

Fecha:  

Persona entrevistada: 

Institución que representa: 

Cargo que ocupó durante la elaboración de la política:  

Papel que desempeñó en la formulación de la política:  

1. ¿Cuáles fueron los criterios que se consideraron para la selección de las instituciones 

que formaron parte del equipo técnico interinstitucional? 

2. ¿Bajo qué criterios se seleccionaron las personas que representaron a cada 

institución que formó parte del equipo técnico interinstitucional? 

3. ¿Qué tipo de participación tuvieron los consultores del Banco Interamericano de 

Desarrollo como parte del equipo asesor? 

4. ¿Cómo se organizaron las sesiones de trabajo para la elaboración de la política?  

5. ¿Cómo se desarrollaron las sesiones de trabajo para la elaboración de la política? 

(Roles, distribución de actividades, cumplimiento de objetivos, temas medulares). 

6. De las personas representantes de cada una de las instituciones que formaron parte 

del equipo técnico interinstitucional, ¿cuáles tuvieron un papel más activo en el 

proceso de formulación de la PNC? ¿por qué? (BIT, INAMU, IMAS, INA, CCSS, 

CONAPAM, CONAPDIS, MTSS, MS, JPS, MIDEPLAN) 

7. Durante el proceso de formulación de la PNC ¿existió algún tipo de participación por 

parte de la población meta?, en caso de existir ¿cómo la describiría? 

8. Durante el proceso de formulación de la PNC, con excepción del Banco 

Interamericano de Desarrollo ¿existió algún tipo de participación por parte del sector 

privado?, en caso de existir ¿cómo la describiría? 

9. ¿De qué manera se relaciona la PNC con otras políticas preexistentes que ya ofrecían 

servicios de cuido para personas en condición de dependencia? 

10. ¿Cuáles son las principales fuentes de financiamiento de la PNC?  

11. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como los principales puntos de mejora 

en el proceso de formulación de la PNC? 
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12. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como las principales fortalezas con las 

que contó el proceso de formulación de la PNC? 

 

Anexo 4. Entrevista Dirigida al Representante del Banco Interamericano de Desarrollo 

Esta entrevista tiene como finalidad conocer su perspectiva como consultor del BID sobre 

el proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados 2021-2031 (PNC). 

Este instrumento forma parte de la elaboración de nuestro Trabajo Final de Graduación, 

modalidad tesis, para optar por el grado de Licenciatura en Trabajo Social, en la 

Universidad de Costa Rica.  

Es importante aclarar que la participación es totalmente voluntaria, no se está en la 

obligación de contestar a todas las preguntas y puede solicitar finalizar la entrevista en 

cualquier momento. Al mismo tiempo, debe saber que las respuestas dadas serán 

utilizadas únicamente para fines académicos. 

El tiempo estimado para esta entrevista es de 1 hora.  

Fecha:  

Persona entrevistada: - 

Institución que representa: Banco Interamericano de Desarrollo 

Cargo que ocupó durante la elaboración de la política:  

Papel que desempeñó en la formulación de la política:  

 

1. ¿En qué consistió su participación como consultor del Banco Interamericano de 

Desarrollo? 

2. ¿Cuál fue el papel del Banco Interamericano de Desarrollo en la elaboración de la 

Política Nacional de Cuidados? 

3. ¿Cuáles fueron las principales fuentes de financiamiento en el proceso de 

formulación de la Política Nacional de Cuidados?  

4. ¿Cuál fue la dinámica de trabajo entre el equipo consultor del Banco 

Interamericano de Desarrollo y el equipo técnico interinstitucional? 

5. ¿Cómo se desarrollaron las sesiones de trabajo para la elaboración de la Política 

Nacional de Cuidados? (Roles, distribución de actividades, cumplimiento de objetivos, 

temas medulares, recopilación de información, toma de decisión). 

6. Durante el proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados ¿existió 

algún tipo de participación por parte de la población meta?, en caso de existir ¿cómo la 

describiría? 

7. ¿De qué manera se relaciona la Política Nacional de Cuidados con otras políticas 

preexistentes que ya ofrecían servicios de cuido para personas en condición de 

dependencia en Costa Rica? 

8. ¿Considera que existe viabilidad para la operacionalización de la Política Nacional 

de Cuidados en Costa Rica? 

9. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como los principales puntos de 

mejora en el proceso de formulación de la PNC? 

10. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como las principales fortalezas con 

las que contó el proceso de formulación de la PNC? 
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Anexo 5. Entrevista Dirigida a las personas Representantes del Equipo Técnico 

Interinstitucional 

Esta entrevista tiene como finalidad conocer su perspectiva como representante de 

(nombre de la institución) sobre el proceso de formulación de la Política Nacional de 

Cuidados 2021-2031 (PNC). 

Este instrumento forma parte de la elaboración de nuestro Trabajo Final de Graduación, 

modalidad tesis, para optar por el grado de Licenciatura en Trabajo Social, en la 

Universidad de Costa Rica.  

Es importante aclarar que la participación es totalmente voluntaria, no se está en la 

obligación de contestar a todas las preguntas y puede solicitar finalizar la entrevista en 

cualquier momento. Al mismo tiempo, debe saber que las respuestas dadas serán 

utilizadas únicamente para fines académicos. 

El tiempo estimado para esta entrevista es de 1 hora.  

Fecha:  

Persona entrevistada:  

Institución que representa:  

Cargo que ocupó durante la elaboración de la política:  

Papel que desempeñó en la formulación de la política:  

 

1. ¿En qué consistió su participación como representante de (nombre de institución)? 

2. ¿Cuáles considera que fueron los principales aportes de (nombre de la 

institución) para la formulación de la Política Nacional de Cuidados? 

3. ¿Cómo se desarrollaron las sesiones de trabajo para la elaboración de la Política 

Nacional de Cuidados? (Roles, distribución de actividades, cumplimiento de 

objetivos, temas medulares, recopilación de información, toma de decisión). 

4. ¿Cuál fue la dinámica de trabajo entre el equipo técnico interinstitucional y el 

equipo consultor del Banco Interamericano de Desarrollo? 

5. Durante el proceso de formulación de la Política Nacional de Cuidados ¿existió 

algún tipo de participación por parte de la población meta?, en caso de existir 

¿cómo la describiría? 

6. ¿De qué manera se relaciona la Política Nacional de Cuidados con las 

competencias de (nombre de la institución)? 

7. ¿Considera que existe viabilidad para la operacionalización de la Política Nacional 

de Cuidados en Costa Rica? 

8. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como los principales puntos de 

mejora en el proceso de formulación de la PNC? 

9. Tras esta conversación, ¿cuáles identificaría como las principales fortalezas con 

las que contó el proceso de formulación de la PNC? 

 

 


